
M E M O R I A  

ELEVADA AL 

GOBIERNO NACIONAL 
EN LA 

SOLEMNE APERTURA DE LOS TRIBUNALES 

EL DIA 15 DE SEPiiEMBRE DE 1954 

POR EL 

FISCAL DEL TRIBUNAL SUPREMO 

EXCh40. SR. D. MANUEL DE LA PLAZA N A V A R R O  

lilNSTITUTO EDITORIAL REUS" 
- 5 N T R O  DE ENSERANZA Y PUBLICACIONES 

Preciados, 6 y 23 y Puerta del Sol, 12 
M A D R I D  

1 9 5 5  



ba el año judicial próximo pasado con la apa- 
rición ae  tres disposiciones de muy diverso rango, a las que. 
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de responsabilidad limitada)), pieza fundamenrai en la or- 
denación de nuestras instituciones mercantiles, por lo que 
contribuyó a disipar un estado d e  incertidumbre y a llenar 
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pureza de la doctrina, y se mantuvo correctamente la tesis 
de que sólo el Ministerio Fiscal está legitimado para la in- 

terposición del recurso extraordinario ; homenaje que, por 
lo que tiene de respeto a ciertos principios que jamás han 



debido olvidarse, ha de agradecer desde esta Memoria que 
a l  Gobierno se somete, no la persona física que accidental* 
mente rige la Corporación, sino todos los miembros de ésta, 
que explicablemente estiman que se reconozca la importan- 
cia de la misión que les está confiada, tanto como se duelen 
de que, por obra de un error de bulto, no se logre en oca- 
siones valorarla en la medida de su cooperación a las tareas 
de la administración de justicia y de la función jurídico* 
políti y que, ! 

na, e y ,  dignic 
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que el comentario sea, las disposiciones que en relación con 
la organización de la justicia española y su funcionamiento 
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funci riu, el art. 5." se respetan las facultades de 
las 5 gobierno y de justicia del Tribunal Supremo 
y de las ~udiencias y las de los Jueces de primera instancia 
e in: I (art. 5.") y se dejan a salvo las del Ministerio 
Fiscal como órgano de relación del Gobierno y de los Tri- 



Lunales, bien sea mediante el ejercicio de acciones o simple- 
mente por la iniciativa para promover y obtener la depura- 
ción de !a justicia y su personal (art. 6."). 

2.0 No se ieduce el ámbito de la Inspección a una mi- 
sión negativa. Quien lea con detenimiento el art. 2.' del 
Decreto advertirá sin esfuerzo que está Uamada a estimular 
la actuación de los administradores de justicia y a poner so- 
bre el pavés los nombres de los que se distinguieron en su 
servicio; y este cometido, que no siempre se pone de relie, 
ve, se conjuga con el más arduo y penoso de comprobar los 
fallos en el servicio, exigir y depurar responsabilidades y 
pugnar por la imposición de sanciones. 

3.' Los capítulos 11 y 111 se refieren en general a los 
órganos inspectores y tratan, en particular, de las funciones 
que se confían al Presidente del Tribunal Supremo, a los 
de las Territoriales, a los Inspectores y a los Secretarios, 
mejorando, desde luego, la organización que por esta noví- 
sima se sustituye, y 

4." En este capítulo se puntualizan los modos de rea- 
lizar la inspección, mediante visitas, informaciones, expe- 
dientes, estadísticas e informes. 

De la nueva organización conviene señalar cuanto se 
refiere a la facilidad de imponer sanciones, mediante una 
sumaria información (art. 30). y la nueva ordenación de los 
expedientes disciplinarios, más precisa y completa que la 
establecida por la ley Orgánica (arts. 31 a 34); y aun cuan- 
do no ha dejado de señalarse el contraste entre el expedien- 
te abierto, característico de dicha ley, y el sistema de cargos 
que ha cristalizado en la nueva ordenación, hemos de pen- 
sar, sin rendirnos ante críticas fáciles, si ese cambio de orien- 
tación no ha sido el resultado de una larga experiencia que 
impuso razonables restricciones al sistema de la absoluta 



publicidad, que por no atentar contra el amplio ejercicio de1 
derecho de defensa dejaba malparada la justicia y frustraba 
casi totalmente !os fines de la investigación, por razones de  
todos conocidas que no son para expuestas en este lugar, 
aunque de ellas sepamos lo bastante para no rasgarnos fa-- 
risaicamente las vestiduras. 

Y aunque la disposición que aquí se comenta abordó los 
que ~udiéramos denominar problemas de la inspección y 
los resolvió, en general, acertadamente, todavía un Decreto 
de zo  de marzo de 1954 completó la obra, estableciendo 
unas normas de derecho premia1 (art. 1.'). fijando los lími- 
tes cuantitativos de las multas atendida la categoría de la 
autoridad que puede imponerlas (art. 2.") y determinando 
los trámites de las alzadas contra las correcciones impues- 
tas: con lo que se deja completado el art. 748 de la ley 
Orgánica, que en ese extremo ofrecía una laguna que este 
Decreto, de triple alcance, ha llenado satisfactoriamente. 

Puede decirse, pues, que por obra de estas dos disposi- 
ciones se ha ofrecido a quienes han de aplicarlas un instru. 
mento de trabajo que, en nuestro sentir, mejora en tercio y 
quinto el que hasta su aparición estaba representado por 
la ley Orgánica y Decreto de 29 de agosto de 1935. Pero 
en este caso más que en otros, el éxito o el fracaso de las nor- 
mas estará en función de las calidades del personal que las 
aplique; porque una inspección que se limite a ser caja de 
resonancia de malas pasiones, es un instrumento debelador 
de prestigios, e importa mucho velar por el de los dispen- 
sadores de justicia; y. por contraste, cuando el organismo 
inspector pone por encima del supremo interés de lo justo 
el espíritu corporativo u otros estímulos demasiado huma- 
nos, deja de ser fiel a los fines del instituto y acaso incons- 
cientemente sirve intereses que, por muchas razones, reba- 



san su esfera de acción. Un error de visión en ese punto 
puede acarrear y ya ha acarreado males que casi nunca son 
reparables; y a la sombra de la ligereza o de la inacción, o 
pueden consagrarse ad perpetuum prestigios que se forjaron 
sin base bastante y aun por estímulos de simpatía, con daño 
cierto de la justicia distributiva, o mantenerse con la misma 
nota de irrevocabilidad, mtas peyorativas que nacieron de 
una contingencia, o lo que es peor, respondieron a un tran- 
sitorio estado pasional y que, pese a las posibilidades de 
cancelación, puede perdurar sub specie aeternitatis sobre 
funcionarios dignos por todos conceptos de mejor trato. 

La Inspección de Tribunales que a través de los años 
ha conocido suerte tan varia, está presidida entre nosotros 
por una nota encomiable, cual es la de haberse confiado a 
los pares; pero ello es a condición de que en su actua- 
ción se produzca objetivamente; y para lograrlo y por el 
enorme reflejo que su actuación ha de tener en la vida pro- 
fesional de cada uno, son precisas unas calidades de que 
carecen -no hay que decirlo- los que eventualmente pue- 
dan aprovecharla para llevar el agua a su molino, como 
diríamos con un eufemismo, De otro modo, se entroniza 
en el solio donde la justicia se asienta un caciquismo pue- 
blerino que puede ser andando el tiempo, por su estabilidad, 
mucho más prjudicial que el que, no .siempre con dema- 
siada razón, se ha atribuido al llamado Poder ejecutivo. 

b) Es interesante también la ley de 22 de diciembre 

de 1953, por la que se reorganiza el Secretariado de justi- 
cia. Lo más fundamental de la reforma, por lo que contras- 
ta con la de 8 de junio de 1947, es la vuelta al sistema tra- 

dicional; y, de acuerdo con éste, se separa de nuevo el Se- 
aetariado de b s  Juzgados de primera instancia e instruc- 
ción del de los Tribunales, considerando a los titulares de 



las respectivas funciones como dos cuerpos independientes. 
La escueta exposición de motivos que precede a la ley re- 
formadora señala que la vuelta al pasado vino impuesta así 
porque el cometido de unos y otros funcionarios sólo es si+ 
milar en apariencia, como por razones de equidad, conve- 
niencia del servicio y deseo de sus componentes. Es posible 
que estos últimos factores hayan influido decisivamente en 
la nueva ordenación, acaso menos complicada y sobre todo 
menos revolucionaria que la representada por la de 1947: 
mas cn punto a la similitud de funciones pensamos que, 
de igual manera que la carrera judicial es única pese a la 

existencia de las categorías de Jueces y Magistrados, cuyas 
respectivas funciones no son idénticas ni mucho menos, no 
puede constituir el Secretariado una excepción en esa regla 
general, ya que importa mucho que el Secretariado de los 
Tribunales no ignore lo que pasa en instrucción o en pri. 
mera instancia y no sobra que quienes ejercen las funcio- 
nes ante los Juzgados de ese nombre conozcan a fondo lo 
que acaece en los Tribunales superiores. Y si fuera lícito, 
que no lo es del todo, argumentar con ejemplos, bien po- 
drían hacerlo sacando del acervo de nuestra experiencia 
profesional algunas fichas aleccionadoras. Lo que ocurre 
sencillamente, es que el Decreto de 1947 tropezó con una 
serie de derechos adquiridos que en no pequeña parte afec- 
taban a la remuneración y que era muy difícil conjugar y 
poner a salvo, y en ese trance se estimó prudente volver al 
sistema hasta cierto punto tradicional y consolidado por el 

tiempo; mas no por ello cabe negar que el Secretariado es 
un instituto único, con funciones que, en lo que puede repu- 
tarse esencial, son iguales, y que esa identidad esencial nada 

tiene que ver con una previsible falta de entrenamiento al 
pasar de uno a otro Tribunal. Si así fuera, no nos explica- 



Aparte 
recoger 

I de las 

dos pro 
1 

sivamen 

la caso 

leyes 01 

pósitos 
1 .  
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Y, sin embargo, así ocurre entre los dispensadores de justi- 
cia, y no hay razón alguna para que así no acaezca también 

cuando se trata de sus más destacados auxiliares. 

Por lo demás, en esa disposición que razonablemente re- 
coge el régimen antiguo y el moderno sin seguir el sistema 

condenable de la derogación parcial, se mejora el régimen 

de las promociones y traslados y se reducen a dos los tres 

sistemas de retribución establecidos por la ley que se deroga. 

is disposiciones de menos interés, que- 
LCiIIIVJ n relación con el mejoramiento pro- 
gresivc , las qui ltir re- 

velan nte loa1 :rio de 

Justicia: ia tennencia a reducir al minimo sus facultades 
discrecionales en prenda de sincero respeto para la indepen- 

dencia de los Tribunales: el intento logrado de mejorar 
te las dotaciones de éstos en la medida que 

consienten las posibilidades presupuestarias. 
La primera de esas dos direcciones está representada en 

-este lapso de tiempo por el Decreto de 12  de febrero de 

1954, que establece el sistema de concurso para la provi- 

sión de vacantes, luego que éstas se hayan producido y anun- 

ciado, y subordina a la declaración de aptitud hecha por 

el Consejo judicial la de aquellos cargos directivos que la 

propia disposición especifica; la segunda adquiere expresión 

real en una serie de disposiciones que revelan inequívoca- 
mente el mismo propósito. Señalamos varias leyes que lle- 

van la fecha del 22 de diciembre de 1953 por las que se 
conceden gratificaciones al personal de la Justicia munici- 
pal: se mejoran las dotaciones de los Fiscales municipales 



y comarcales y se aumentan las remuneraciones de los miem- 
bros de las carreras judicial y fiscal. 

Si quisiéramos ahora colocar unas apostillas a todas es- 
tas mejoras, no vacilaríamos en afirmar que responden a un 
propósito de dignificación de la Justicia, que se logra a un 
tiempo mismo garantizando políticamente su función y pro- 
curando los medios indispensables para la decorosa susten- 
tación de sus miembros. En el primer aspecto, el signo de 
los tiempos nuevos está representado por una serie de dispo- 
siciones que inequívocamente representan el propósito de 
desprenderse de las facultades electivas y, en el peor de los 
casos, de condicionar la elección. Un uso razonable de los 
poderes que en manos de la Magistratura se han puesto 
puede ser en el correr de los tiempos mucho más útil que 
un propósito de absoluta autodeterminación en que sólo 
creen los ingenuos o.. . tal vez los que por saber demasiadas 
cosas no deben tener voto en la contienda; y siempre a 
condición de que una auténtica revisión de las calidades del 
personal permita distinguir los valores auténticos de los 
falsos valores forjados por el ehe rzo  combinado de la osadía 
para pedir, de la culpable complacencia para otorgar o de la 
destreza para deslizarse con mayor o menor cautela por los 
medios que pueden ser útiles para ponderar -sin conocer- 
las- las refinadas calidades de un candidato o, lo que es 
peor, para alejar de la presumible competencia a un elegi- 
ble peligroso por su valor real, aunque no lo sea tanto por 
su absoluto desconocimiento del arte de intrigar, que es arte 
mayor, aunque digan lo que quieran los ingenuos. 

En otro aspecto -y ya lo hemos dicho en alguna oca- 
ción-, todo cuanto tienda a mejorar la situación económica 
de la Magistratura, redunda en provecho difuso de la co+ 
munidad porque contribuye a realzar la función y subraya 



su calidad suprema, en contraste con las demás que el Estado 
le atribuyen; y en ese punto hay que prescindir de pari- 
ficaciones absurdas, ante la realidad de una situadón que 
sólo puede mejorarse persistiendo en la tendencia a que nos 
referimos al principio de este apartado. 

No resistimos a la tentación de traducir, para airearlo, 
aquí, un pasaje de un folleto reciente que bajo el título La 
jwtice en Frame publicó en 1953 el Juez de instrucción en 
el Tribunal del Sena Raymond Charles: «En nuestros días 
-decía ese compañero de d e n d e  el Pirineo- los sacerdo- 
tes de Themis se han visto subclasificados pecuniariamen- 
te en relación con otros funcionarios de formación y respon. 
sabilidad menores, pero que por su número y su cohesión 
constituían una clase política favorecida. Ingenuamente re- 
dujeron sus aspiraciones a la alineación con sus pares y así 
se logró un equilibrio sólo aparente, aunque dejase a los 
Jueces en situación inferior a otras gentes de toga (Aboga- 
dos, Procuradores, etc.). Pero, poco a poco, la mayoría de 
las categorías de funcionarios lograron falsear la paridad, 
bien cambiando la denominación de su empleo, bien obte. 
niendo indemnizaciones abusivas o retribuciones comple- 
mentarias. Y a falta de un árbitro imparcial que fuese ca- 
paz de imponer su voluntad, el conflicto permanente pro- 
ducido por las dificultades ~resupuestarias y las injerencias 
demagógicas, conduyó por malograr de hecho el esfuerzo 
que supuso la ordenanza de 1945.. .n 

Por fortuna para todos, la situación de nuestra Magisd 

tratura está muy lejos de ser lo que en frase un tanto des- 
prrada, pero veraz, ha dicho coram pc$mlo y refiriéndose 
a su país ese Magistrado francés: mas no por ello puede 
desconocerse que el eclipse del prestigio judicial, en el as- 
pecto económico y en otros, no es un fenómeno nacional, 



sino una consecuencia casi fatal de la crisis de espiritualis- 
mo que padecemos y de la mansa subversión de los valores 
sociales. Y por eso precisamente es interesante que la Espae 
ña de hoy, empobrecida por la Revolución y la guerra y 
por todas las secuelas del aislamiento que nos impusieron 
la ignorancia, más que la incomprensión ajenas. comience a 
volver sus ojos a esta Magistratura española medios 
variadísimos vaya rectificando en la medida posible 
errores de valoración en los que, quiérase o no, se engendra 
el desánimo, la desconfianza y el desmayo. No importa tan- 
to precipitar la obra rectificadora de muchos errores, como 
saber que, gradualmente y en la medida que mucl 
cunstancias imponen, se M realizando la tarea por etapas 
y siempre con un nobilísimo deseo de superación. 

B) Rejomas ett las leyes penales y procesales.- 
este punto hay que aludir en primer término a la ley de 30 
de marzo de 1954, que sigue una trayectoria ya trazada por 
la de 10 de abril de 1942 y por la de 20 de diciembre de 
1952. Pero esa disposición no trata sólo de reflejar en el 
articulado del Código de 1944 las alteraciones producidas 
m el panorama económico nacional, sino que, además, y 
tal como expresa su Exposición de Motivos, «tiene la virtua- 
lidad de descongestionar de asuntos a los Tribunales supe- 
riores)). Innegable como es que la prudente modificación ese 
tablecida logrará en parte ese designio, el propio legislador 
reconoce que para que esa desgravación jurídica se produz- 
ca m basta con cse retoque cuanritativo, sino que es impres- 
cindible arbitrar un proceso ágil para los delitos de escasa 
trascendencia, tan celoso del derecho de defensa de las pare 
tes como eficaz para lograr que la justicia se dispense con la 
rapidez y, por tanto, la eficacia deseadas, Reiteradamente 
hemos aludido en años anteriores a este problema para nos- 



otros fundamental, y no hemos de oc~iltar la inutilidad de 
los esfuerzos hechos para resolverlo; pero a este empeño se 
opusieron razones de muy escasa fuerza de convicción que 
difícilmente comprenden los que uno y otro día claman 
por la reforma. 

Y, paradójicamente, las censuras para los bienintencio- 
nados intentos reformadores, no siempre salieron de cam- 
pos en cierto modo extraños a la Magistratura, sino que se 
forjaron en algunos Tribunales provinciales idilicos que, 
acostumbrados al dolce far niente, no vieron o no quisieron 
ver lo que ocurre en los situados en los grandes centros de 
población, agobiados por un quehacer agotador y condena- 
dos de por vida a ser blanco de una crítica irresponsable que 
sólo ve los retrasos. pero que no se preocupa de sus causas, 

que, dicho sea de paso, no se eliminan del todo por obra de 
los constantes aumentos de personal, sino que perdurarán 
en tanto que al lado del proceso solemnk, consagrado por 
e! tiempo y la experiencia, no se sitúe un proceso sumario 
que sea capaz de servir las crecientes necesidades del tráfico 
jurídico, y arbitre para las infracciones de menor entidad o 
más necesitadas de un trato de urgencia, medidas adecuadas 
que concluyan c estado de cosas que sólo así podrá 
siiperatse. 

b) Con igual criterio y con análogo designio una ley 

de 70 de marzo de 1954 modificó la competencia de los 
Tribunales contencioso-administrativos para conocer en úni- 
ca o en primera instancia de las demandas que ante ellos 
se formulen cuando la competencia se haya establecido ate- 
niéndose al factor cuantitativo. A partir de esa ley, los Tri- 
bunales provinciales conocen en única instancia de las de- 
mandas que se formulen contra resoluciones dictadas por 
;iutoridac!ec y organismos municipales y provinciales, inclue 



so Tribunales económico-administrativos en los que, ade- 
más de concurrir los requisitos generales para que sean re. 
clamables en vía contenciosa, se dé la circunstancia de 
que la cuantía del asunto que las haya motivado no exceda 
de ochenta mil pesetas o se refieran a cuestiones de perso- 
nal (salvo las comprendidas en el apartado b) del art. 2.'. 
texto refundido de la vigente ley de lo Contencioso, o haya 
sido dictada por las Delegaciones de Hacienda acerca de la 
aprobación o modificación de las ordenanzas sobre exaccio- 
nes ,imera instancia, los T~ibunales provinciales co. 
n o c , ~ , ~ ~  lo sucesivo no sólo de las demandas cuya cuan- 
tía sobrepase la ci£ra de ochenta mil pesetas, sino también 
de las sentencias que versen sobre separación de funciona- 
rios o empleados públicos inamovibles, y de los traslados 
que hayan de efectuar los Presidentes de las Corporaciones 
locales en los casos de suspensión de acuerdos de éstas que 
a su juicio constituyan infracción manifiesta de las leyes. 

c) Una ley de 15 de julio de 1954 sale al paso de un 
gravísimo mal social arbitrando remedios preventivos para 
combatir a un tiempo mismo repugnantes actividades que 
carecían hasta su aparición de las condignas sanciones pena- 
les, o tenían su campo propio en esa zona difusa en que se 
entrecruzan, cuando no chocan, las medidas gubernativas y 
las determinaciones judiciales. Un sagaz retoque a los nú- 
meros 2.' y 11, art. 2.0, y al núm. 2.". art. 6." de la ley de 
Vagos y Maleantes de 4 de agosto de 1933 permitirá san- 
cionar a los homosexuales, rufianes y proxenetas, y a los que 
en sus actividades y propagandas inciten, reiteradamente, 
a la ejecución de delitos de terrorismo, hagan su apología o 
perturben con su conducta o pongan en peligro la paz so- 
cial o la tranquilidad pública. Para los primeros y, además, 
para los mendigos profesionales, para los que viven de la 
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mendicidad ejercida por otros y para los que en cualquier 
medida exploten menores de edad, enfermos mentales o li- 
siados, esa nueva ley dispone adecuados medios de seguri- 
dad que comienzan por el internado en un establecimiento 
de trabajo o colonia agrícola, siguen por la prohibición de 
residir en determinado lugar o territorio con obligación de 
declarar su domicilio, y concluyen por someterles a la vigi- 
lancia de los delegados; medidas todas que se cumplen su- 
cesivamente y que, tratándose de los homosexuales someti- 
dos a seguridad, sólo pueden cumplirse en instituciones es- 
peciales y, en todo caso, con absoluta separación de los 
demás. 

Difi e se encontrará una disposición que en po- 
cas líneas salga al paso tan certeramente de ciertas activi- 
dades que, no por ser de signo tan diverso, dejan de tener 
enorme peligrosidad. En un caso, resistiendo la tentación 
de tipificar un delito execrable por tantos conceptos, se acu- 
de al remedio del extravío con acertadas medidas preventi- 
vas que alejan del trato y comunicación con las personas 
decentes a ciertos detritus sociales que con general escándaa 
lo, se mantenían en una peligrosa impunidad. En el otro, 
se pone fuera de la ley a ciertos propagandistas del mal 
que, con abuso de lo; derechos de la personalidad humana 
y ocult, 1, lanza a acción subversiva a 
los inca ididos F culpable propaganda, 
concluían por caer en los más peligrosos extravíos, que tar. 
díamente lamentaban que velis nolis se les hubiese conver- 
tido en carne de c a f i .  Convengamos en que al ~roceder 
de ese modo no se ha hecho otra cosa que actuar abierta- 
mente, limpiamente también, contra dos gravísimos males 
sociales: y para prevenirlos más que para sancionarlos, sólo 
u n  hábil retoque en la ya clásica ley de Vagos y Maleantes 
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podía ofrecer medidas igualmente eficaces, tanto por su tra- 
za como por su desenvoltura. 

C) Deliberadamente hemos dejado para el final la 
consideración más detenida de dos disposiciones que por 
su significación y su alcance -y aunque en diversa medida- 
merecen trato separado. Nos referimos a la ley de 22 de 
diciembre de 1953, por la que se regulan los arbitrajes de 
derecho privado, y a la conclusión del Concordato entre 
España y la Santa Sede suscrito en la Ciudad del Vatica- 
no en 27 de agosto de ese mismo año. 

a) Comenzando por la primera de dichas leyes, aun- 
que no lo sea en el orden del tiempo, es justo reconocer 
que ha mejorado visiblemente la antigua ordenación que 
hasta aquí se contenía en los artículos 1.820 y 1.821 del 
Código civil y en el título V, libro 11 de la ley Procesal de 
1881, y que salvo los discretos eufemismos que en la ley 
se emplean se había mostrado ineficaz para prevenir y zan- 
jar con rapidez y eficacia una contienda entre partes. Aun- 
que la nueva norma legal dijo piadosamente, que la ley 
no desconoce Ia labor del Juez, como órgano de la sobera- 
nía del Estado, sino que la reserva precisamente para los 
casos en que un tratamiento amistoso no es posible, la ver- 
dad es que, salvo casos excepcionales, la sustitución por un 
organismo privado de arbitraje del poder jurisdiccional J e  
que el juzgador está asistido, es muestra de desconfianza 
para los dispensadores de justicia y reconocimiento de un 
£racaso de las leyes procesales que por cobra de complica- 
ciones y falta de flexibilidad de las normas hacen lento y 
costoso el reconocimiento de nuestros derechos, en la mis- 
ma medida en que revela su agilidad y economía el con- 
curso de los árbitro sencillez del procedimiento que 
encauza sus activida r eso la institución del arbitra- 
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je y de la amigable composición, que en la ley ahora dero- 
gada constituía un remedio que por excepcional se emplea- 
ba en muy contados casos, es posible que ahora se convier- 
ta en un procedimiento casi normal, si los que acuden a él 
ci e usar sagazmente el nuevo procedimiento y n o  
ir en el extravío de construir dos administraciones 
de justicia paralelas : la arbitral y la del Estado. Como es 
pronto para deducir consecuencias que sólo la aplicación de 
la nueva ley permitirá establecer, nos limitamos a consig- 
nar esa interrogante que no es (casi es innecesario decirlo) 
fruto de una absurda reacción profesional, ni cerril oposi- 
ción contra un instituto que bien utilizado puede producir 
positivos beneficios, sino explicable reserva que tratadistas 
de altísima significación hicieron hace mucho tiempo fuera 
de nuestras fronteras, y acaso prevención contra estos mo- 
vimientos pendulares de la opinión nacional, que en pre- 

sencia dé as que le parecen impecables en su íntimo 
contenidc ;u traza y desarrollo, no se paran a pensar, 
siendo cosa tan obvia, si a la hora de acometer esa trascen- 
dental reforma, no hubiera sido útil hacerla coincidir con 
otra que aliviara el proceso oficial de la innecesaria carga 
de trámites que gravitando innecesariamente sobre él hacen 
difícil, lento y costoso lo que sin acudir a la justicia del Es+ 
tado puede ser fácil, desenvuel ~ c o  menos que gra- 
tuito. Porque es el caso que esa ley de arbitraje de traza 
moderna, cuida(- ite pensada y elaborada, coincidió 
en su gestación i con otra ley reformadora (que no 
pasó de bienintencionado proyecto) en que la opinión se 

centró prudentemente en aquellos puntos neurálgicos que, 
por generalmente conocidos, se hicieron objeto de retoques 
aislados con el designio de salit 3 de un sistema que 
se había revelado ineficaz porc recía las diversiones 
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estratégicas de los litigantes de mala fe y echaba sobre los 
dispensadores de justicia culpas que sólo con un espíritu 
franciscano pueden soportarse con resignación. Y salvando 
las naturales distancias, viene a la memoria del espectador 
de Luena fe aquella famosa Instrucción del Marqués de Ge- 
rona que quiso arreglar, nada menos que en 1853, es decir, 
hace más de un siglo, lo que en 1953 todavía no ha tenido 
arreglo.. . 

'No sin razón hemos de lamentar que al cabo de tantos 
años estemos utilizando una ley vetusta (la de 1855) que 
en gran parte dejó en pie la de 1881 y que  continúe sus* 

pendido! por el Real Decreto de 18 de agosto de 1854. 
aquel certero intento de corrección que echamos de menos 
cuando en nuestros días nos vemos en el caso de remozar 
el arbitraje para corregir -aunque no se tenga el valor de 
reconocerlo paladinamente- los fallos de la justicia oficial, 
que sólo con manifiesta injusticia pueden serle imputables. 

Por lo demás, no es este el lugar más adecuado para ex- 
poner con detalles el contenido de esa ley que, en nuestro 
modesto sentir, ha sustituído con gran ventaja los precep. 
tos hasta ahora vigentes. *Anotemos, sumariamente, el pro- 
pósito bien logrado de acentuar la condición privada de este 
arbitraje, separándolo netamente de los arbitrajes de dere- 
cho público y aun de aquellos supuestos en que la inter. 
vención de! tercero no se haga para resolver un conflicto 
pendiente o se esté en presencia del que se denomina co. 
múnmente arbitraje informal porque no se ajusta a las 
prescripciones de la ley; la condición preferentemente con- 
tractual del instituto que por excepción cabe establecer por 
disposiciones de última voluntad, aunque en este último 
supuesto haya de limitarse exclusivamente a solucionar por 
vía extrajudicial las diferencias que puedan surgir entre he- 



rederos no forzosos con motivo de la distribución de la he- 
rencia ; iparición de  las diferencias que en España 
perdur; tre el juicio de árbitros, stricto sensu, y el 
de amigables componedores, uiquiera perdure la posibilidad 
de que la contienda se zanje con arreglo a derecho o proce- 
diendo los árbitros según su leal saber y entender, y, por 
fin, la regulación del que la nueva ley llama contrato pre- 
liminar de arbitraje, denominación ésta que no sólo ha sus. 
tituido con ventaja las llamadas cláwuh compromisorias, 
sino que ha dado a éstas una eficacia que vanamente inten- 
tó otorgarles la jurisprudencia del Alto Tribunal. 

b) La fecha del 25 de agosto de 1953 señala la con- 
clusión de un acuerdo trascendental, el Concordato entre 
España y la Santa Sede, con e llrnina una labor per* 
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darlo el Jefe del Estado en el mensaje por él dirigido con 
tan solemne motivo a las Cortes españolas, que la religión 
católica es ((la gran fuerza moral que ha formado el alma 
colectiva de nuestra nación, la que ha modelado nuestro 
modo de ser como pueblo y la que ha formado nuestra pe- 
culiar fisonomía espiritual)). 

Es difícil intentar aquí una clasificación de las normas 
que el Concordato contiene, aunque parece obvio señalar 
que la obra legislativa está inspirada en una serie de prin- 
cipios rectores, cuales son la confesionalidad del Estado es- 
pañol y la afirmación de la unidad católica, con tolerancia 
privada de cultos; el reconocimiento de la Iglesia como so. 

ciedad perfecta dentro y fuera de las fronteras nacionales ; 
su libertad y su independencia. Pero el desarrollo de esas 
normas fundamentales de las que derivan todas las demás 
han de obligar a un estudio por todo extremo minucioso y 
delicado, porque el menos observador advierte que hay pre- 
ceptos que son de inmediata aplicación y otros que exigen 
ulterior desarrollo, y que en esa pieza legislativa se reco- 
gió, mejorándola, la esencia de otros acuerdos anteriores, 
pero también se miró al futuro, incluso en el aspecto inte. 
resantísimo de la interpretación y 'aplicación del propio Con- 
cordato. 

Por lo que dice relación a los Tribunales, merece sin- 
gular mención su art. XVI, referente al denominado Fue- 
ro de Prelados, y al régimen civil y penal de las causas en 
que fueren demandados o acusados clérigos y religiosos y 

al cl-ásico beneficium corrspetentiae y a la comparecencia de 
testigos y al uso del hábito eclesiástico o religioso; pres- 
cripciones todas que, salvo casos excepcionales. habrán de 
tener reflejo en las ordenaciones sustantiv trocesales 

vigentes, llevando a ellas, más que la letra, do e ins- 
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piración de la ley concordada. Pero acaso lo que habrá de 
obligar a mayor y más detenido estudio serán los preceptos 
del protocolo final, er. que se trata del reconocimiento por 
el Estado de los efectos civiles del matrimonio canónico; 
de las normas atinentes al matrimonio de los hijos meno- 
res y mayores para ponerlos de acuerdo con los cánones 1.034 
y 1.035 del Codex; del reconocimiento de los matrimonios 
mixtos y de la reglamentación jurídica del matrimonio para 
10s no bautizados. Quien como nosotros haya podido apren. 
der en la vida forense todas las dificultades, ingentes mu- 
chas veces, que suscitó la derogación de la ley de Divorcio, 
para restablecer hasta donde ha sido posible el statu ante, 

el mal uso que por algunos desaprensivos se hizo de la le- 
gislación transitoria, que, pese a su buena inspiración, no 
contempló más que las situaciones que llamaríamos extre. 
mas, pero no otras igualmente graves y que ofrecen singu- 
lares dificultades para su solución, y la sagacidad con que 
los enemigos de la armonía entre las dos potestades se apro. 
vechan de los inevitables puntos de frotamiento para difi- 
cultar una obra ya establecida en sus bases fundamentales, 
pero necesitada de un desarrollo que impone la mutua com. 
prensión, alcanzará sin esfuerzo la magnitud de esa tarea 
adaptadora cuya importancia sube de punto cuando se con- 
sidera que de su perfección depende la virtualidad de nor. 
mas que, concedidas con generoso espíritu, han de dar, y 
darán azonado , pese a los que a toda 
costa vulgarm dice) corrompernos las 
oracw 

L: nidad de la fecha del Concordato no 
ofrece roaavia ~erspectivas a los t e r ~ e r u ~  ínteresados para 
apreci ho menos para calibrar sus excelencias; pero 
frente ies ponderan con malignidad lo mzccho que el 
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Estado concede a la Iglesia, o por contraste se rasgan fari- 
saicarnente las vestiduras velando pudorosamente por la 
independencia de la Iglesia, que aseguran se ha puesto en 
entredicho, bien podemos argüirles desde ahora que ese 
convenio ha sido técnicamente considerado como una obra 
completa y perfecta que señala un hito en la historia de 
los convenios de esta clase y que, como se ha dicho con 
razón por pluma más autorizada que la nuestra, ni es un 
arreglo nacido de una contingencia que con él ha tratado 
de superarse, ni una treguu o un alto en el camino.. . para 
volver a empezar. Constituye un programa de trabajo que 
trata de coordinar supremos intereses de España e intere- 
ses universales de la Iglesia; y porque tal es el propósito 
y tal la voluntad de los firmantes del acuerdo, es seguro que 
han de superarse con espíritu comprensivo todas esas difi- 
cultades que son menudas cuando se piensa en la alteza de 
los fines y en nobleza de los la since ridad y 
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do, Palencia, Salamanca, Santa Cruz de Tenerife, Segovia, 
Sevilia, Soria, Tarragona, Toledo, Vitoria, Zamora y Za- 
ragoza), a cuya relación, meramente enunciativa, pudieran 
sumarse algunos otros Tribunales que, sin haber entrado 
plenamente en fase de normalidad, acusan progreso. 

Pero como esta Memoria-resumen pretende ser un fiel 
reflejo de una realidad que debe conocerse tal como es, y 
no ocultando lo que puede ensombrecer el risueño panoa 
rama, diremos que en Alicante, por ejemplo, perduran en 
este período los males derivados de una insuficiente dota- 
ción de personal que echó sobre una sección única el esfuer- 
zo que 
En Bat 

, al menos temporalmente, debía ser obra de dos. 
xelona, y pese a la competencia y buena voluntad 

del Presidente señor Castelló, el Fiscal nos dice que lo poco 
que a pesar de un esfuerzo ingente pudo lograrse, y eso a 
fuerza de órdenes, de advertencias y de correcciones y 
aliquando de una atención agotadora, no fué lo que exigía 
el estado de aquel importantísimo Tribunal, a veces -afir- 
ma- 
ocasionm 

3 .. , 

deficien 
la falta 

3 .  

por la icia del personal auxiliar, pero, en 
es, por 1 de interés en el servicio, la poca asi- 

duidad en el trabajo, el deseo de comodidac' 'a des- 

preocupación de ciertos elementos directores. 
Estos dos botones de muestra señalan el camino de una 

posible corrección; porque si en algún caso (en los me- 
nos) la dotación del personal que pudiéramos llamar di- 
rector es insuficiente, en los más el retraso se produce por 
falta o ineptitud del personal auxiliar, y no son tampoco 
infrecuentes los casos en que la adscripción a un cargo pú- 

blico y la consiguiente reserva de puesto y de plaza deter- 
minan una ausencia casi ad perpetuam en que puede en* 
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no no es privativo de la Magistratura: algo y aun algos 
~ o d r í a  decir la carrera fiscal que, con plantillas mucho me- 
nos generosas, conlleva su soledad, aunque sea justo reco- 
nocer que con un encendido espíritu de sacrificio y colabo- 
ración que comprende mejor que nadie el que por regirla 
desde la altura sabe mucho de su abnegación y de su autén- 
tica voluntad de servicio. Por eso precisamente los que 
carecen de ella comprometen el prestigio del Cuerpo y ha- 
cen baldío el esfuerzo de los que ocupan cargo: . 
vos ... cuando sinceramente pretenden que las < 
tren en caja; y contra quienes así proceden nadie poará 
censurar que se empleen procedimientos drásticos; los in- 
dispensables para que las aguas mansamente desbordadas 
(aunque la expresión parezca paradoja) vuelvan a su cau- 
ce. Claro es que para restablecer el principio de autoridad 
en los Tribunales es absolutamente preciso que quien los 
gobierna y dirige sea en todo ejemplar, y en todo el pri- 
mero entre sus pares. Por eso cuando esta vez, como tan-. 
tas otras, muchos de nuestros fiscales se duelen de los efec- 
tos desastrosos que para la ordenada marcha del Tribunal 
determina la complacencia con qul rgan las suspen. 
siones, el aquietamiento znte la e retención de las 
causas por los Letrados, la indiferencia ante el empleo de 
recursos dilatorios por las acusaciones privadas, nosotros 
pensamos, con el ejemplo aleccionador de otros Tribuna- 
les que no consienten eso ?íos, que muchas veces, 
cuando lamentamos la de. de las leyes ordenado- 
ras del proceso, no tratamos de poner en claro si en r eah  
dad esas deficiencias existen, o si, por el contrario, por in- 
explicable desidia o por culpable complacencia no cuida- 
mos de aplicarlas para no desatar las iras de los compañe, 
ros de profesión o de otros colaboradores nuestros, sin cuyo 
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concurso auténtico poco podemos hacer en el aspecto po- 
sitivo de la agilidad del servicio, más que en el negativo 
de estimularlos con malos ejemplos y peores razones (?). Co- 
nocemos algún caso en que, alarmado cierto fiscal por la 
lentitud con que se dictaban las sentencias en trámite de 
conformidad, pudo averiguar que el Presidente del Tribunal 
las reservaba para las ocasiones en que las estadísticas de 
las pronunciadas después de celebrarse el juicio oral podía 
resultar poco espectacular a los ojos de la Inspección de 
Tribunales; pequeño fraude por obra del cual se produ- 
cían varios males de mayor trascendencia, pues ello deter- 
minaba desprestigio del autor de la pueril maniobra, retra- 
so innecesario en el pronunciamiento de las resoluciones y, 
lo que es peor, inexactitud de las estadísticas que se utili- 
zan para calibrar el rendimiento de cada Tribunal y deter- 
minar sus causas. Difícilmente quien así procede puede im. 
poner piñón que se le confía el principio de auto- 
ridad. 

No deja de ser consolador el balance de la administra- 
ción de justicia por lo que se refiere al funcionamiento de 
los Juzgados de primera instancia e instrucción, a lo que 
contribuyen varias causas que, por su generalidad, deben 
establecerse como nota común que explica el progreso ob- 
servado, a saber, la provisión regular de los Juzgados vacan. 
tes y la formación cada día más perfecta y cuidadosa de los 
titulares. Todavía quedan algunas reminiscencias de un es. 
tado de cosas que es preciso superar, entre las que destaca 
el manso incumplimiento o subrepticia infracción del im- 
prtantísimo deber de residencia. Por eso, más que una can- 
sada exposición de lo que en relación con esos organismos 
nos dicen las ias fiscales, hay irgar el acento 1 que E; 

:S que 7 sobre los casos en que las realidade givimos confir- 



man nuestros asertos. Así, por ejemplo, en la provincia de 
Almería, con todos los Juzgados provistos y desempeñados 
por titulares de solvencia, el fiscal nos dice que todos resi- 
den en su puesto y de todos pueden hacerse elogios por 
lo cuidado y certero de su actuación. En Albacete, en cam- 
bio, el Juzgado de Chinchilla, no servido por juez propie* 
tario, ha tenido una actuación pésima, y en Las Palmas todo 
funcionó debidamente, con la excepción del Juzgado núa 
mero 2, que actuó casi todo el año sin Juez propietario, lo 
que puede repetirse refiriéndose al Juzgado núm. I de Pal- 
ma de Mallorca y al Juzgado núm. 2 de San Sebastián y a 
los de Alcañices y Puebla de Sanabria (Zamora). 

,A veces, las consecuencias de esas situaciones se reme- 
dian cuando un nuevo titular pone al dia lo que quedó mal- 
trecho por falta de provisión o trasiego de titulares. Y no 
faltan en las Memorias elogiosas menciones de los que tal - 

esfuerzo hicieron, por ejemplo, el Juez que fué de Carta- 
gena, don Tomás González Román, y el de Pontevedra, don 
Pedro Fernández Canseco, o el de La Laguna, don Agustín - 

Azparren Gaztambide, que, a pesar de tener a su cargo 
otros dos más por prórroga de jurisdicción, todos los de ma- 
yor trabajo de la provincia, logró que los tres funcionasen 
perfectamente; no es, pues, hiperbólico el calificativo de . 

~ r a v i l l o s a  con que el Fiscal señala la actuación y modos 
de actuar de este Juez ejemplar que aquí debe destacarse 
por espíritu de justicia y ejemplo digno de señalarse a los 
demás. 

Ante esos consoladores ejemplos -y son muchos más 
los que podrían citarse- no es extraño el progreso ascen- 
dente de esta justicia local, ni caprichosa la afirmación de 
que, en general (y la palabra se emplea aquí en su exacto 
sentido), los Juzgados españoles funcionan bien y que son 



casos teratológicos el del núm 10 de Barcelona, en el que 
se descubrió una masa informe de diligencias y actuaciones 
sustraídas a la vigilancia judicial, o el de Vélez-Málaga, 
del que nos dice el Fiscal provincial que se caracterizaba 
por estas tres notas peyorativas: la confusión, el retraso y 
el abandono. 

En cambio, para goce íntimo de los que creemos en los 
hombres de la justicia española, vienen a las mientes dos 
tipos ejemplares que dejaron tras sí una estela de admira- 
ción y emocionado respeto. Nos referimos aquí a don José 
Beguiristain Eguiluz, antiguo Juez de Calatayud que hoy 
rige un Juzgado de Zaragoza, y a don Luis Valle Abad, 
que sine strepiiw pone al servicio del Juzgado de Zamora 
una encendida voluntad de trabajo que le permite airear, 
aunqi i lo pretenda ni lo quiera -porque es auténti- 
carne i l~~ 11i"Jesto- una cultura nada común y un sentido 
humano de las cosas del oficio que es uno de sus mejores 
instrumentos de trabajo. 
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so en caaa nora se olvide de si para pensar en los demás. 
Anotemos como ejemplo digno de señalarse con piedra blane 
ca, el caso del Juez que fué de Piedrahita, don Benedicto Per. 
petuo Sánchez Fuentes, ejemplo máximo de compenetración 
con sus administrados, que a la hora de la marcha, que es 
la de las grandes verdades, hizo vibrar de emoción a la no- 
ble villa abulense que, como nos dice el Fiscal de Avila, 
«en concejo abierto, promovió, sustanció y en apelación 
puso término al ((juicio de residencia)) que su Corregidor 
merecía)). La «calle del buen Juez de Piedrahita)) da testi- 
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monio perenne de esa feliz conjunción entre un Juez egre- 
gio y unos justiciables agradecidos. 

Por 10 que toca al funcionamiento de la Justicia muni- 
cipal y comarcal, las Memorias fiscales no insisten dema- 

siado sobre lo que en otras reiteradas ocasiones tienen dicho, 
pero elogian la sana tendencia a reducir el número de las 

sedes que la experiencia ha mostrado ser innecesarias. Bur- 
gos, por ejemplo, cree acertada, por falta de quehacer, la 

supresión de los Jiizgados de Sedano y Quin : la Sie- 

rra, y el Fiscal de Ciudad Real señala los de isilla de 
Calatrava, Campo de Criptana, Herencia, Horcajo de los 
Montes, La Solana y Mestanza, y Logroño los de Arnedo 

y Torrecilla, Todo hace suponer que a medida que el tiem- 

po pasa, la institución arraiga y va cobrando prestigio, 
como aumenta el descrédito de los clásicos Juzgados de 
Paz. Por eso resulta extraño que todavía al! 

fiendan el restablecimiento de éstos, llegan, 

(el de León) a pugnar por el aumento de su competencia 

en materia civil y atribuyéndoles en lo criminal el conoci- 

miento de las faltas por hurtos, lesiones y estafas, sin ad. 

vertir dualidad de atribuciones entre los titulares de 
los JufiKaLkUa municipales y comarcales y los de Paz no fué, 

ni mi L, sino < e la imposibili- 
dad d ica a lo, S de menor po. 
blació por un ecléctico que, a lado de nues- 

tros t ales Juz situaba los comarcales y ponía 
al freiiLti éstos tiLulaLr;3 que integraban una carrera y 
cuya capacidad estaba asegurada por la práctica de pruebas 
de aptitud que antaño sólo podía presuponerse. Sólo en con- 

sideración a esas garantías se hizo acertadamente la distribu. 

ción de competencias, sin que la experiencia adquirida des- 
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de que la reforma se hizo aconseje la rectificación de un cri- 
terio que antes, como ahora, era fundado. 

No conviene olvidar, sin embargo, que por cuanto ata- 
ñe a las Fiscalías el panorama es menos halagüeño porque 
la agrupación de Juzgados para reducir el número de los 
Fiscales actuantes y la compatibilidad con otros cometidos, 
impuestas por razones económicas, desnaturaliza la fun- 
ción que para los más no tiene sino el valor de una ayuda 

pecuniaria. De ello resulta que, exceptuando los Fiscales que 
tienen arraigo, es decir, casi exclusivamente, los que viven 
sobre los lugares por conveniencias que nada tienen que ver 
con la función que ejercen, o por la densidad de los núcleos 
de población en que actúan, los demás viven alejados de las 
sedes judiciales y acuden a ellas sólo determinados días, 
con lo que la celebración de los juicios, lejos de someterse 
a un ritmo regular, se ordena por acumulaciórt, sin que con 
ello ganen nada ni el servicio ni la sat 1 interior. . . y 
exterior de los justiciables. 

Todavía nos preocupa en la reorganizacion de este sec- 
tor de la justicia lo relativo al Registro civil, que en un nú- 
mero considerable de pueblos está en manos que, sin agra- 
vio para nadie, pudiéramos calificar de pecadoras. Para quien 
conozca a fondo la legislación que los Registradores deben 
aplicar y los gravísimos y muchas veces irreparables males 
que se derivan de su desconocimiento o de su conocimiento 
superficial, resulta más que ~eligroso que un p b r e  Juez ru- 
ral o un Secretario tan resabido como ignorante, ~uedan 
manejar un instrumento tan delicado, con peligro cierto 
más que posible de incurrir en extravíos de incalculables 
consecuencias, así por la materia sobre que se actúa (el esta- 
do civil) como por el campo de acción que el Registro tiene. 

Por todas estas razones, cuando se piensa seriamente en 



el progresivo mejoramiento de la justicia menor, en la que, 
dígase lo que se quiera, constituye un paso gigr el 
establecimiento de la comarcal, el ánimo se incl a 
mantener la llamada de paz, que a lo sumo pueae ser util 
para intervenir en las menudas contiendas locale e- 
solverlas por fuero de equidad, sino a mejorar las ,,,,,,,,,a- 
ciones comarcales de tal modo que puedan absorber funcio. 
nes que sólo por razones contingentes están todavía en 
manos de personas irresponsables. 

También aquí el problema de la den ta narcació: 
4 .  questio) puede contribuir a racionalizar el trabajo y acaso, 

y sin acaso, a mejorarlo y sin duda alguna a facilitz n- 
plimiento del deber de residencia. La proliferación es 
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herir con finísima ironía (castigat ridendo mores) la presen- 
cia de seis mil Jueces en Atenas y todas sus confusiones y 

avíos. 
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cuenta puntual en sus Nlemorias todos los Fiscales españo- 
les acusa rapidez en el trabajo, acierto en las soluciones y 
equitativa distribución de la carga. Pero, en cuanto a este 
último punto, no ocultaremos nuestro desagado ante el 
hecho de que algunos Jefes, seguros de las buenas calidades 
de sus subordinados y colaboradores, echen sobre espaldas 
ajenas servicios que por disposición estatutaria (art. IOI del 
Reglamento del Cuerpo) les están personalmente atribuídos. 
Y aunque al revisar las estadísticas mensuales de trabajo 
confeccionadas por la Inspección fiscal cuidamos de advere 
tir a los que así proceden las consecuencias de ese modo 
de obrar, no está de más que aquí se recuerde difusa* 
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mente (aunque sea sin consignar nombres) para confusión 
de los infractores y satisfacción íntima de los que estén 
libres de pecado. Ta l  vez los que aliquando olvidan ese 
sano precepto, piensen con Don Quijote, que una de las ven- 
tajas de los Príncipes es tener Secretarios que sepan más 
que ellos; peto no deben desconocer que ni la frase famo- 
sa tuvo el alcance que ligeramente pueda atribuírsele, ni 
aunque así fuera cabe esquivar el penoso quehacer cuando 
de él pueden derivarse responsabilidades que el Jefe debe 
soportar, aunque, como diría el clásico, ctno deje de to- 
mar un filo en el parecer ajeno)). Quien obra de otro modo 
pierde autoridad, desmerece en la estimación de los suyos 
y no puede quejarse de que subrepticiamente se le suplan. 
te cuando llega la ocasión de alegar méritos y pedir recom- 
pensas. 

R\ El rnovirnieng de la crimimlidud.-Quien exami* 
I 1s datos que al abordar este tema consignan 
1 scales echará seguramente de  menos un jui. 
cio de c que tomando aquellos datos como base in- 
tente di Jgunas consecuencias. Por lo general, esas 
conclusiones suelen faltar, tal vez porque el espacio de un 
año no basta para concluir satisfactoriamente si aumentó o 

no la criminalidad en un determinado sector o territorio, 
ición afectan a este o al otro tipo de 
supuesto, cuáles son las causas pre- 

sumible! lentes del avance o retroceso de la crimina- 

lidad. P de todo, los datos, más o menos completos, 
que a esta ~iscalía llegaron, acusan estas esenciales direc- 

j o evid 
L pesar 
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dismini 
ialquier 

trices : 

1 .a El bienestar progresivo, que es indeclinable conse- 
cuencia de un positivo mejoramiento de la situación econó- 
mica del país y de una política social y agraria que sirve los 

3 



legítimos intereses de las clases más necesitadas de protec- 
ción y se ha traducido en una considerable disminución de 
los delitos de hurto, que señalan invariablemente y con ge- 
neralidad las estadísticas. 

2.' Por contraste, acrece el número de los delitos de 
estafa acompañada o no de los delitos de falsedad; crimi- 

nalidad propia de ciertas gentes de mayor cultura y que en  
casos muy sonados corre a cargo de delincuentes de cierta 
categorh social (funcionarios o no) que, reputándose más 
diestros o mejor amparados, no vacilan en lanzarse por la 

vía del crimen. La cuantía, considerable con frecuencia, de  
las apropiaciones, demuestra que sus autores no trataron en 
ningún caso de satisfacer una necesidad apremiante (la de 
vivir), sino la de procurarse a toda costa una vida fácil, cuan. 
do no deslumbradora, y lograr así la adhesión y puede que 
el apoyo de los papanatas y de los desaprensivos. No se 
trata, con mucha probabilidad, de un fenómeno nacional, 
pues ri.unque relajado un tanto, los españoles no han perdi- 
do el sentido de la moral ni el subido valor de la pro- 
pia estimación. Pero, no ya los caos que con mayores o 

menores detalles se consig las Memorias, sino los que 
llegan con más frecuenci: normal a nuestra mesa de 
trabajo, nos permiten afirniar que la criminalidad no ha 
desaparecido, sino que, en realidad, se ha transformado. Si 
no temiéramos deslizarnos por la sima de lo paradoxal, di- 
ríamos que en los tiempos de hoy el ladt iuele echar- 
se al camino con riesgo de la vida; es m ente quz se 

vista de frac y actúe en medios sociales que hasta que so- 
breviene la catástrofe, se sienten bien avenidos con esos per- 
sonajes de sagaz espíritu y doctores graduados en el arte de 
engañar a los den ivengan este tipo de delin- 
cuencia no alcanz ía denti uestras fronteras e1 

~ás .  Cor 
.ó todav 
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relieve que ya tiene fuera de ellas, y reconozcamos, en eio- 
gio objetivo de nuestra prensa, que no rinde excesivo tri- 
buto a esa criminalidad sensacional, sobre todo por la cali- 
dad y posición social de sus autores. Pero la frecuencia de 
ciertos afjaires, que se comentan en voz baja y que airea 
con pintorescas y a veces inexactas adiciones ese órgano di- 
fuso de comunicación que humorísticamente se ha bauti- 
zado con un nombre expresivo (((radioalle))), obliga a me. 
ditar y mueve sobre todo a castigar sin contemplaciones esa 
faceta de la criminalidad, aunque por la sutil trama de los 
intereses creados por el delincuente no falten valedores su- 
brepticios que ponderen lo peligroso del escándalo, los estra- 
gos de la persecución y puede que la cowección de maneras 

de los hábiles estafadores, o lo delicado de su salud o su defi- 
ciente estado mental.. ., y todo por ver de evitar que pisen 
el lugar a donde les levó fatalmente su delito, o se manten- 
gan en él mezclados con los demás compañeros de profesión. 

3." También debe subrayarse que si el número y aun 
la calidad de los delitos de sangre no es relativamente nu- 
meroso ni alarmante, sí lo es por su calidad, sobre todo en 
medio: j que hasta aquí no ofrecían a la estadisrica 
judicial ni un solo número. La codicia más repugnante sue- 
le ser tces delitos, que alguna vez se inspiran 
en coi nes (el adulterio, el intento de viola. 
ción): pero en toaos los supuestos revelan a qué abismos 
puede descender el animalis horno y ponen a prueba la se- 
renidad de los juzgadores. La opinión sana suele sufrir una 

la ante esos casos y ~ronuncia por anticipado 
implacable que a veces no coincide con el no 

menos severo pero más templado de la justicia oficial. Pero 
precisamente porque ésta ni puede ni debe ~erder  su obje- 
tividad y tiene el deber más que el derecho de afrontar la 
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opinión extraviada por las pasiones, ciertamer onde- 
nables, pero pasiones al fin, es preciso que qi pensa 
justicia no olvide que la apreciación de los eiemenros de 
£acto, y su valoración en conciencia, no tiene nada que ver 
con el intento censurable de declarar probados o no proba. 
dos ciertos heci- terminados matices y circunstancias, 
ron el solo fin [ir penas irreparables que, según su 
personal criterio o el ajeno, no deberí; incliiídas en 
los textos legales. También por este la ce, no la ob- 
jetividad, sino lo que es peor, la justicia del que la dispen- 
sa, que si no puede, por obvias razones, sacrificar la inde. 
pendencia de su juicio al juicio pasional del pueblo, no debe 
defraudz :$timas ltivas de la sociedad que se 
siente d da e in cuando los administradores 
de justicia, por estímulos inexplicables de benignidad o en 
aras de criterios personales, rehuyen las afirmaciones que 
para el logro de un fin que no es lícito ~ueden  resultar ped 

ligrosa~, y tienen la habilidad necesaria biedra 
y lodo la puerta de la casación. 

4 3 a m b i é n  debe se aquí como cc n de* 
rivada de los datos esta y también de 1 encia 
personal, el aumento d t  LvJ L,clitos contra la llVIIC.JLAuad, a 
los que se suman otros de escándalo ~úblico que por la in- 
fluencia de la reforma de la ley de Vagos y Maleantes po. 
1 :sper+ 
1 socies 
dad, que los contempla con indlI.erencia y a veces los valo* 
ra pensa ás en la desaprensión e inmoralidad de la 
víctima, que en la calidad del corruptor. Y saben mucho de 
esta desconsolad dad los organismos que protegen a 
los menores y 1 rgados de velar por el honor de la 
mujer desvalida y prosrituída o en trance próximo de serlo. 
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Pero la verdad es que todo cuanto se haga por reprimir 
esa delincuencia, y sobre todo por prevenirla, será timbre 
de gloria para los Tribunales cuya actuación diligente y 
enérgica ha permitido en algún caso concluir con ella. No 
faltan ciertamente medios de lograrlo ni podría decirse con 
razón que todo está perdido, porque frente a una juventud 
que carece de frenos morales y aun religiosos y que por eso 
es fácilmente sugestionable por los explotadores de toda 
clase de vicios, hay en España otra juventud sana, patriota 
y fundamentalmente cristiana que tiene alientos para re- 
novar el ambiente harto enrarecido, y capacidad para reali- 
zar ese empeño por una actuación persistente y bien ins- 
pirada. El remedio para esa criminalidad no está sólo en 
función de la acción represiva; depende en gran parte de  
la clarificación del ambiente, que ha de ser obra de una 
sociedad que no desmaye en la empresa de purificar en to- 
dos sus aspectos las costumbres, relajadas por obra y gracia 
de la Revolución y la Guerra, que minaron en sus cimien- 
tos la familia y la sociedad, obedientes a normas de sentido 
cristiano, que han de ser las inspiradoras de una empresa 
tan trascendental como exige el signo de esa criminalidad 
en la que cada día, y acaso en cada hora, se señala un sen- 
sible y peligroso aumento. 

5 . O  
Dediquemos algún espacio, por reducido que pa- 

rezca, a subrayar el de los hechos culposos y, de modo muy 
señalado, el de los que se engendran por imprudencia en 
el manejo de los vehículos de motor. La unanimidad con 
que se pronuncian las Memorias &cales en ese punto y nues- 
tra misma experiencia en el trámite de casación nos seña- 

lan el elevado porcentaje que alcanza ese tipo de culpabili- 
dad, pese a la severidad de las sanciones que suelen impo- 
nerse, aunque no falten casos de benignidad que frustran 



las más bien intencionadas iniciativas. Es tema éste sobre 
el cual prometemos volver en alguna ocasión aprovechando 
los datos que cuidadosamente estamos acumulando; a d e  
lantemos, sin embargo, que ni el cuidado con que los Fis- 
cales examinan las causas en que intervienen, ni los aciere 
tos en los fallos, ni el celo que se pone en ejecutarlos, ni la 
misma ordenación vigente sobre la llamada ley del *Auto* 
móvil han producido hasta ahora efectos apreciables. Pro. 
bablemente falta para que el mal se remedie, aunque no se 
elimine del todo por lo desaforado de la circulación, una efi- 
caz ordenación administrativa que prevenga el peligro y, 
paralelamente, un procedimiento ágil que se parezca lo menos 
posible al proceso ordinario, cargado de trámites y saturado 
de garantías para el infractor, aunque no sean muchas las 
que se ofrecen a la víctima. N o  importa tanto que las san- 
ciones personales sean muy elevadas (paradójicamente, las 
penas desmedidas o desproporcionadas incitan a c. 

ción por equidad), como que se cumplan en sus 5 ; 

iii a veces preocupa con exceso una responsabilidad pecu- 
niaria que el seguro permite conllevar. Las dificultades para 
el acceso al manejo del volante (instrumento peligroso en 
ciertas manos) y la privación inexorable de su uso en los 

supuestos de infracción pueden ser mucho más eficaces para 
frenar los excesos de los inexpertos o los atrevimientos de 
los virtuosos de la conducción, que unas penas que descon- 

ciertan por su gravedad o unas responsabilidades ~ecunia- 
rias que, merced a los beneficios del seguro, no pasan de 
ser otra cosa que una partida fallida en el balance de las 
Compañías aseguradoras. 

C) Reflexiones sobre algunos casos curiosos el 
campo por demás extensc no demasiado alecciona. 
dor, que nos ofrecen las ias fiscales cuando tratan 
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d e  este tema, hay algunos casos dignos de ser subrayados, 
sobre todo cuando el autor del trabajo tiene alientos y pre- 
paración para sacar de ellos el fruto que los autores del Es- 
tatuto se prometieron; porque no importa tanto el relato 
del hecho, por curioso o por grave que parezca, como apree 
ciar las reacciones del llamado a velar por la defensa de la 
Ley ante los Tribunales y los matices de su espíritu inves- 
tigador. Así ocurre. por ejemplo, cuando el Fiscal de Avi- 
la, puesto en presencia de un sumario por parricidio en que 
el  autor del hecho, bien aleccionado técnicamente, dijo ha* 
ber obrado «en un ataque de locura y en estado violento)), 

y después que «padecía de ataques epilépticos que le priva- 
ban de razón a punto de ser inconscientes los actos que rea- 
lizaba)), se cuida de desmenuzar (si es lícita la expresión) el 
iter criminis, y por los actos que precedieron y siguieron a 
la comisión del delito, llega a la conclusión de que el procea 
sado en el momento de realizar la acción punible era un 
hombre completamente sano desde el punto de vista psico. 
patológico, al menos en virtud de la presunción del artícu. 
lo 1." del Código penal, no creada por el legislador, sino 
recogida por él de la naturaleza, donde la anomalía psíqui- 
ca es un evento excepcional necesitado por eso de prueba. 

Y con ese motivo, nuestro Fiscal discurre ampliamen- 
te, haciendo gala de una cultura bien cimentada, sobre el 
problema interesantísimo que se plantea cuando, en trance 
d e  decidir sobre la imputabilidad de un acto, entran en apa- 
rente colisión la pericia médica y la periaa del jurista. Hay 
quien niega d i c e  este Fiscal- la licitud de estos comba- 
tes y estima que el jurista debe rendirse ante el perito. Mas 

para rechazar esta tesis bastaría recordar dos famosos bro. 

cardos cuyaexactitud, antes como ayer, es de toda eviden. 
cia, a saber: dictzlm expertorum nunquum transit in rem 



judicatam, y este otro: peritus non est judicis loco; O 10 
que es lo mismo, que como la ciencia no está distribuída 
en compartimentos estancos, no es herético, ni mucho me- 
nos, que el Juez (un forheo respecto al psiquiatra) pueda 
fiscalizar las actividades de éste formulando un juicio de  
derecho que ni sea sumisión servil a los dictados de la pe- 
ricia, ni tampoco menosprecio ni crítica cerril de una con. 
clusión que se formuló sobre una base científica. El juicio 
sobr e 
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de psicología jurídica 10 

una interrogante que solo puede obtener contestacion a la 
luz de la psiquiatría; y aun cuando en la práctica sea muy 
difícil determinar dónde acaba la neurología y dónde em- 
pieza la psiquiatría rminos capacidad, en lo civil, e 
imputabilidad, en 1 , jamás saldrán de labios de un 
Médico pru por ser complejas síntesis que superan 
las posibilid 1 análisis frenopático. No es que se nie- 
gue ( 1  cómo L , ~ L G L L \ ,  sin incurrir en injusticia!) que los jui- 
cios de los psiquiatras que tienen ciencia, talento y expe- 
riencia sean desdeñables en lo jurídkomoral. En cambio, 
quien conozca las interioridades de la vida forense sabrá 
mucho de ciertos prejuicios patológicos que, aun cuando se 
parezcan a juicios transidos de objetividad, pueden llevar, 

gro5 . 
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calificación. Entre ellos espigamos éstos : 
1." Cierto agente comercial, conocedor de u - 

ras y próximas expropiaciones que afectaban a teiisliu~ en 
que se habían de construir edificios par una Institución 
docente, se puso de acuerdo con los arquitectos y apareja- 



dores del gabinete técnico creado para llevar a cabo las obras 
proyectadas, con objeto de fijar un precio más elevado que 
el que realmente se pagaba a los propietarios de los terre- 
nos, obteniendo así los confabulados un lucro considerable. 
Se planteó así al Fiscal un problema consistente en deter- 
minar si eran o no compatibles los delitos de fraude al Es- 
tado y estafa: y estimó que resueltas ya por la doctrina 

científica las dudas qUe pudieran ofrecerse en punto a la ti- 
pificación legal de los actos atribuídos a los que tenían la 
calidad de funcionarios, parecía criterio acertado estimar que 
los hechos podían ser constitutivos de dos delitos punibles 
conforme al art. 71 del CSdigo penal, porque eran distin- 
tos los bienes jurídicos protegidos por los arts. 400 y 529. 
número 1." del referido Código. 

2.' En la Fiscalía de Madrid, y con motivo de un 
delito de robo con homicidio, se discutió ampliamente en 
junta de Fiscales si era aplicable el art. 506 del Código pe- 
nal en los robos con violencia e intimidación en las perso- 
nas, Sostenían los que pugniaban por su aplicación que, a 
diferencia del Código de 1932, en que la casa habitada o 
el lugar susceptible de ser habitado constituían un elemen- 
to esencial de la figura del robo con fuerza en las cosas, en 

el Código de 1944 constituye únicamente un supuesto de 
agravación, como puede inferirse de la propia estructura de1 
Cuerpo legal, que no separa en dos secciones los delitos de 
robo con violencia e intimidación en las personas y los de 

robo con fuerza en las cosas (como hacía el Código de 1928). 
sino que todos los supuestos de agravación recogidos en el 

artículo 506, permiten la aplicación a cuantas figuras de deli- 
to se agrupan en el titulo XIII del Código penal. Abona 
esta opinión el hecho de que las circunstancias 3." y 4.' sólo 
pueden aplicarse a los robos con violencia e intimidación a 



las personas, y el mismo preámbulo del Decreto de 23 de 
diciembre de 194.4 que en uno de sus apartado dice que el 
capítulo relativo al robo se trataba con más rigor científico. 

Los partidarios de la tesis contraria sostenían que el 
artículo en cuestión no podía aplicarse más que a los robos 
con fuerza en las cosas, así por razones de orden histórico 
(los precedentes legislativos), como porque el fundamento 
de la agravación que recoge el art. 506 estriba en el pelia 
gro de que el culpable se exceda infiriendo daños a las 
personas, lo que no ocurre en el robo con violencia e inti- 
midación en las personas, El problema ha sido resuelto por 
el Tribunal Supremo en Sentencia de 8 de junio de 1953, 
que puso término a las dudas que a la Fiscalía se ofrecían. 

3.' Como caso curioso, aunque realmente no ofrecie. 
ra dificultades para la aplicación de la ley, cita el Fiscal de 
Cádiz el de un robo con homicidio realizado en Gibraltar 
por varios españoles contra un  hebreo de nacionalidad in- 
glesa. Uno de los autores fué capturado en Gibraltar y allí 
fué enjuiciado y juzgado por el Tribunal inglés; los demás 
se refugiaron en España y, por ello, la parte del proceso que 

con los mismos se relacionaba se celebró en nuestro país, 
previo el cumplimiento de los requisitos a que se refieren 
los arts. 339 y 340 de la ley Orgánica v los IO< v 271 de 
la ley de Enjuiciamiento criminal. 

4: Con motivo de una emisión de cierta Kadio lo- 

cal en que se difundió un comentario irrespetuoso que 
puso en solfa (con más ordinariez que gracia) la actividad 
de los Tribunales, el Fiscal que intervino se duele de los 
errores a que puede conducir el juego de los arts. 13 y 15 
del Código penal, escrito exclusivamente en consideración 
a los delitos de imprenta A c t o  sensu; y ello -según su pa- 
recer- porque habi6nclose procesado exclusivamente a los 



autores del guión, quedó al margen el director de la emi- 
sora, que es quien en definitiva arregla y ordena la emisión. 

No faltan, ciertamente, razones para sostener esa tesis 
como uno de los problemas que suscita el régimen jurídico 
de la radiodifusión; pero no creemos que sustancialmente 
pueda separarse del relativo a los periódicos escritas, porque 
también en éstos, y a pesar de que el director ejerce una 
función de control sobre los artículos que se publican, son 
en definitiva los autores de éstos los que asumen la respon- 
sabilidad, sin perjuicio -es claro- de que en la designa. 
ción de las personas que materialmente la asumen se im. 
pida que mediante una sustitución fraudulenta el verdade* 
ro autor o inspirador quede al margen del castigo. 

5.' El régimen de las sentencias que se pronuncian en 
trámite de conformidad sugiere conSideraciones interesan- 
tes al Fiscal de Avila, porque cree que no sólo no se pueden 
castigar delitos más graves que los que hayan sido objeto 
de la acusación (caso en el cual está autorizado el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma), sino que tampoco 
es lícito que pueda imponerse más pena que la solicitada. 
((El acusado por delito que tenga señalada una pena no 
superior a seis años (correccional en la antigua nomencla- 

tura) tiene un derecho que será más o menos congruente 
con determinadas concepciones políticas del proceso, pero 
que está en la ley de Enjuiciamiento criminal: el de con- 
formarse con la pena que para él se pide. Unicamente se 
condiciona este derecho a que el defensor complete su ca- 
pacidad y a que el Tribunal, vista la calificación mutua. 
mente aceptada, estime que la pena no es improcedente 
según aquélla. Pero el derecho de conformarse con la califi- 
cación única o con la calificación más grave y con la pena 
pedida se completa con otro derecho, el de no conformarse, 



el de postular del Tribunal la absolución o una califica- 
ción más benigna o una pena inferior. ¿Y cómo es posible 
desarrollar irt pejus el ejercicio de ese derecho? Es a'bsurdo 
-dice- pensar que el legislador concibe la sentencia en 
trámite de conformidad como un contrato sinalagmático - 

de tipo transaccional; y es, por el contrario, más lógico y 
más honesto pensar que cuando pone en sus manos el me- 
canismo del juicio, no puede imponerle el riesgo de mayo. 
res sanciones por ser indócil, pues que ello sería deprimir su 
dignidad cívica que exige agotar las oportunidades de de* 

fensa y poner un matiz de coactividad en la pregunta pre- 
sidencial cuando está a punto de sentarse en el banquillo. 

Reconociendo el ingenio de nuestro Fiscal, no partici- 
pamos de  esa tesis ni aun ex jure conde&. Si el Estado 
ofrece una posibilidad al procesado y por razones de econo* 
mía procesal corre el riesgo de que diestramente aprovecha- 
da sirva para eludir una sanción mayor, no hay razón con- 
vincente para sostener que cuando esa posibilidad se des- 
deña se cierra la. de imponer en el futuro sanción mayor, 
cuando el resultado del juicio oral así lo imponga. 

c) La responsabilidad civil de los terceros suele ofre- 
cer aspectos interesantes que algunos Fiscales consideran al 
tiempo de determinar el alcance que ha de darse a las nor- 
mas positivas que regulan aquélla. En la historia del ar- 

tículo 61 5 de la ley de Enjuiciamiento criminal se señalan 
dos períodos separados por la Circular de la Fiscalía de 
8 de octubre de 1925. Hasta esa Circular se estimaba que 
el Fiscal no estaba legitimado para dirigirse contra el res* 
ponsable civil subsidiario porque la referencia ((actor civil)) 

no se interpretaba en sentido obvio (acusador que ejercita la 
acción civil) sino en un sentido más restringido (actor par- 
ticular). Esta interpretación, nos dice el Fiscal de Avila a 



este propósito, desconocía la exigencia lógica de que la mis- 
ma razón hay para poner al alcance de las pretensiones fis- 
cales al responsable civil directo o principal que al indi- 
recto o subsidiario. En cambio se amparaba en que el ((actor 
civil,, es en la escena forense una figura que actúa (even- 
tualmente) al lado del Fiscal. Pero, a partir de la expresada 
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mitaciones administrativas, muchos camiones estaban al ser- 
vicio de personas distintas de los verdaderos propietarios; 
lo que si a veces es una válvula de seguridad o fórmula 
arbitrada para eludir la prohibición de trasmitir el domi- 
nio, afluía a una duplicidad de titulares que planteaba, en 
caso de accider bilidad 
civil subsidiari 

delicado 

-- -LA La verdad es, cuo iiu uuaLulLc, yuc ai sil ai~uiius casos 
esa trasmisión puede encubrir una trasmisión turbia, con 
fines de muy dudosa legitimidad, la responsabilidad civil 
subsidiaria no es una responsabilidad rei coherente que gra- 
va el señorío, sino un nexo c~bli~acional ; y si por sus méritos 
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o dependiente del usuario que incurran en r~s~onsabilidad 
civil arrastran a éste como jefe o empresario, pero no al 

dueño del vehículo, por imposición de los arts. 22 del Có- 
digo penal y 1.903 del civil. 

B) Más digno de estudio es otro caso sometido a la 
decisión del Tribunal Supremo cuando estas líneas se escri- 

ben, con cuyo motivo se planteó el problema de si deter- 

minada Hermandad sindical había o no de responder subsi* 

diariamente de las consecuencias económicas de un homicidio 
cometido por el guarda al servicio de la comunidad contra 

un pastor furtivo. De la personalidad de la Corporación no 

puede dudarse, conforme al art. 5.' de la ley de  Bases de 
la organización sindical de 6 de diciembre de 1940 y el 

1." del Decreto de unidad sindical agraria de 17 de julio 
d am- 
V t  22 

del Lódigo, es indudable que ninguna persona natural ni 

(en este caso se trata de una corporación) puede 

pretender su inmunidad. Pero aun así es discutible la posi- 

bilidad de exigir esa responsabilidad subsidiaria porque, 

aparte de los términos nada claros en que está concebido 
aquel artículo, es muy d6bil el vínculo causal que liga a tal 

corporación con los actos del infractor; por eso, una inter- 

pretación restrictiva se informaría en el principio de equi- 

dad, a cuyo tenor nadie responde sin culpa más que de  
aquellos daños que sean imputables a su riesgo. Sería muy 

difícil construir en estos supuestos de vigilancia difusa en 

provecho de una comunidad, una responsabilidad que tu- 
viese su origen en la compmsatio damm cum lucro, ni ha- 

cer responsable a la Hermandad de todas las consecuen- 



cias de la irascibilidad de un guarda sobre la base de una 
muy discutible culpa in vigilando. 

D) Rejomas qzre sugieren lcls Memorias fiscales.-De 
un año para otro, los Fiscales españoles cumplen este deber 
sin que se adviertan en la mayor parte de los casos puntos 
de vista originales; y, sin embargo, la persistencia en el 
diagnóstico de lo reformable inmediatamente. acusa una ne- 
cesidad que a veces recoge el legislador. U n  resumen que 
condense esos puntos de vista puede ser útil para ilustración 
general y acaso como motor de actividades que están fuera 
de nuestro campo de acción. 

a) Por lo que dice relación a las reformas del Código 
penal, algunos de los nuestros se pronuncian una vez más 
por la necesidad, más que por la conveniencia de empren. 
der, dando al tiempo lo suyo, una reforma a fondo del Có- 
digo penal. Destaca, entre todos, el Fiscal de Badajoz, que 
asevera ser obra urgente ctla de articular un Código penal 
que no constituya una nueva fase del Código de 1848)). 

Mas en punto a reformas concretas, se advierte una ten- 
dencia casi general a llevar al Código la definición del de- 
lito continuado aprovechando los resultados de una elabo- 
ración jurisprudencia1 que ha hecho de esa figura una crea- 

>rre par1 
:1 delito 

ción de derecho pretorio, aspiración que, por su generali- 
dad, c< ejas con la que ante el fracaso de la regula- 
ción dt de abandono de familia, cree que es criterio 

más prudente y acaso más eficaz el de reservar su persecu- 
ción a la acción privada, de modo que, persistiendo el 
propósito por lo que tiene de defensa de la institución fa- 
miliar, no se excluya la posibilidad de que las consecuen- 
cias de la condena queden remitidas por un cambio inequí- 
voco de la grave situación que se engendró en el abandono. 

No falta quien crea (así el Fiscal de Huelva) que debe 



darse nueva redacción al art. 334 del propio Código en el 
sentido de considerar incursos en el delito de evasión no 
sólo a los sentenciados y presos, sino también a los deteni- 
dos por razón de delito que hayan sido puestos a disposi- 
ción de la autoridad judicial; y quien estime (el Fiscal de 
Gerona) que debe limitarse el concepto de casa-haibitación 
cuando juega como figura agravada del robo, a la morada 

propiamente dicha, con exclusión de las dependencias de 
la misma. Capítulo de retoques en el que puede incluirse la 
sugestión de que se declare prescriptible la reincidencia 
(Fiscalía de Bilbao), la de que se aumenten las penas seña. 
ladas al infanticidio (Fiscalía de Granada), la de que se 
equiparen a efectos de punibilidad el adulterio de la mujer 
y el del marido (Fiscalía de León) y la de que se dé nueva 
redacción al art. 24 del Código restableciendo la fórmula 
arbitrada por el de 1928, a cuyo tenor el principio de retroa 
actividad de las leyes penales más beneficiosas para el reo 
no alcance a los delincuentes habituales. 

En ocasiones, las reformas apuntadas por los nuestros 
se preocupan con mayor ambición de buscar, por obra de 
una tipificación adecuada, la persecución de ciertos hechos 
que, pese a su inmoralidad sustancial, viven fuera del Cóa 
- 

digo o que por obra de una regulación poco clara se escapan 
a la sanción condigna. Entre los primeros destaca por su 
novedad (aunque la consecución del empeño no sea nada 

- 

fácil) el parecer del Fiscal de Barcelona que, en presencia 
de hechos que son frecuentes en las grandes capitales, cree 
que en ciertos casos debiera ti~ificarse como delito de esta* 
fa la que él llama <tcolusión profesional», que consiste en 
remitir en cadena a los enfermos a distintos profesionales, 
sin otra finalidad que la de obtener un enriquecimiento que 

- 

es injusto cuando no responde a exigencias de la especiali. 



zación y sí sólo al percibo de comisiones o al pago de com- 
placientes reciprocidades. En el segundo grupo puede in- 
cluirse lo que al respecto del falso testimonio sugiere el Fis- 
cal de Burgos, en el sentido de que el delito de falso testi- 
monio se repute cometido lo mismo cuando se emite en el 
sumario que cuando se produce en período de juicio oral; 
o lo que, pensando en la punición del fraude procesal, se le 
ocurre al Fiscal de Segovia en relación con el castigo de quie- 
nes niegan su firma para impedir el acceso al juicio ejecu- 
tivo y obligan al acreedor, con presumible estrago de sus 
intereses (periculum mora) a recurrir al proceso ordinario. 

Y no faltan llamadas de atención sobradamente justifi- 
cadas, que en esto corren a cargo del Fiscal de Bilbao, sobre 
la necesidad de reformar el régimen de acumulación de 
penas o la de evitar, en materia de redención de penas por 

.el trabajo, que por falta de intervención del Tribunal la 
sentencia quede totalmente desfigurada en lo que a su eje8 
cución se refiere ((por el hecho de que en la cárcel el pena* 
do haya aprendido a leer, escriba una novela o desempeñe 
cualquier servicio de oficinas)). 

*Anotemos aquí también, para expresar nuestra conforp 
midad con la idea, la conveniencia de liquiddr las últimas 
consecuencias de la aplicación de las leyes de abastecimien. 
tos, mediante una ley que permita sobreseer los sumarios toe 
cdavi'a pendientes, que son los menos, tal como entre otros 
propone el Fiscal de Granada. Esa legislación de emergend 
cia tuvo su razón de ser y, en la medida de lo posible, sir. 
vió las necesidades de la represión paralelamente a la acción 
preventiva y de gabierno; pero la vuelta a la normalidad 
totalmente conseguida permite cierta libertad de movimien- 
t o  tratándose como se trata en la mayoría de los casos de 
delitos considerados artificiales, en el sentido de que no res. 



ponden, como los naturales, a una coincidencia absoluta en- 
tre las normas positivas y las que responden al universal 
sentido de la moral. 

b) En cuanto dice relación a las reformas orgánicas, 
los Ficales se limitan -y es explicable- a recorrer su pro- 
pio campo en pos de una reforma del Estatuto que otor- 
gue al Ministerio público el rango que le corresponde en 
la estructura de la administración de justicia y subraye de- 
bidamente la consideración a que es acreedor, sin reducirlo 
a una condición subalterna que no merece ni está justifica- 

- da doctrinal ni prácticamente. Pero aunque por nuestra par- 
te estemos totalmente conformes con la legitimidad de ese 
fundamental designio, ya sometido al Poder público, interesa 
mucho satisfacer por el pronto, en espera de que pueda 
lograrse aquel objetivo más ambicioso, las aspiraciones mí- 
nimas de la Carrera relacionadas con su régimen adminise 

trativo (por ejemplo, el régimen de licencias, las condicio- 
nes para la promoción, aun ciertas demaías p~otocolarias 
que ilevan camino de eternizarse. Aunque se diga, con más 
ingenio que exactitud, que De minimis non curat Praetor, 
la verdad es que en ocasiones la satisfacción de estas exi- 

gencias mis apremiantes permiten un respiro, aunque se 
tenga el encendido propósito de remover la institución en 

los cimientos. 
Constituye excepción en la parte muy pequeña que las 

Memorias dedican a las normas orgánicas, la que en la del 
Fiscal de Avila se consagra a pugnar por la reforma del 
artículo g." de la ley de Enjuiciamiento, pues aun cuando 
parezca, y en realidad así es, que el tema versa sobre ma- 
terias procesales. la necesidad de dar a ese artículo una am- 

plitud, de que al menos en su letra carece, mediante una 
fórmula que en algo se parezca a la que contiene el art. 24 



del Código de Justicia militar (que tiene antecedentes en 
el 18 del de 1890 y en el 20 de la ley de Organización 
y 'atribuciones de los Tribunales de Marina). El estudio 
del tema, que una vez más demuestra con su excepcional 
cultura el ingenio y aun la bella manera de decir de este 
Fiscal, le lleva a rozar un problema orgánico en uno de 
sus más interesantes aspectos (la unidad esencial de la ju- 
risdicción) y con razón nos dice que para ello es preciso 
concentrar la mayor suma de competencias en una juris- 
dicción que, por la constante erosión que sufre, más que 
jurisdicción ordinaria, va pareciendo, por todas las trazas, 
una jurisdicción subsidiariu de las demás, 

c) Pero es el campo del derecho procesal el que esta 
vez ofrece más blanco a las observaciones de los miembros 
del Ministerio público, sin duda porque en las deficiencias 
de la regulación legal del proceso tienen su raíz no poca 
parte de los males que acusamos, con las enseñanzas de la 
experiencia propia y de la ajena en la parte segunda de 
este trabajo. 

Comenzaremos por decir que tanto por lo que a esta 
Fiscalía dicen sus colaboradores, como por lo que nos ha 
enseñado nuestra experiencia en el curso de una gestión 
personal, que si no se caracteriza por lo subido de sus qui- 
lates, estuvo siempre caracterizada por la vigilancia de las 
realidades que era preciso servir, no creemos que nuestra 
ley de Enjuiciamiento criminal, pese a lo remoto de su 
fecha, esté necesitada de una reforma tan como 

la que exige la ordenación del proceso civil, y resiste bien 
la comparación con muchas leyes posteriores en fecha que 
se han alumbrado fuera de nuestro país. 

Pero esa convicción no significa que hayamos de aquie- 
tarnos o encogernos de hombros ante aquellos pasajes que 



claman por la reforma cuando la realidad revela que es 
absolutamente necesaria y que precisa intentarla pese al 
desmayo de los conformistas o a las habilidades de los bien 
avenidos con un estado de cosas que favorece sus intere- 
ses, aunque no satisfaga las exigencias de lo justo, tan inelii- 
dibles como inaplazables. 

Paradójicamente son pocos los Fiscales que esta vez 
pugnan por el establecimiento de un proceso siimario al 
que se acomoden los delitos de menor entidad o más ne- 
cesitados por su índole de someterse a un procedimiento 
rápido para la investigación y el fallo. Y, a pesar de todo, 
es esa una de las reformas en que más necesario parece 
poner mano, a condición, es claro, de que nos olvidemos 
de lo que no sea verdaderamente esencial y, sobre todo 

-y es acaso lo que más importa-, de que nos disponga- 
mos a crear los órganos necesarios para manipular ese pro- 
ceso sumario y les exijamos inexorablemente el cumpli- 
miento de la ley. Y decimos esto porque el proceso que 
las leyes de Abastecimientos arbitraron para enjuiciar los 
delitos de esa índole que tenían menos importancia quedó 
prácticamente inédito y porque cuando se ha tratado de 
buscar fórmulas que, sin agravio de los principios, pare- 
cían eficaces para la punición de esos delitos menores, los 
bien intencionados propósitos no han pasado de serlo. En* 
tre tanto, los Juzgados y las Audiencias de importancia se 
ven materialmente agobiados por el volumen del trabajo, 

y el agobio se traduce en la falta de atención al servicio 
de lo criminal, en la viciosa introducción de zurupetos de 
más o menos categoría que, muchas veces con fines incon- 
fesable~, lo manipulan, y en una desesperante lentitud 
que exaspera a los justiciables, desorienta a la opinión y 
nos presenta a sus ojos como indiferentes o desatentos ante 



un estado de cosas que es lamentable y que somos los pri- 
meros en lamentar. 

En otro aspecto, los Fiscales señalan la necesidad de 
reformas parciales en el proceso penal común u ordinario 

que siempre responden al resultado de una experiencia per- 
sonal. Si recordamos lo que en otro lugar decíamos, ob- 
servaremos que la totalidad, más que la mayoría de las re- 
formas propuestas, se encamina a evitar inveterados abu- 
sos que un año tras otro vienen demandando corrección. 
Así, el Fiscal de La Coruña pretende que la indebida re- 
tención de los autos por Abogados y Procuradores se cas- 
tigue con fuertes sanciones que concluyan con el extra- 
vío, y los de Santander y Albacete creen preciso modi- 
ficar la ley vigente para que en caso de incomparecen- 
cia de un procesado y sin esperar la declaración de re- 
beldía, en la que se consume mucho tiempo, continúo 
el juicio oral para los restantes; y el de Zaragoza llega a 
solicitar la supresión del trámite de calificación provisio- 
nal, al paso que otro (el de Gerona) propone que los Jue- 
ces instructores, antes de dictar el auto de conclusión, re- 
mitan el sumario al Fiscal para que éste inste la práctica 

de nuevas diligencias, si fuesen precisas, evitando así la 
revocación del sumario: y son varios (el d e  Albacete en- 
tre ellos) los que se deciden por la unificación de los trá- 
mites de instrucción y calificación. 

También en punto a la configuración de dccisación 

particular son interesantes las observaciones de los Fisca- 
les. Para unos, la titularidad de la acción penal debe atri- 

buirse exclusivamente a los miembros del Ministerio pú- 
blico (así, Jaén); para otros, el remedio no para el uso, sino 
para el abuso de esa coexistencia de acusaciones (la píibli- 
ca y la privada) no está en excluir la posibilidad de que 



la acusación privada se mantenga; basta con disponer la 
condena de costas de modo que esa cooperación, muchas 
veces innecesaria, no se traduzca en una agravación, que 
puede ser considerable, en la cuantía de las responsabili- 
dades pecuniarias del condenado. 

Esta visión panorámica de las Memorias fiscales en 
punto de tanto interés no es ociosa, por lo que contribu- 
yen a patentizar un estado de cosas que para los más es 
sobradamente conocido; por lo que nos parece certera y 
encomiable la sugestión del Fiscal de Toledo que apunta 
la idea de que al tiempo de acometer reformas, sobre todo 
en materia penal, no se desdeñe el parecer de  los organis- 
mos judiciales y fiscales que, por vivir  la aplicación de las 
leyes, están en mejores condiciones que otros para expli- 
car y razonar el fracaso de muchas disposiciones concebi- 
das con mejor intención que fortuna. Bien sabido es que 

con mucha generalidad, cuando esos momentos llegan, no 
se omite el consejo de organismos asesores importantes, y 
aun se pide el concurso de afamados juristas; pero sin 
menospreciar esas aportaciones, los hombres de la adminis- 
tración de justicia tienen mucho que decir cuando se está 
en presencia de una tarea reformadora, y lejos de estar de- 
formados por la práctica, saben mejor que nadie si la obra 
legislativa remedió realmente la necesidad que trató de 
satisfacerse, o si constituye una pieza de salón que deslum- 
bra a primera vista, pero que desconcierta a los que dia- 
riamente tienen que juzgar de su eficacia, al tiempo de 
actuar sobre los sujetos pasivos de ciertos atrevimientos téc- 
nicos que no siempre responden a la idiosincrasia y a los 
modos del paíc en que ha de hacerse la experiencia. 

Por eso, aunque estamos muy lejos de creer que todas 
esas reformas de que nos hablan nuestros Fiscales son via- 



bles, y personalmente no dejamos de tener fundamentales 
reparos respecto de algunas, lo cierto es que estamos en 
presencia de una situación que no debe ni puede mante- 
nerse, y porque así es, nos sentimos obligados a pugnar por 
su remedio; si vemos más que creemos que el proceso pe- 
nal ordinario es inadecuado para el enjuiciamiento de cier- 
tos delitos, la única solución posible es arbitrar una fór- 
mula completa que en determinados casos permita cono- 
cer sumariamewte de ciertos hechos, sin preocuparnos de- 
masiado de que se contraríen los intereses creados a que 
hace un momento aludíamos, si estamos bien seguros de 
que sólo así pueden servirse otros intereses de más tras- 

cendencia, pese a los muy duchos en los modos de crear una 
mansa o airada oposición, para lo cual -y mucho más den* 
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ceso penal no estará en gran parte necesitada de una re- 
forma de las costumbres forenses, afectadas más de lo que  

parece por este sentido materialista de las profesiones que, 
lejos de concebir el proceso como un instrumento inapre. 

ciable para el logro de la paz jurídica, manipulado por hom. 
bres austeros y trabajadores, lo convierten, por mal de nues- 

tros pecados, en un modo de vivir con el menor esfuerzo y 
sacrificio posibles, o en una fuente de pingües ganancias 

obtenidas muchas veces por medios reprobables que con- 

funden torpemente el nobilísimo ardor puesto en la defen- 

sa de una causa que creen justa con la habilidad para en- 
contrar medios dilatorios y callejuelas que constituyen a 

un tiempo mismo fraude de ley y escarnio del principio 

~ridad encarnado en los que tienen sol carga 
: de administrar justicia. Bien está qu dique- 

mos a purgar nuestras leyes de aquellos defectos que en su 

aplicación se hayan señalado, y mejc que a la hora 

de las reformas depuremos nuestra experiencia con las en- 

señanzas de la doctrina más autorizada, y si a tanto llegamos 
con los frutos de la experiencia ajena; pero son los hom- 

meden hacer triunfar una norma legal, por 
a un espíritu superficial pueda parecer, o los 

que, por el contrario, determinan el fracaso de ciertos pre- 
ceptos bien concebidos y mejor trazados, por obra de  su 

desidia o de otros estímulos peores, o acaso por un absurdo 
ismo que les amputa las alas que son necesarias parrr 

poder volar con desahogo por regiones de las que se ahu- 
yentó la rutina. De ahí que cuando se trabaja sobre estos 

temas, obsesionantes siempre por trillados que parezcan, la 
consigna de los sacerdotes del Pretorio (Magistrados, Fis- 

cales y Abogados) sólo puede ser esta que por su origen, 
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tanto como por su tono imperativo, tiene mucho de mili- 
tar: «que cada uno cumpla con su deber)). 

Y con todo lo dicho. con ser mucho lo q e dijo 
por falta de espacio y por respeto a los destinararios ae este 
trabajo de circunstancias, aquí queda condensado a grandes 
rasgos, pero con trazos que nos parecen seguros, lo que fué 
la administración de justicia española en el lapso de tiem- 
po a que esta Memoria se refiere. Pusimos nuestro empeño 
singularmente en que por su traza se asemejase más a un 
extracto objetivo e imparcial de la la'bor ajena que un pre- 
tencioso y poco útil estudio doctrinal sobre temas que cuen- 
tan ya con una literatura que todos conocen y manejan. 
En todo caso, lo que urge decir sin rendir tributo excesivo 
a esa benevolencia en el juicio que suele presidir estos em- 
peños, es que el resumen de la labor de los Tribunales acu- 
sa en el curso del año judicial un saldo favorable y una 
tendencia persistente, y en gran parte lograda, en volver 
a la normalidad. No excusamos la crítica de lo que nos pa- 
recía imperfecto o censurable, y fuimos parcos en el discer. 
nimiento de los elogios, aun con plena conciencia de que 
para los cometidos críticos nos falta preparación y acaso 
temperamento personal. En cambio, sería injusto descono- 
cer que cuanto aquí se dijo vino a nuestra mesa de trabajo - 

gracias al celo de los Fiscales a los que tengo el honor de 
regir, y a la auténtica densidad de la mayor parte de las 
Memorias por ellos pergeñadas, que de ser conocidas ínte- 
gramente, acrecerían la estimación de los demás, aunque - 

nunca en la medida de la del autor de estas cuartillas, que 
sabe como pocos cuánto debe al Ministerio público la ad- 
ministración de justicia española y cuál es el valor de su 
colaboración abnegada, para los que sólo llamándose her- 
manos suyos y, sobre todo, sintiendo íntimamente el sen- 



tido de la fraternidad, puedan saldar esa deuda de gratitud 
que nada sabe de las capillas, de las falsas emulaciones y 
del sentido rural de ciertas inexplicables esquiveces; por- 
que esos bajos e inconfesables sentimientos, son de todo en 
todo incompat3bles con la generosa concepción de un insd 
tituto único cuyos altísimos fines sirven en igual medida, 
sin mengua de la necesaria independencia de cada esta- 
mento, los artífices de una tarea cuya excelencia mayor 
consiste en saber superar las malas pasiones y sentirse fé+ 
rreamente unidos en las horas de triunfo y en las horas, 
que no son pocas, de íntimo dolor. 



Extracto de las Memorias de los Fiscales 

provinciales de lo contencíoso-administrativo 

Año 1953-1954 



Albacete 

Tres recursos se hallaban pendientes del año anterior, y 
se han formulado durante el  año, 12;  por lo que se han tra- 
mitado 15. Se han resuelto durante la anualidad, 6. Quedan 
pendientes, 9. Es ta  diferencia de 3 a 9 la explica el Fiscal 
observando que obedece a que cuatro de 410s son del mismo 
interesado contra actos administrativos anklogos, de trami- 
tación simidtánea e idéntica, que ha  de permitir en su día 
rápida resoliición. 

L a  actividad del Tribunal Provincial de lo Contencioso- 
Admini~trativo la considera el F iwal  normal; se aprecia l a  
mayor frecuencia de recursos contra Corporaciones de la Ad- 
ministración Local, predominando las cuestiones de perso- 
nal  n nombra mi en tos, ceses, etc.). Y han disminuido notable- 
mente los recursos por imposiciones provinciales p munici- 
pales a virtud de la nueva legi8lación. 

E n  las cuestiones de  personal de los Organismos loca- 
les -sobre todo a l  tratarse de  interinos o t e m p o r e r o s  se 
aprecian frecuentes confusiones de la  jurisdicción contencio- 
SR con 1s laboral, por lo que l a  Fiscalía escepcionó la incom- 
petencia que ha  prosperado en la mayoría de  los casos. 

La Fiscalia ha adoptado en los recursos contra las Cor- 
poraciones locales l a  función de Comisario de  l a  Ley, sin re- 
presentar a la entidad demandada fuera de los casos de  in- 
romparecencia de ésta y de aceptar los puntos de defensa. 

Los demás recursos que no se han referido a cuestiones 
de personal se promovieron contra acuerdos del Tribunal Eco- 
nómico-Administrativo, sin que hayan planteado problema es- 
pecial digno de mención. 

Los nueve recursos pendientes se  refieren tres a cuestio- 
nes municipales, uno a cuestión provincial, cuatro a Contri- 
bución Urbana y uno a Contribución Industrial. 



Alicante 

Pendientes en 1952, 44. Ingresados en 1953, 30; ilespa- 
chados, 27; pendientes, 47. 

Sigue acusándose la escasez de procedimientos suscitados 
contra resoluciones de la Aclmini~t~ación provincial del Es- 
tado. Y no  se observa ninguna variación sensible por lo que 
concierne a recursos interpuestos .contra acuerdos de las Cor- 
poraciones Locaks. Como conseciiencia de la modificación de 
la Ley de Bases de Administración Local por la de 3 de di- 
ciemlbre de 1963, presume el Fiscal que l a  implantación de 
los nuevos impuestos prcwinciiiiles producirá un incremento 
de asuntos. Las funciones del Tribunal se de8arrollaron nos- 
malmente, y de los 61 asunrte~ que, entre pendientes e incoa- 
dos, se sustanciaron en 1953, fueron resueltos 23, q u e d a d o  
en tramitación, #por tanto, 38. 

Destaca este Fiscal el sensible anmento que ha experi- 
mentado el número de -recursos interpuesto8 durante el año 
a que la Memoria s e  contrae, predominando de entre ellos 
los que se refieren a problemas de indole municipal. No se 
ha  suscitado dificultad alguna de  orden legal, en cuan- 
to  a los que han sido resueltos durante dicho período de 
tiempo, ni en cuanto al  fondo de los misma5 ni  en  orden al  
procedimiento. Tampoco ha merecido ninguno de eilos que se 
les haga objeto de mención especial. 



Existían pendientes de la  anualiclacl anterioy 58 recursos, 
habiéndose incoaclo en la última 39. De estos 97 pleitos se 
han visto 48, y ha11 sido caducados o desistidos 13; habién- 
dose remitido a l  Tribunal Económico-Administrativo Central, 
en virtud de la Ley de Contrabando y Defraudación, 7. Han 
sido, pues, los despachados 62, y quedan pendientes 35, 
o sean 2 3  menos que en la anualidad anterior, y número 
coi-riente dado el trabajo propio de dicha Fiscalía, que se ha 
desenvuelto, segíin el  Fiscal de  Badajoz, con normalidad y 
sin obstáculol., en el ejercicio de sus funciones. 

E n  Fiscalía se encuentran pendientes de despacho sólo 
ocho asuntos, todos de reciente entrada. 

Durante la anualidad a que la Memoria se refiere 110 se 
ha producido en la Fiscalía hecho que sea digno de especial 
menc ión. 

E n  el estado-resumen se expresa que ingresaron en el aao 
177 asuntos, siendo <lesl~achaclos 147. Hace notar que entra- 
ron 17 asuntos más e n  el año 1953 que en el año p~esente. 

Hace constar que sigue en pie el problema, anotado, dice, 
en anteriores Memorias, relativo a la antinomia que observa 
en cuanto a los recursos cle plena jurisdicción entre l m  ar- 
ticnlm M y 389 de l a  Ley de  Rbgimen local y los 96 y G6 
del texto refundido de la Ley de esta jurisdicción. 

Bilbao 

Pendientes en 1952, 44. Ingresados en 

chados, 21; pendientes, 49. 



Manifiesta el Fiscal que l a  actuación del Tribunal Pro- 
vincial Contencioso-Administrativo se desarrolló normnlmen- 
te, por lo que no tiene que formular ninguna observación. 
T en cuanto a l  movimiento de  asuntos, expone que de los 
64 recursos ingresados durante el período de tiempo a que se 
contrae l a  Memoria, más los cuatro que quedaron pendientes 
a l  finalizar el  año anterior, sólo se terminaron 15; siendo, 
pues, 63 los que continiiaron en tramitación el 31 de diciem- 
bre de 1953. 

Cáceres 

Como iinica circiinstancia digna de destacar~e, el  Fiscal 
alude a la oposición que formuló al allanamiento a la  de- 
manda de un Ayuntamiento, porqne, con independencia de 
ser injustificado y lesivo para  otras entidades municipales, 
afectadas económicamente por l a  resolución recurrida, no se 
personó la Corporación mediante Procurador y bajo la  direc- 
ción de Letrado. Y a propósito de lo que, acerca de este ex- 
tremo, prescribe el art. 340 del Reglamento de Organiza- 
ción, funcionamiento y régimen jurídico d e  las Corporacio- 
nes, apunta la conveniencia de que el precepto sea m i s  ex- 
plícito y exigente, estableciendo la necesidad del previo dic- 
tamen de Letrado, conforme al art. 370 de l a  Ley de RBgimen 
Local, puesto que, con el allanamiento, "el demandado se 
convierte, recalmente, en actor". "Ello eliminarla en muclios 
casos -concluye diciendo- l a  paradójica situación del Fis- 
cal defendiendo un acuerdo municipal aun contra la propia 
Corporación que l o  adoptó". 

De los 33 asuntos sustanciados fueron resileltos 22, en 
sentido favorable 17, y adverso '5, quedando pendientes 11 a l  
finalizar el año 1953. 



Se han interpuwto durante el año 39 recursos: 11 contra 
acuerdos del Tribunal Económico-Administrativo, 2 conti~a 
nciierdos de las Juntas  de Contrabando p Defraudación, uno 
contra acuerclo de la Delegación de Hacienda, y 216 con- 
t r a  acuerdos de los Ayuntamieutos. De 410s se han resuel- 
to 2.3: 9 desestimados, 5 estimados, 3 desistidos. 4 caducados 
y 2 remitidos a la Sección especial de Contrab Defrau- 
dación clel Tribunal Económico-Administrati ral. Se 
apeló un recurso; no hubo allanamiento alguiio, y se produjo 
abstencihn en 13 recursos interpuestos contra ncuei.~los mu- 
nicipales. 

De estas cifras estadísticas deduce el Fiscal que ha liabi- 
do aumento en el número cle plaiiteados, aumento 
que afceta a los interpuestos contra acuerdos municipales 
o provinciales. Y a pesar (le ese aumento, la cifra se man- 
tiene dentro de la  llínea normal cle la  provincia. 
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Se limita a dar la  siguiente estadística: Pleito8 pendien- 
tes en fin de 19.52, 44; incoados en 1957, 21; total, 65: ter- 
minados en el año, 11; pendientes. 54. 
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Córdoba 

La estadística que comprende o se ncompalin a la  JIenio- 
ria consigna 6.4 recursos pendientes en 31 de c1icieml)rc~ de 
1033; incoados en 1953, 150. Se terminaron en el a60 73, cie 
ellos 53 con sentencia favorable y 20 contraria. 

Esplica la Nemoria el considerable :iumento cle reciii.soR 
diciendo que en parte se debe a los inte~puestos contra. aciier- 
c1o.s del Ayuntamiento de la capital e imposición de contri- 
buciones especiales, reflejo, aGa(le, (le las niejoras ? obras ( 

que con actividad realiza la Corporación. 

Cuenca 

El díii 1 de enero de 1953 Iiabía seis ?eciirsos en trami- 
tacióii, incoaclos en ejercicios anteriores. En 1958 tiivieroil 
entrada 1:; recursos, lo que representa u11 aiimeiito de siete 
en relación con el año 1032. E n  el aíío 1953 se fallaron cua- 
tro recursos de los incoaclos con anterioridad a l de euero 
de 19.j3, 7 ocho cle los incoaclos en cliclio año, quedniido peii- 
dientes de fallo si€ .sos. L a  Fiscalía iio Iia encontrado 
dificiiltades ni  pr  di,gnos de mención, habiendo re- 
sne1to Ins cluclas surgidas coi1 las Circulares de l a  Fiscalía. 

Se han iilterpiiesto dul-mite el aiío 10. Re lian despacliado 
en In última otros lb .  Y qnedan penclient~s, 12. 

E n  l a  cifra de los des~acliados se incluyen cuatro clesjs 
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Iin sido 
merezca 

fras estadísticas, liniit&ndose a manifestar que no 
planteada en dichos recursos cuestión alguna que 1 

ser destacada. 

Granada 

Na 19.53 aumentó considerablemente el n6- 
me1.o ue recursos en relacióu con los años precedentes. 

Añ nuevo régimen local se observa que l a s  
Corpo con más frecuencia como coadyuvan- 
tes del Fiscal, cLlu ~iace, dice, que éste actúe con mLs cono- 
cimiento de causa que cuando lo hacía solamente con vista 
del expediente. 

Manifiesta que fueron interpuestas 47 demandas, y con- 
testadas, !?; habiéndose celebrado sei 
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Durante el 33 se interpusieron ante aquel ~ r i b u n a l  
Provincial cu :ursos contencioso-administrativos : dos 
(le anulwión ut: acutírdos municipales, que fueron resueltos 
por el ad con lo intere, l a  Fís- 
calla ; lerdos del Tribu mómico- 
Administrativo Provincial sobre liquidacibr, ,,, Vontribn- 
ción de Utilidades, de los cuales uno 4 ;tido en forma y ,  
el otro se hrilla pendiente de resoluci 

No ha  encontrado el Fiscal, durante su actuación en el 
pasado año de 1963, cuestión alguna, por su dificultad o por 
su impofiancia, que haya destacado del nivel corriente en esta 
clase de asui que merezca, p o, consideración 
especial. 
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existentes, habiendo noimnlizaclo nntinfactoria~ne~ite sii fiin- 
rionamiento. Igualmente esta la  F i s r a l í ~  al  corriente en el 
rlespaclio de asuntos. Al firmarse la  i\Iemoria solamente se 
liallan en tnímite ciiico recursos, pero ilingiino de ellos pende 
de la Fiscalía. 

E n  los rimeros le1 aíío I se Iian in- 
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Pendientes en 1952, 1 ?sados en 1D3:4, sp a. 
cliados, 21; pendientes, 2. 

Todos los ~ ~ C I I P S O R  han sido contestados por la r.rscalfa, 
y sólo esthn penclientes (le sentenci:~. 

tiempo 
entewci: 

e el período de a [lile la Memo] !f ie- 
re minaroii p o r  1 a 17 assiitos; ca- 
ducados o clesistidos, G ;  J- se contestó la demanda aii V-  &un- 
to' uclo s61o ipendie ete. 

iito a l  funciona 1 lo 
c l i ~ ~ ~ ~  Su Alemorias anteriores e indica que no Iiubo asunrto 
al$ 

ria se 1.6 

fueroii 
-.- n.7 .. 

S, queda 
En cua 

"1% n nn  : 

intes en 
miento I 

15 cle j 
del Trib 

uuio de 
tinii.1 se 

19ri si 
remite r 

especial! 

La Coruña 

Diirante el afio 1953 se iniciaron lC>8 recursos: 30 sobre 
cuestiones relacioiiadas con IR Aclminiatración General del 
Eslaclo -Dei.eclios reales p Utilidade,o, y los restantes so- 
1,r.c materia miiilicípiil. El  Tribunal Provincial resolvió defi- 



nitivamente 51 pleitos, con sentencia fnvorable a In tesis (le 
lii F ~ s c I ? ~ ~ R  en #i, contrai*ia eii cuatro, y sin prosperai. del 
todo aqufilla en uno. I ~ a s  abstenciones fiieron 20. y se aclop- 
tnroii por comparecer en el litigio la propia antoridacl 1or;il 
o por estimarse inilefendibles los acuei'<los in -- 

Las Palmas de Gran Canaria 

Hallábailse penclientes del año anterior cuatro reciirsos. 
y lian ingresado diircinte 1% anitalidad 27. Los 31 asuntos S<' 

Iian despachado, con sentencia f:ivorable n la  tesis Fiscal IR. 
y en contra cuatro; hal~iénílose clesistido en siete, p habién- 
dose abstenido en otros siete. 

De las siguientes cifras deduce el Fiscal que el movimien- 
to de asuntos fiié mayor que el de la anualidad anterioi., 119- 
c.ieiido constar que l a  mayor parte de los recurso8 ,se ha11 
interpuesto contra acuertlos íle la Administracihn Local, p 
por los Ayiintamientos, especialmente el  de la capital, con- 
t1.a resoluciones del Tribunal Económico-Administrativo. 

Ko cabe clestacar en forma sinifinlar iiinguna cle las cnes- 
tiones de derecho planteadas, ya que ninlgniia afecta en for- 
ma trascendental a los intereses de la Administración, sepín 
el criterio ílel Fisrnl de Las PaSnias (le Gran Canaria. 

S o  queíla ningiín asunto pendiente (le ílesparlio. 

Existlan pendieiites a1 comenzar el año fiS recursos. sr 
Iian incoado durante la anualidad 47. De ellos se han re~iiel- 
to  por 'sentencia 6'7, p por aiito 30; despachfinclose 97. y que- 
dando pendientes de de.spa~c110 1'8. 

Reorganizados los servicios de la Becretaría del Tribniial 
se observa un ritmo de mayor actividad en la tramitaci6n ílr 
los recursos, con lo que se lia Jlegado a la  nornialiílad en el 
despaclio, no obstante Iiaber aumeiitaclo el número de asuiilos. 



E n  cambio, los servicios de Fiscalía sigiien desenvolvién- 
dose con ciertas dificultades a consecuencia de no hacerse a 
su  tiempo efectivas las consignaciones. 

Por lo que se refiere a cuestiones planteadas por los asun- 
tos  que se tramitan, no se refiere a ninguna concreta por 
haberse consultado en su momento. 

Así y todo, con discretas razones, observa l a s  dudas que 
todavía pueden ser planteadas en cuanto respecta a la com- 
parecencia y representación de las Corporaciones Locales de- 
mandadas en los recursos interpuestos contra acuerdos de las 
misma, y l a  consiguiente postura, con referencia a sil abs- 
tención, clel Fiscal en dicha clase de recrirsos. 

Pendían de l a  anualiclacl anterior nueve recursos, y han 
ingresarlo durante el año 14. Y se han despachaclo 18, que- 
dando pendientes cinco, para resolución ante el Tribunal Su- 
premo. 

La  tramitación ha sido nórmal, no habiendo surgido di- 
ficultades que merezcan ser señaladas. E n  dos pleitos se so- 
Licitó l a  correspondiente autorización para interponer recur- 
so extraordinario de apelación, que fué denegada. 

Ingremdos en 189.53, 36; despachados, 32; pendientes, 4. 
Varios casos de recursos contra decisiones municipales o 

de la Diputación, entaMaclos por empleados de una y otra, 
y en los que resalta con caracteres singuiares la  condncta de 
las Corporaciones no personándose en los autos, desdeñando 
contestar la demanda y defender su acnerclo, y, todavía mks, 
obstaculizando l a  misión de esta representación al  omitir el 
envío al  Fiscal de antecedentes para la mejor defensa 
de la  resolución reclamada, con lo que resulta más ardua la 



labor de esta Fiscalía, sin que pueda imputarse a las Corl>o- 
raciones infracción del parrafo 3." del art. 66 de la Ley en 
cuanto que la entrega de dichos antecedentes queda a la  elec- 
ción de las Co~po~aciones, si 10 ju~lgaren oportuno, con lo 
que, a l  estimarlo asi y ca~ i sa r  la omisión, se mueven dentro 
d ~ l  marco legal. De desear es que se produjera alguna acla- 
ración de l a  Ley en este sentido para a l  menos hacer resaltar 
la obligación de l a  Corporación de patentizar los móviles o 
fundamentos del acuerdo, que luego es reciirrido y que en 
muchas ocasiones no 'esultan del expediente, en el  que no 
consta más que la escueta decisión de la Corporación Local. 

La  mayor competencia del Tribunal Contencioso, llevada 
a efecto por 'la Ley (le 9 de mayo de 1930 al  elevar a 10 .00  
pesetas el límite de l a  vía gubernativa en asuntos tributarios 
del Estado, y la que de~pués  se ha efectuado por l a  Ley (le 
30 de marzo de 19.54, estableciendo el límite para las (le ea- 
ráicter local sin el correctivo de l a  apelación ante el Tribiinal 
Supremo, hacen más necesaria Ra mayor itioneidxcl en la com- 
posición de estos Tribunales. 

Estima oportuno insistir en sus  ,puntos de vista formrila- 
dos en la Memoria correspondientte a años anteriores sobre 
costas, establecimiento de Tribunales regionales y restricción 
del tramite de prueba en atención, %obre todo, al carActer re- 
visor de la jiiiisdicción. 

Lugo 

Ingresaron durante la anualidad 27 pleitos, y los 27 fue- 
ron despachados, sin que quede ninguno pendiente. 

Dice el Fiscal de Lugo que el movimiento de recursos es 
~scaso ,  p que por ello apenas se plantean riiestiones jurídicas 
interesantes. 

No cabe I o 
presentarse a aevw i v ~ ~ r i ~ e v c e n  

A de todo se señ: constante aiimei 31 

lue hayr señalar 4 

- m, 



vincia debido a la  aficiún que sus habitantes tienen al litigio 
y a la falta de imposición de costas. 

Desde la vigencia de l a  nueva Ley se lia utiliaaclo eii di- 
versas ocasiones la facidtacl concedida a este Ministerio, por 
su art. 26, de considerar indefendibles los acuerdos recurri- 
dos, ya que las Uoiporaciones Localt 
sos se estralimitan en el ejercicio de 1 
tiva. 

en aisla 
tad arim 

dos ca- 
inistra- 

Sigue marcánclose el auge, ya observado eii 3lemories an- 
teriores, de los recursos relacionados con exacciones muiiici- 
peles, y de ellos, principalmente, los referentes a pliis valía 
p arbitrios municipale~. Tambien ~eoiitinúiin en biieii número- 
los que 'ecaen sobre declaraci6n de ruina total o l~arcial de  
edificii 

Pai 
denominado "Plus familiar" se ha'lla o no sujeto ala Contri- 
bución de Utilidades en su Tarifa. 1, Iiabiénclose pronunciado 
el Tribunal por la  afirmativa, diferencihndolo a este efecto 
del "Subsidio Familiar". 

Contintíx siendo reducido a 
r ia provincial. 

os. 
.te impo 

- - 

le los re 
.. . 

ian vers ndo sob. 

n mate- 

Málaga 

La mayoría cle los recursos tramitados durante el afio se 
han referido a asuntos ordinarios entre las Corporaciones 
Locales y l a  Administración, sin que se haya registrado en 
ningfin caso la existencia de cuestión alguna que ílestarara y 
fuera verdaderamente digna de mencionarse especialmente. 

E n  el Trib wincial de lo Contencioso-Arlministra- 
tivo cle 3Iálagh ac i lnu incoado, diirante el  aíío a Que la Me- 
moria se contrae, 40 I 

rante igual período i l c  
?eCUl~SOs 

tiempo 
, siendo 
l. 

30 los teiminai 



Murcia 

Pendientes en 1951, 14. Ingresados en 19.53, 17; despa- 
cliados, 13; pendientes, S. 

Manifiesta esta Fiscalía que de los pleitos el1 los 
cayó sentencia en 19 de acuerdo con la Fiscalía, J- sólo cua- 
tro en desacuerdo. 

P aconseja más personal auxiliar por su mucho trabajo, 
e informa que la mayor parte de los recursos son contra 
acuerdos de las Coi?poraciones Locales. 

O r e  

Ingresados ;, 27; despachados, 17; pendientes, 10. 
Manifiesta icalía que de los pleitos en que recapó 

sentencia 14 lo fueron de acuerdo con eilla; y observa, como 
la de Logrolio, que las Corporaciones Locales :~costumb~an 
a no comparecer a defender sus aciierclos, Iiaciéiidose miis di- 
fícil su defensa; por lo que es de considerar cuanto se dice 
respecto a la  propuesta por la Fiscalía de Logrolio. 

edo 

Se C V L ~ U I ~ U ~  en la Memoria de esta Fiscalía que, al  igual 
que en aííos anteriores, el  ma;por número <le recursos viene 
producido como consecuencia de la actuación rle las Corpo- 
raciones Leales,  ya  que incluso l a  mayor parte de los qiie 
figuran contra la Administración General lo son por aciier- 
do del Tribunal Económico-Adminidrativo Provincial en mil- 
teria de exacciones municipales. Por  lo demás, iiiliguiia di- 
ficultad ha encontrado la Fiscalía de Oviedo eii el despaclio 
de los asuntos, ni  en cuestiones de fondo ni de procedimienlo. 



Palencia 

Pendientes en 1952, 9. Ingresados en 1963, 1 ;  despacha- 
dos, 2 ;  pendientes, 8. 

Todos contestados por la Fiscallti, y 9610 pendientes de 
sentencia. 

Palma dse Mallorca 

Coi1 relación al a60 1953 iiigresaron siete recursos más 
en 1933; en total, 31. Se terminaron sólo 14 durante la ata- 
pa a que se refiere la Memoria, $ los 21 peiidientes contras- 
tan, en número, con los cuatro que únicamente quedaron el 
31 de diciembre de 1932. Obedece l a  diferencia a que la in- 
coación de los 31 I+eciirsos aliic2idos fué más acentuada en 
los meses filiales de 193.1. 

Se limita a indicar que nada merece reflejarse en la Me- 
moria, <<ya que la marcha de asuntos contenciosos acusa un 
desenvolvimiento normalfi. Y complementa esta concisa refe- 
rencia con una detaillada estadística de  los pleitos tramita- 
dos. Fueron en total 30, de los cuales se sentenciaron 21, y 
los demas quedaron pendientes a l  concluir el aíío 1953. 

onteved 

Pendientes en 1952, 193. Ingresados en 195.1, 6: L- 

chados, 61; pendientes, 19.5. 
Informa la Fiscalía que l a  mayor parte de los L C L U L U U S  

se promovieron coiitra los acuerdos de las Corporaciones Lo- 
cales. E s  de notar el gran número de recursos que ingresan 



en esta Fiscalía, y por lo mismo resulta conveniente compro- 
bar si el personal es suficiente para , 10 que 
esplica el gran niimero de recursos qi lan pen- 
dientes. 

privati 
tanto de 

Ingresados en 1953, 31; despacliados, 16; pendientes, 15. 
Son de tener en cuenta las consideraciones rle esa Fiscalía 

Provincial en orden a la 01-ganización Sindical y Tribunales 
cle amparo, que se reproducen en lo que es menester: 

"La Organinación Sindical no forma parte del Poder Eje- 
cutivo del Estado, ni  es órgano, por tanto, de la Administra- 
ción Pública, ni  sus actos y acuerclos merecen, por ende, la  
calificación de resoluciones administrativas, por lo que sus 
acuerdos no se comprenden eii el art. 1." de la Ley, ni  deben 
ser sometidos a revisión ante la juiisdicción conteiicioso- 
administrativa; signen teniendo la consideración de Corpora- 
ción de interés público del núm. l." del art. 38 del vigente 
Código civil, como las antiguas Cámaras Económicas (de Co- 
mercio, Industria y Navegación, Agrícolas, de Propiedad Ur- 
bana, Mineras, del Libro, etc.. .) y Colegios Profesionales 
(Abogados, DIédicos, Agentes <le Comei-cio, etc ...), según men- 
ciona el art. 5." de  la Ley Constitutiva cle 6 de diciembre 
d e  1940, dependiendo del 31ovimiento Nacional de F. E. T. y 
de las J. O. N. S., a tenor d e  los arts. Z.", 20 y concorclantes: 
por lo que parece que se trata de una persona jnríclica, eoii 
funciones delegadas de la Administración Pública, pero que 
por lo mismo no forma parte de ésta, ni es órgano del Poder 
Ejecutivo del Estado. 

"De Jos aiSts. 3." y 4." de lti. Orden de 12 de enero de 1948, 
publicando el Reglamento de los 'i'ribunales de Amparo de la 
Organización Sindica iere que sus resoluciones, tanto 
en materia de IR COM L de la jiirisdicción ordinaria y 
otras especiales, como en las que por carecer de jurisdicción 
propia le son vas, no son siisceptibles de recurso al- 
guno, ni  por ~1 contencioso-administrativo, porque se 

1, se inf 
petencia 

ia  labor 
asa que6 



t rata de uiia jurisdicción disciplinaria o de orrlen interiio [le 
la  Organización Sindical, sin trascendencia pública, por lo 
que se  ha dictado tal  régimen jurídico por l a  Secretaria del 
JIovimiento y publicado en el Boletin Ofioia.1, y no en el del 
Estado, confoime al art. l." del Código civil." 

Santa Cruz de Tenerife 

Se hallaban pendientes a l  comeiizar el  año ocho recursos, 
J' hiln ingresado durante l a  anualidad 14. Se han despacha- 
do 17: por sentencia firme, 12;  1-evocatorias, 6, g otras 6 con- 
firmatorias. Se ha  desistido en 3; se ha considerado indefen- 
dible una, y se ha acumulado otra. Quedan pendiente8 5. 

Durante el año no se ha planteado cuestión alguna que 
por su importancia y trascendencia sea cligna de mención. 

Da cuenta de haberse tramitado, en el transcurso del año 
jiiclicial de  1953, 19 recursos contencioso-administrativos; 
de ellos 7 contra resoluciones del Tiibunal Ecoiiórnico-Admi- 
nistrativo Proviiicial; 11 sobre materi:is de Administración 
local; uno contra acuerdo de  la Junta  Administrativa de 
Contrabando g Defraudación. 

El Tribuaal Provincial dictó 22 sentencias, de las que 
12 corresponden a recursos iniciados en 1933, y 10 a recur- 
sos incoados con anterioridad. E l  resultado de dichas senten- 
cias fué: en aquellos recursos, 5 a favor cie la Administra, 
p 7 en contra; g en los segundos, S a favor y 3 en contra. 

San Sebaatián 

E n  el año 1953 se han tramitado 19 recursos! que pueden 
clasificarse según ,sigue: 7 contra acuerdos dictados por e1 



Tribunal Económico-Ailministrativo Provincial; 11 contra 
acuerdos de las Corporaciones Locales, y uno coiitrn resolu- 
ción de l a  Junta  Arlministrativa de Contrabando y Defrnu- 
dnciún. 

E n  el mismo nños fueron dictadas 32 sentencias, de las 
cuales 12 corresponden a recursos interpuestos en el año 1953, 
g 10 a iecuysos incoados en años anteriores. De las senten- 
cias referentes a recursos interpuestos en el  año 1953 fueron 
dictadas 5 a favor de In Bdministracibn, J- 7 en contra. De 
las sentencias dictadas en recursos incoados coi1 anterioridad 
a1 año 1953, 8 lo fueron a favor de l a  AdministraciOn, J- 2 e n  
contra. 

No se promoviú cuestióii jurídica alguna que merezca ser 
tratada especialmente. 

Segovia 

En 1 de enero cle 19.73 había pendientes de resolurión sie- 
te  recursos. En cliclio año ingresaron 18, y fueron termi- 
nados por sentencia 10, y uno por auto; quedando pendien- 
tes en 31 de diciembre 6ltimo 12 recursos. Contra las senten- 
cias dictadas se interpusieron clos itpelaciones. 

E l  Fiscal provincial llama la atención sobre l a  diñciiliad 
de ejecutar una sentencia que anuló un aprovechamiento fo- 
restal ya realizado. 

Sevilla 

Se halla ti te al  día en el despacho cle los asuntos 
esta Fiscalía de Senlla, culminando el de los qne se hdla-  
han pendientes, y haciendo frente a l  notable aumento que ha 
experimentado el nfimero de los incoados de nuevo, cuyas de- 
maiiclas se contestaron oportunamente. 

Elogia este Fiscal l a  Orden del Excmo. Sr. Subsecretario 
de la  Presidencia del Gobierno, en la que -tradadacla por 



la  Dirección General de Administración Local a los Gobernti- 
dores de proriacia- se conmina a las Corporaciones Locales 
para que remitaii los expedientes administrativos dentro del 
plazo marcado por el art. 65 del texto refundido de la Ley de 
lo Contencioso-Aclministrativo, y la estima muy opoi-tuna a 
fin de corregir Lqn lamentables retrasos y de que se eviten 

1 inan en lo sucesivo 'las grayes perturbaciones que d l o s  orig' 
en la  tramitación de los recurctos correspondientes, siquiera 
estima como más eficaz y procedente un régimen de sancio- 
nes más flexibles que las contenidas en la Ley Oxgánica de la 
Jurisdicción, pronunciándose por las de  tipo económico, con 
preferencia a las de orden político o penal. 

E n  1 de enero de  1953 no existia ningún recurso conten- 
cioso-administrativo pendiente de i.esolución. E n  dicho año se 
presentaron 20 recursos, los cuales fueron resueltos por sen- 
tencia dentro de dicho año; no quedando, por tanto, pendien- 
te  de fallo re  H por la Fiscalía n i  por los re- 
currentes se so de  apelación. Unicamente se 
dictaron tres ~ t j U l C U L l d 5  CLI contra de l a  Administración, y, 
por tanto, 17 a su favor. Hcm sic10 ,dos 13 recursos 
de conformidad con lo solicitado por l a  Fiscalla. No se Iia 
pyesentado ninguna cuestión juridica merecedora de ser tra- 
tada especialmente. 

acumula 

Siguiendo la trayectoria iniciada en años anteriores, se 
nota un incremento progresivo en el número de reclamacio- 
nes formuladas, pues habiendo sido 16 el número de las in- 
terpuestas en el  año 1952, han Ilegado'a 27 las deducidas en 
el año 1953. Al  igual que en años anteriores, el mayor nú- 
mero de las reclamaciones formnIadas ha sido contra atuer- 



dos municipales, ya que de los 27 recursos pivsentados, 15 lo 
fueron contra acuerdos municipales, uno contra acuerdo de 
la Diputación Provincial y 11 contra resoluciones dictadas 
por el  Tribunal Económico-Administrativo Provincial. Se dic- 
t,aron 7 sentencias estimando los recursos, y 10 en contra; 
Iiabiendo desistido de sus recursos tres demandantes, que- 
dando pendientes de resolución 7 recursos. 

E n  las 115 demandas presentadas contra acuerdos mnnici- 
pales, las iwpectivas ,Corporaciones se personaron en autos 

las dem 

el año I J J ~  aa uicLnluu blaw sauLauciil* laalilvieiido 
os que habían quedado pendientes de aííos anteriores, 

, ,, .,uto admitiendo el desistimiento del demandante. En el 
año 195.3 se presentaron 20 recursos, de los cuales dos esta- 
ban en tramitación al  final de año, y los demás fueron re- 
suelrtos por sentencia, e s c g t o  dos, en que se declaró el üesis- 
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mados poi. la Delegación de Haciencla, y 36 contra riciierdos 
del Tiibiinnl Eronómico-Administrativo. 

Entre los nsiintos presentados iio ha Iiabicio ninguno qne 
merezca especial comentario. 

Valencia 

A través de la etapa a que se ci'ciinscribe la BCrmoria se 
iniciaron 96 recursos, con iin aumento de 46 respecto del 
aiío 195.2. Dictó el  Tribunal Provincial 34 se~iteiicias, dos de 
~ l l a s  resolviendo 'eciirsos a los que se d lanó el Fiscal. Y de 
las 32 restantes, en 4 se decretó la  nulidad de nctiiaciones, 
21 fueron favorables al criterio rle l a  Adminislracibn y 7 con- 
trarias al  mismo, si bien una de éstas aceptó la  tesis susten- 
tada por l a  Fiscalia. Se especifican las materias sobre que 
recayeron las 31 sentencias aludidas; y completando los da- 
tos relativos al  movimiento de asuntos, se concretan los au- 
tos dictados -5 por incompetencia de  jiirisdicción, otros 
:> por caducidad de instancia y 4 poi. deseslimiento-, así 
como los recursos acumi~lados -1;- y los que qiiedaron 
pendientes 4- al finalizar el año 1953, durante el cual 
la Fiscalía contestó 48 demandas, formiiló 12 escritos cle dis- 
finta lndole y asistió a 32 vistas. 

Se propugnan en l a  Memoiia tres modificaciones: En pri- 
mer lugar, la  imprescindible asistencia de  Letrado en los re- 
cursos contencioso-administrativos (salvo el caso de que los 
particulares estén en poswi6n del título cle Abogado y soli- 
citen habilitación para defender asuntos propios), puesto que 
la facultad que confieren los arts. 30 de la Ley p 219 del Re- 
glamento es  totalmente ficticia, ante la  complejidacl de 1% 
legislación administrativa, sólo conocicla por los evecialis- 
tas. g se presta, ademiis, a "provocar cierto intrusismo, o, lo 
qne es más grave. que redacten demandas contenciosas per- 
sonas en quienes concurra alguna incompatibilidad"; en 
segundo término, suprimir radicalmente la gratuidad proce- 
sal o Peclncirla a estrechos límites -asuntos cle personal o de 



escasa cuantía-, porque de esa forma se evitaría tanto un 
perjuicio para el Estado como la  interposición de recursos 
temerarios, con la mera finalidad de ganar tiempo, debiendo 
también abarcw esta erforma la imposición de costas en 1% 
hipótesis de desistimiento; y finalmente, en cuanto a la  or- 
ganización de Tribunales, sustituir los que ahora actúan por 
Balas adecuadas en las Audiencias Territoriales, con las Sec- 
ciones que fuesen precisas, para lograr una  doctrina unifor- 
me y una  mayor especialización de los funcionarios adscritos 
a las mimas.  

Termina insistiendo la Memoria en l a  necesidad de que 
se remita a la  F i~ca l í a  l a  Jiirilsprudencia contenciosa de la 
Colección Legislativa, puesto que su consulta es constante, y 
en el modo en como procedería fuese administrada la gratiñ- 
cación 'de material. 

Con motivo de l a  adaptación de la  Ley de  Régimeii Local 
ha sido inusitado el número de recursos interpuestos. Fun- 
cionarios de la Diputacihn y del Ayuntamiento de la capital 
llevan promovidos hasta la fecha de la Memoria -30 de ju- 
nio de 1954- más de 400, "lo que supone ma cifra escepcío- 
nnl, nunca conocida en l a  provincia". Pa ra  imprimir celeri- 
dad a esos nsuntos se 1ia optado, según las circunstancias, 
por la acumulación de los que guarden íntima conexión p 
pueden resolverse en una  misma sentencia, g por l a  absten- 
ción del Fiscal cuando las Corporaciones demandadas han 
designado Letrado que las  defienda. De los litigios pendien- 
tes e incoados en 19.53 - e n  total, 69- el Tribunal Prorin- 
cial ha  despacliado 23; quedando, por consiguiente, en tra- 
mitación 4. 



Dul-nnte el año 1953 se eledujero~i 25 .clexnandas conten- 
cioso-administrativas, que, unidas a 8 pendiente8 de resolu- 
ción d d  año anterior, dan un total de 34 recursos, de los eua- 
les fueron resueltos 28, quedando pendientes U en fin de 
año. Se dictaron 13 sentencias totaimenle favorables a la  
Ailministración, p una tan sólo en parte, Iiad~iendo desistido 
dos demandantes. Fueron apeladas dos seriteneias por los re- 
currentes, y otras dos pulor la Administración. 

E l  Fiscai indica que tan sólo debe clesiacar el hecho de 
haberse allanado a una  demanda contra la Diputación Pro- 
vincial por liaber estimado, como Comisario de la Ley, que 
el acuerdo recurrido era ilegal y graremeute perjudicial para 
l a  Corporación, a pesar de lo ciial ésta se opuso al  reciirso, 
y ha inter.puesto apelación contra la  sentencia que lo estimó, 
cura apelacióii se encuentra peridie~iie de refiolucibn. 

Después de ponerse de manifiesto l a  absoluta regulariclncl 
con que se clesenviielve el t?abajo en esta Fiscalía -ya que 
torlos los trabajos se evacuan en tiempo forma reglamen- 
tarios. con completa ausencia de actiiaciones pendientes de 
tlespaclio en la diclia ilepenrlencia-, se ocupa la Memoria de 
resaltar el anmento que se ha exaerimentarlo en el niime- 
ro de recursos contencioso-admini s interp nte 
aquel Tribunal Provincial, los qi llegado I el 
nilo de 1953, contra 19 que se formiila~*ori rliii7ítnte el anterior 
nEo de 19.52; siendo los interpuestos contra resoluciones del 
Tribunal &onómico-L4dmiilistrntiro loq que. comparativa- 
mente, dan maror contingente a1 dicho anmento. 

Estima este Fiscal que el indebido uso que por algiinos re- 
currentes se hace de las facilidades coi~cediclas pala l a  iii- 
terpoaición de esta clase de recnrsos se corregirfa : snprimieii- 
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do o restringiendo, al  menos, lla gr~tuiclad del procedim~iento 
en materia municipal; imponiendo la intervención de k t r a -  
do en los asuntos de cuantía inestimable o superior a 10.000 
pesetas ; y limitando a los casos determinados en los arts. 862, 
96.3 y 8%' de  la Tay de Enjuimiamiento civil l a  admisi6n de 
prueba en los recursoR contencioso-aliministrativos solsre im- 
pugnación de resoluciones dictadas p o ~  el Tribunal Econó- 
mico-Administrativo Provincial. 

Zaragoza 

Comenz6 el afío judicial sin que l a  Fiscalía del Tribunal 
Provincial de Zarago~a  tuviera asunto alguno del año ante- 
rior pendiente de contestacibn, habiéndose contestado pun- 
tualmente todos los ingresados durante el año a que se con- 
trae l a  IITemoria, quedando uno solo de ellos pendiente de tal 
trámite en la feclia que l a  misma se suscribe. Ha  contestado 
el  Fiscal seis de las demandas intei'piiestitas contra acuerdos 
de Corpoi~aciones Locales, en que éstas no comparecieron ; 
refiriéndose al resto de los asuntos, a recursos contra resolu- 
ciones del Tribunal Económico - Administrativo Provincial, 
así como contra acuerdos del Delegado de Hacienda en ma- 
teria de Ordenanzas y Tarifas de exanciones municipales 
(Ayuntamiento de la capital). Durante el  año se han dictado 
por el Tribunal 12 sentencia8 favorables a la Administra- 
ción, 7 adversas p 2 favorables s61o parcialmente. Se han 
registrado 4 desistirnientos y 4 autos de caducidad. 
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Excmo. Sr.: 

Con insi&ente reiteración, y acomoü8ndose a las caracte- 
rísticas y a l a  traza del recurso de casación en materia cri- 
minal, tiene declarado la Sala 2.' del Tribunal Supremo que, 
cuando se prepara el de casación por infracción de ley, es 
inexcusable expresar en cuál de los dos números del art. 8-19 
de  la  Ley Proces'al se apoya; por  la elemental consideración 
de que cada uno de ellos determina u n  procedimiento distin- 
to, según se infiere del art. 855, y no se puede tener por 
correctamente preparado sin que, con esa finalidad, se con- 
vigne terminantemente que la preparación se Iiizo habida 
cuenta del n h .  1." o del núm. 2." de aquel rartículo, cuando 
no por los dos. De omitirse esa designación, el recurso no 
puede a t imarse  correctamente preparado, ya que la falta de 
tan esencial requisito de forma podía conducir al extravío, 
posible en ese caso, de que, a la sombra de esa indefinición 
del mofivo concreto por el que s e  recurre, pudiese a destiem- 
po elegirse el que más conviniera, siendo así que sólo en el 
momento de prepararlo, y no después, ha. de queday clara- 
mente establecida y fijada la posición del recurrente. 

Para que esta Fiscalía pueda acomodar a doctrina t an  
acertada su dictamen, a l  tiempo de instruirse del recurso, es 
preciso que cononca autorizadamente los términos exactos e 
ineclufvocos en que el recurso se preparó; -y como e s  frecnen- 
te  que en las certificaciones hechas en relación no se con- 
signe dato de tanto interés, se servirá V. E. transmitir ins- 
trucciones a los Rres. F5scales de e w  territorio, y practicarlo 
a su vez, para  que siempre que den cuenta de haberse prepa- 
rado un recurso extraordinario de casacióii por infracción 
de ley, lo mismo que cuando se trate del recurso por quehran- 



tamiento de foibma, remitan, con la certificación de la  sen- 
tencia, t e s t h m i o  literal del escrito de preparación. 

Sin ,perjuicio de que lo tenga en cuenta para el  futuro 
y de  que así lo hagan los Fiscales Provinciales que clepen- 
dan de esa Fiscalía .Territorial, se uerrirh acusar recibo. 

Dios guarde a V. E. años. 
Nadrid, 28 de mayo de 1954. 

Excmo. Sr. Fiscal de la  Audiencia Territorial de ...... 
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CONSULTA NUJI. 1 

o. Sr.: 

un misn 
encias d 

lo proce 
liversas 

Se ha  recibido en esta Fiscalía su atenta comunicaciOn 
de 13 de noviembre, que rersa, sustancialmente, sobre la in- 
terpretación que ha  de darse a l  núm. 2." del art. 70 del Có- 
digo penal vigente. Le mueve a consulta la  consideración de 
que Iiabiéndose visto en esa Audiencia diversas causas con- 
t r a  irios y en 
sent vas de li- 
bertacl, se pregunra si na ae jugar o iio en eiias, pese s tal plu- 
ralic riimarios, la  limitación establecida. por el espre- 
sa rl r to. Con ese motivo recoge alguiias declaraciones 
j~ir ih~,ruua~i~iales,  no siempre presididas por el mismo crite- 
rio, y, sobre la base de la  posible aplicación, expresa las di- 
ficultades que poclrían salir al paso de esa intei-pretación, 
atendida la fecha de comisión de los delitos, el momento en 
que liaya de entrar en jwgo la norma legal y aún la persona 
11 organismo encargados de  velar por el  cumplimiento. 
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el art. (1. í no desconoce mmpuco que en ese punto, lo mis- 
mo la doctrina que las legislaciones positivas mantienen cri- 
t e r i o ~  dispares, d a l e  el sistema de acumulacibn material, caí- 
do ( bsorción p acumulación jurídica, 

que ras razones, el primei30 de ellos; 
suni I1 ,~  ar;rL vvrriii,irw,izi~ ~l)ii)?io la de aplicar uno u otro 
sistema a las dos variedades del concurso, reservando el de 
acumiilación aritmética para el de naturaleza real, p el de 
~cumulación jurfdica para el ideal o foi-mal. 
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P eso es lo que en rigor hace el Código vigente, que, cuan- 
do se refiere al  concurso real, dispone que al  cciilpable de dos 

o más delitos o faltas se le impongan todas las penas corres- 
pondientes a las diversas infracciones para su cumplimiei~to 
simultáneo, si fuese posi%le por la  naturaleza y efectos de las 
mismas (art. m), y aún seííala el orden de cumplimien- 

t o  según su respectiva gravedad (nfim. 1." del art. 70) ; y en 
cambio, cuando se trata del concurso ideal procede de modo 
distinto, ta l  como se aprende en el art. 7í. 
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su va de que sus feche cubiertas 
hasta un momento determinado. Est leración tiene en 
mi sentir mucha importancia lesde el punto de 
vista de los principios, la cutnlluii LIIVC)UljOLd por V. E. 

S i  hubiéramos de atenernos rigur e a la Ley proce- 
sal, el fenómeno de acumulación mal t se darla en mu- 
chos casos, puesto que en d l a  se pre.,=,, ,,rt. 3W) que cac7a 
delit aridad j 12 

s u m e  : l a  exct )- 

pkmemte colzfxos (art. 17) ; pero l a  realidad nos enseiia que 

d amparo de la regla, por todo extremo flexible, del nii- 
mero 5." de dicho artículo suele11 acumulame en u n  solo su- 
mario hechos no ligados entre sí por ninguna razón analógi- 
ca, aunque en ellos se dé la condición de que no hubiesen 
sido hasta entonces objeto de  procedimiento. Y son frecuen- 
temente estos casos los que revelan con mayor claridad los 
extravíos a que puede conducir una interpretación que extre- 

?to de 21: 

litos prc 



ma todavia más la benignidad del precepto contenido en el 
número 2." del art. 70, sobre el cual versa su consulta. 

E n  sentir de esta Fiscalfa debe resolverse en sentido ne- 
gativo, estableciendo l a  tesis de que esa norma sólo es apli- 
cable cuando se trate de  delitos que se hayan enjuiciado en 
un  solo sumario y se hayan castigado en una misma senten- 
cia; y d lo  por las sucintas consideraciones siguientes: 

1." Porque no debiendo perseguirse en un solo sumario, 
cuando se imputen al encartado varios delitos, más que los 
ligados entre sí por una veraníha razón de conexidad, la 
práctica contraria, impuesta frecuentemente por razones de 
economía procesal, ni puede n i  debe determinar una subrep- 
ticia remisión de la pena impuesta, cuando el criterio gene- 
ral  del Código, salvo esa calificadísima excepción, no es fa- 
vorable a la tesis, según se aprende por la regltc general es- 
tablecida en el  art. 69. 

2." Porque constituyendo la regla de que se trata un ex- 
traordinario beneficio que, lejos de agravar la  penalidad por 
razón de reincidencia, favoi Lente, sólo 
por la circunstancia, ajen2 .os que le 
son imputables no fueron descubiertos hasta un determina- 
do momento, la  interpretación de  la norma aplicabl e P 

iestrictiva, atendida su naturaleza excepcional y t tu 
que la preside; mucho m á ~  habida consideración de la juris- 
pyudencia pyedominante del 'l'ribunal Supremo que, aparte 
de las sentencias que V. E. invoca (13 de mayo de 1588 y S de 
abril de 1903), tiene hechas parecidas o idénticas ( io- 
nes en l a  de  12 de diciembre de l B a ,  que cita V. E fa- 
vorable y en parte no lo es, y que en todo caso, como l a  más 
explicita de l a  sentencia de 14 de  noviembre de 1881, estarfa 
rectificada por las dos primeras. 

3." Y, en último término, porque bastaría para eviden- 
ciar el ewor de la tesis aclv consecuencias que de ella 
se derivarían, que impedirí chos casos l a  rectificación 
de condenas va  dictadas, y au uuos la necesidad de estable- 
cer 30s !pendientes una anormal relación, sólo 

par i lo que dicta l a  recta interpretación de 
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l a  Ley y el buen sentido, que el núm. 2." del art.  70 del Cú- 
digo penal tuviese una desmesurada extensióii, que no estu- 
vo, ciertamente, en el &nimo del legislador. 

E n  esos términos debe V. E. tener por contestada la con- 
sulta que formuló, atenibndose al criterio expuwto en las 
causas que se  susciten, y recurriendo contra las sentencias en 
las cuales pueda prevaler el parecer contrario. 

Sírvase acusar recibo. 
Dios guarde a V. E. muchos aííos. 
Bladricl, 30 de noviembre de 1053. 

Excmo. Sr. Fiscal de l a  Audieiicia Territorial de .. .. .. 

CONSULTA NUll. 2 

Ilmo. Sr.: 

icación 
I de la 
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de 2.5 d 
Circular - > 

Me 'eiier antecedente a las dos consultas que en 
relación con ~yretaciún del novísimo Concordato fir- 
mado entre kspana y la Siinta Sede formula V. 1. en sil co- 
muni le enero último, cleqiiés d e  conocer el 
testc de S. E. el Ninistro de Justicia, que, 
para .cumplimienro. he transcrito a todos los Fiscales Jefes 
de la Nació1 con la mayor brevedad porque 
así quiero cc e10 que V. 1. puso en el estudio 
de  ese documento, que para  el  nlinisterio fiscal constituye 
instrumento de interpretación auténtica d e  que h a  de valerse 
en su  diaria relación con los Tribunales de  Jnsticia. 
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posible, 
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A (so, poco probab de que e e 
c l a Y h = u r c  u un sacerdote o rcligivsu LLU u~iii-o de los iiv sud- 

traídos a la jurisdicción del fuero secular, y de que el Ordina- 
rio ise niegue a prestar su consentimiento para proceder, fse 
pregunta TT. 1. ~5 ha  de  quedar paralizada la acción penal, 
o si, por el contrario, el  Juen o los Tribunales han de conti- 
nuar l a  causa hasta que quede resuelta para sentencia. 
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Y como estaMariamente es &ligatono para el consultante 
adelantar s u  propio parecer, emite V. 1. el suyo en el senti- 
d o  de que en ta l  hipótesis debe bastar con la notificación a1 
Ordinario, n i  mas n i  menos que cuando se trata de asuntos ci- 
viles; por estimar que si, de otro modo se procediese, se pri- 
varia de jurisdicción al Tribunal, e indirectamente se le confe- 
riría al Ordinaiio, pese a la delimitación de campos que pa- 
ladin hace el apartarlo 4." del art. 16 del Concordato. 
No dr lvertir, sin embargo, que para que esa tesis fue- 
se i i~ebatible habria que borrar l a  palabra "consentimiento" 
empleada ,por el art. 105 de1 itivis cm 3 

un  inqufvoco sentido. 
Comprendiendo sus razones áubitmdi, no puedo prestar 

asentimiento a esa t e s i~ ,  que va, no ya contra l a  letra, sino 
contra el espíritu del Concordato ; porque a trarés de sus pre- 
ceptos, singu ulta, po- 
dr.5 V. 1. ad ~nst i tu ie  

asistf érigos y bn de su 
come objeto d tdos por 
los Tribunales laicos en materia criminal, por una parte, y 
por otra en materias civiles, contenciosas, sociales, etc. Tra- 
tándose de éstas, la norma concordada no exige el  previo con- 
sentimiento; cuanclo se t r a t a  de aqu61las el consentimiento 
previ tuye para l a  jurisdicción ordinaria una verda- 
clera 5n de procedibilidad, que si no obsta a la in- 
coación del procedimiento, impide proceder contra el clCri- 
go o religioso imputado, sin posibilidad, en caso de negativa, 
de continuar el proceclimiento contra él, ni, por tanto, de pro- 
cesarlo ni  sentenciarlo. 

E s  de esperar que los Ordinarios usen con moderación de 
l a  facultad que muy excepcionallmen+e les concede el phrrafo 
tercero del apartado 4." del art. 16; pero si por cansíís graves 
negasen el consentjmiento, el sumario deberá sobreseerse p ar- 
cliivarse si no Iiiibiew otros responsables, o continuar con los 
no ai s por el  fuero hasta la ción de I 

en cuciliru a los seglares. 
termina 
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No se me ocultan las dificultades que ello pueda suscitar; 
pero eso es lo qne, sin ambigüedades, dice el Convenio, y a él, 
como Ley del Reino, hemos de atenernos, cuidando sólo de 
que, al requerir el consentimiento, conozca el Ordinario que 
ha. de prestarlo todas las razones qne justifiquen la petición, 
que nunca habrá de hacerse con ligereza, sino cuando remlte 
pai roceder, 7 sea p simismo el 
est puede producir. ta  Fiscalia 
que es esa una cuesnon ae t&ctica judicial, que, ciieutrarnente 
em es segur rará dificultade Pa- 
ter prensiór Ordinarios. 

Lo que desde luego no puede hacerse -como V. 1. deja 
translucir en su escrito- es proceder contra el  clérigo o i ~ l i -  
gioso u. pesar de la negativa, y utilinando por analogía las 
no1 Piles y, en gene cri- 
mil ) por aplicaciún iva 
y excluv~te .  del niiiii. 12, uel V X U I J ~ O  artículo XVl;  luLarpre- 
ta c iivaldrfa a 
un: ia facultad 
qut ~ W A  cnL=pc.Avuni ~ U C  O=<L (PUL DI: habla de motivos 
graves) constituye una calificada ( or- 
mal; y facultad cuyo uso no puec iar 
los Tribun: 

Es posi un tantc n-a 
e1 supuesto de negativa ,,,,,ntimiento le pr~,,,,, que 
formule petición de sobreseimiento; pero no de otro modo 
puede ultimarse la tramitación cuando no se llega, porque no 
puede llegarse, d trhmite de calificación, ni por tanto al de 
sentencia, y aun cuando el caso no sea parejo con el que con- 
templa el núm. 1." del art. 641 de la Ley de Enjuiciamiento 
criminal, si falta una condición para proceder {y eso y no 
otra cosa es el consentimiento previo) no puede decirse que 
el delito esté justificado a efectos de punición. Más violenta 
ser ilicación del núm. 2." de dicho articulo, y muchf- 
rcin a de los números 1." y 2." del art. 637 de la Ley. 
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En cambio, la autorización no será necesaria cuando el 
clérigo o religioso hayan sido reducidos previamente al &%do 
laical, porque esa verdadera degradación, aunque el Sacra- 
mento del Orden imprime carácter, re~tituye al que se en- 
cuentra en ese caso al  fuero ordinario, sin limiltlciones, sólo 
explicables y sólo pactadas para las situaciones que en ese 
aspecto pudieran calificarse de ordinarias. 

A la  sazón potísima y convincente que V. 1. alega, invocan- 
do, por correcta analogía pasa establecer esa conclusión, el 
último ineiso, párraio segundo, núm. 5." del repetidísimo ar- 
ticulo XVI, puede sumar la que deriva de que el propio Con- 
cordato tipifica una figura penal para el supuesto de que la 
Autoridad eclesiástica hubiese prohibido al clérigo o religio- 
so el uso del respectivo hábito, precisamente -aunque así no 
se diga-, por consecuencia de esa reducción al estado lai- 
cal. Se trata de ejercitar un privilegio ((el llamado del fuero) 
del que en ningún aqecto pueden gozar los que a juicio de 
la Iglesia estén incapacitados para disfrutarlo. 

Creyendo que con estas consideracioneei dejo esclarecidas 
sus dudas, espero que, si el caso se presentare, se atenga a las 
instrucciones que le comunico, sin perjuicio de darme conoci- 
miento de todo4 los casos en que el Concordato se aplique, y 
del modo c m o  se haga y de las resoluciones que se adopten 
por los Tribunales en que esa Fiscalía tenga su interven- 
ción. 

Dios marde a V. 1. muchos años. 
M e ro  de j 

Ilmo. Br. Fiscal de la Audiencia Provincial de .. 

Ilmo. 

1 

Sr. : 

Recibo y contesto su atenta comunicación sobre el proceso 
anmario de incapacidad que en el Juzgado de esa ciudad se 
tramita, en relación con el súbdito cubano don E. Z. B. La 
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cuestión, aunque revestida de gran aparato, es eii el momen- 
to actual extremadamente sencilla. 

A) El  proceso sumario sobre interdicción de  locos y de- 
mentes tiene l a  finalidad única de proveer col? ~irgcncin a 
aquellas medidas inclispensables para ílefinir la situación clel 
incapacitado. P 'por tanto, cuando, como en este caso, se ac- 
t ú a  arbitrando medidas que tienen carácter ,provisional y su- 
mario, es indudable la  competencia de los Tribunales espa- 
ñoles, sin que en d l o  tengan la menor relevancia n i  el tiem- 
po de que date la residencia en Eepaña del señor Z., ni  el 
hecho de que tenga o deje de tener bienes en el país. 

Esta tesis no tiene su apoyo legal en el Convenio ile L a  
Haya de 17 de julio <le 190.5, pues en lo que conci*etamente se 
refiere a l a  tutela sobre mayores (locos, dementes, pródi- 
gos, etc.), tal Convenio no fué ratificaclo por Espaíía, y sí 
por Alemania, Hungría, Italia, Países Bajos, Polonia, Por- 
tugal, Rumania y Siiecia. 

Pero, en  cambio, la competencia de niiestros Tribunales 
deriva, inequívocamente, del art. 33 del X e ~ l  Deciseto de es- 
tranjería de 17 de no\7iemhre de 1852, que autoriza a los Jire- 
ces españoles para proveer interinamente de guar~lador a 10s 
extranjeros incapaces. Y eso, y no otra cosa, es 10 que se 11ace 
cnando entran en juego los preceptos de los srts. 213 y si- 
giiientes clel Código civil. A1 estatuii-lo así, se sigue iina co- 
rriente unánime en la cloctrina y en todas las legislaciones 
positivas, que aclemás viene impuesta por el buen sentido. 

13) 3Ie indica 17.  1. que, por virtud de esta interí,enciún, 
el asiinto sigue tiamitándose por l a  vía de los incidentes: y 
aunque reconozco que esta práctica es la comfinmente segui- 
da por obra de tina orientación, pa superada, de la antigua 
jiirisprudencia de1 Tribunal Supremo, Iiop liemos de atener- 
nos en ese punto a l a  doctrina de l a  sentencia de 5 de mayo 
de 1949, en que lle tenido el lionoi. (le ver reflejada, aunque 
só!o sea parcialmente, la tesis qiie hube de esbozar en un tra- 
bajo sobre "E1 régimen procesal de la  incapacidad" (Rcointa 
de  DerecRo Prit7ad0, nfim. 357, cori~espoiidi~iite al mes de tli- 
ciembre de  1946, pág. 897). 
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El proceso eqecialísimo que Iioy re-wlta no por la  
Ley procesal, sino por el Código civil, n i  autoriza a traiisfor- 
marlo en  un proceso declarativo, ni tiene por qu6 segiiir 18 
vía notoriamente irreguiar de los incidentes. 

Esto que parece no tener importancia, si puede tenerla 
para el futuro, polSque la declaración que sumariamente se 
hace, sin posibilidrnd de detenerla n i  ewntrwiarúc, r ~ o  puede 
i rnp t~pnrse  Tícita, y vrllzdan~ente de otro modo que en un  jui- 
cio declarativo ulterior, tal  como resulta del art. 219 del Có- 
digo civil. P ier intento de cambiar ese rumbo Iia de 
encontrar en isterio Fiscal la debida oposición. 

C) Aunquf: cfito queda indicado, por mi parte, lo que 
pienso eii relación con la interesante cuestión suscitaaa, me 
lia parecido observar, en las consideraciones hechas por V. I., 
ciertas dudas en punto a l a  competencia para conocer clel 
proceso defhzitivo de incapacidad; extremo éste que, cle an- 
temano, pretendo también dejar esclarecido. 

La  aplicación del del Código civil a los extranjeros 
es cosa resuelta ya 1 conocidisima jurisprudencia, por 
lo cual iio cabe duda raxunable en punto a que al  extranjera 
(cubano en e b) le  serán aplicables sus  propias l e y a  en 
punto a su n y capacidad legal. Pero ello no afecta 
sino indirec,,,,,,~ al  problema jurisdiccional, porque, a 
teiior del art. 51 de la Ley de  Enjuiciamiento civil, la juris- 
dicción ordinai>ia española es  la  única competente para co- 
nocer de los negocios civiles que se susciten en territorio es- 
pañol entre españoleu, entre extra?zjevos, y entre españoles 
extranjeros. 

La regla del art. 51 tiene su obligado complemento en el 
articulo 70 de l a  propia Ley, y por eso si, llegado el  caso de 
promoverse el juicio declarativo ordinario, se pusiese en duda 
la competencia de los Tribunales españoles, habría Uegado el 
momento de pronunciarnos sobre esta cuestión. Entonces se- 
r ía  cuando poclían jugar otros elementos de juicio, tomando 
en consideración, con esos dos preceptos procesales, los ar- 
tículos correspondientes del Real Decreto de exhanjerfa de 
17 de noviembre de 1852. 



E n  consecuencia : 

a)  E s  acertada l a  tesis de que los Tribunales españoles 
son competentes para hacer la cleclaración sumaria de inca- 
gaciclad p siibsigiiieiite constitución de tutda,  por lo razona- 
do en el apxrtaclo A) de este oficio. 

b) L a  declaración sumaria de incapacidad no puede com- 
batirse de otro modo que mediante un proceso declarativo 
~rlterios; y no por obra del art. 1.817 de la Ley cle Enjuicia- 
ciento civil, que es iiiaplicable porque no se t ra ta  de iin acto 
<le j~~isclicción voluntaria. 

c) Si ese juicio iiltei-ior se promoviera y volviera a im- 
pugnarse l a  jurisdicción de los Tribunales españoles, debe- 
r& V. 1. consultar el caso a esta Fiscalfa, para  que, frente a 
esa situación, pueda transmitirle las instrucciones adecuadas. 

d) Por reputar de verdadero interés e l  caso, se servi- 
1-6 V. 1. indicarme la acogida que su dictamen tuvo, l a  re- 
solucibn que en  su día recaiga en  el expedieiite y todas las 
incidencias de esta cuestión que, razonablemente, le movie- 
ron a darme conocimiento de ella. 

Sírvase acusar recibo. 
Dios guarde a V. 1. miichos años. 
Illadrid, 20 de febrero de 1954. 

al  de l a  Audiencia Provincial de ...... 

CONSULTA MJM. 4 

cmo. Sr. 

vvu,sto la consulta que formula en su comunícacíón 
d e  5 del actual, y me atengo para c o n t e s t ~ r  a l  orden en que 
plantea las eiiestiones del modo siguiente: 

en sen 
sente o 

s indispensable, tir de esta Fiscalía, que el  
procesac~o rebelde ,se pre sea habido, para que pueda 
instar en l a  causa la practica de cualquiera actiiación, pues 



lia'llándose ésta en suspenso en virtud del auto tle rebel- 
día, de acuerdo con lo que dispone el art. 842 de b J,P,T 

Procesal -ue es el  caso de la  consulta por haber en el 
mismo proceso otros procesarlos pre.wntes-, es necesai.io 
abrirlo de nuevo para que pueda ac t i i r t i .~~ en él, y esto 
que liacel-lo cu~mclo el 1-ebelde se presente o sea habido, con10 
ordena el art. €446. ' 

Por esta consideración, si e l  procesado L. del R. O.  no SP 

ha presentado al  Tribunal, ni Iia sido habido por la fuew:i 
pfiblica, es  claro que continúa en rebeldía y el  procedimiento 
si y e  en suqenso mientras no cese esa situación. 

2." E l  Código penal de 1870 disponía en @u art. 133 qiir 
el tiempo cle la prescripción quedaría interrumpido desde 
que el procedimiento se dirigiera contra el culpable. y rol- 
vería a correr de nueio desde que terminase sin ser éste con- 
denado o se paralizara, a no ser por rebeldía del procesa- 
do, y por ello se declaró en sentencias de  20 de noviembie 
de 1894 y 15 de enero de  1901 que desde el momento que 
se declaró l a  reheldía quedó interrumpida la pi-escripcií)ii, 
aunque el auto de procesamiento fuera posterior al  que cte- 
claró rebelde al  culpable. Ese precepto del Cbdigo de 1870 
iio fue incluído en el de 1928, que sólo aumentó los plazos de 
presciipción para los individuos en rebeldía -art. 1% ni 
por el de 1932, y también ha nido excluído del art. 113 de1 
vigente de 1944; por l o  que hay que estimar que, confor- 
me a &te, la rebeldía no interrumpe la prescripción del deli- 
to, y e s  lógico que así suceda, porque, según se dice antes, 
el auto declaratorio de aquella situación del culpable inte- 
rru>mpe el procedimiento a l  acordarse en 61 la suspensión de1 
curso de l a  causa respecto a1 rebelde, por mandato del ala- 
tículo de la Ley Procesal, y, por tanto, se está en el su- 
puesto de paralización del procedimiento establecido en aquel 
precepto penal, hoy en vigor. 

3." Suspendido el curso de la. causa en i con r l  
rebelde por el auto que declaró esta si tnació~,  U" ..JG abre de 
nuevo para él el proceso sino cuando se presenta o es habido, 
según orclena el art. E446 de l a  Ley adjetiva, y como consr- 



cuencia de esa situación del procedimicnto Ina actuaciones 
que se practican en relación con los ot,ros encartados no afec- 
tan a l  rebelde porque no se  refieren ni  pueden referirse a 61 
para  nada, ya que el sumario en 'elnción con 61 ecltá. cerrado, 
o en  suspenso. 

Aténgase a esti riterio d de 
su conducta en el citsv, y sírvase acusar rr^'h- 

Dios guarde a V. E. m 
Madrid, 10 de mnmo d 

Escmo. Sr. Fis  cal de la  I Audien 

es  ilíci 
ormas c 

como c: 
. -- - - - - 

lirectivo 

icia Ter] 

necesar 
algunas 

8 T7 a".-.". 

Oportunamente se recibió en esta Fiscalía Ia consulta que 
formuló, a l  amparo de l o  dispuewto en el art. 75 del Regla 
mento del Ministerio Fiscal, en relación con el  sumario nú- 
mero 175 de 1953, por supuesto delito de propaganda ilegal, 
que se imputa a ...... y a su hijo ...... 

Puntualizadas por V. 1. todas las circunstanciag que en 
los hechos ocurrieron, como base ia para determinar 
si podían o encajame dentro de i de las figuras de 
delito que el Código penal tipifiea , ,,uLiona, advievte V. I., 
razonada y razonablemente, que ninguna de ellas conviene 
a l  caso suscitado. 

Ciertamente que el Fuero de los Españoles, en cuanto ga- 
gantiza, con las limitaciones que establece, el ejercicio de 
cultos que no sean los propios de la  Religión oficial y, eii 
más amplio sentido, el derecho a la  libertad de conciencia, 
autorizaria a sostener que infracción de la ley 
constitncional, o de las n tarias en que se ha 
reflejado; pero ello no nos ba&a para  la punición del hecho, 
desde el momento en que en el  Capítulo 11, Sección l.', Li- 
bro 11 del Cbcligo penal s~? omite toda sanción por  las in- 

ta toda 
oncorda 



fracoiones rle esa norma constitucionail, en contraste con las 
dedicadas a los demás delitos cometiclos con ocasión del ejer- 
cicio de otro8 derechos de la persona (concretamente los de 
libre emisión del pensamiento, reunión y asociación). 

Tampoco entre los delitos contra la Religión Católica (ar- 
tículos 205 a 21%) existe ninguna figura que, sin forzar la 
analagía !(de aplicación excepcional en materia punitiva), pu- 
cliera recoger los hechos denunciados. Las  hipótesis previ~tas 
en esa Sección, o contemplan actos de  fuerza (así, en los su- 
puestos de los arts. 305 y 206), o actividades sacrílegas, que 
nada tienen que ver con los actos de propaganda (tal ocurre 
en las situaciones a que atienden los arte. 207 y 208), o velan 
especificamente por la dignidad del Ministerio saceisclot;il ca- 
tólico (art. 210). Y no escarnece la Religión Católica, en el 
sentido que la ,palabra se usa en el art.  209, quien no se pro- 
pone burlarse de d la ,  infiiiéndole injuria o afrenta, sino que 
se limita a propagar la doctrina de una secta religiosa es- 
t raña  a l  dogma católico e infringiendo así un pwcepto que 
lo veda. 

Menos aún cabe hablar en el caso de un delito de propa- 
ganda ilegal, tal como lo concibe, en sus diver.sas modalida- 
des, el Capítulo XI, Título 11, Libro 11 del Código penal. Se 
t ra ta  en todas dlas de castigar ciertas actividades de orden 
político o social stmcfo sonsl~, que atacan gravemencte los fiin- 
clamentos del Estado o perjudican m crédito o autoridad; 
pero no se sanciona el abusivo ejercicio de un dei>echo a la 
propaganda religiosa de que E c m e  o que, en el mejor de 
los casos, está limitado por nna norma de marcado sabor 
constitiicional. Puestos a iliscei-nir el lugar que en una posi- 
ble reforma del Código debería ocupar un precepto de que 
lioy evidentemente ,se carece, parece obrio que por muchas 
razones -alguna de d las  expuesta por 77. 1.- no podía ser n i  
la  Sección integrada por los delitos contra la Religión Cató- 
lica, ni el Capítulo consagrado a l a  definición de las propa- 
gandas ilegales, no en sentido político o social, xino como 
infracción concreta y punible de las normas que, a1 recono- 
cer el derecho a l a  libertad de conciencia, limitan su ejer- 



cicio exterior y au p6blica propagandii en lo que puede 
atentar a la confesionalidad católica del Estado español. 

Por  lo expuesto sucintamente advertirá V. 1. mi absoluta 
conformidad con su dictamen y la necesidad de que, al eva- 
cuar el trámite de instiueción en la causa, solicite V. 1. el 
sobreseimiento provisional al. amparo del núm. 1." del art. 641 
de la Ley de Enjuiciamiento criminal; determinaciún más 
prudente y prádica que l a  de imipetrar un sobreseimiento 
del núm. 2." del art. 637 de dicha Ley. 

Quedan a salvo, es claro, las facultades de corrección guber- 
nativa, que por el momento podían bastar para atajar  la pro- 
paganda, siquiera fuera en la medida. limitada en que la au- 
toridad de ese orden puede IograrIo, y, ademas, la. facultad, 
que por mi parte ya he ejercitado, de requerir l a  atenciún 
del Gobierno sobre lo que creo es una l ~ g u u a  legal, para 
que, si comparte mi parecer, excamine si Iieclios de  esa índole 
deben ser Castigados y, en caso afirmativo, acometa esa re- 
foibma, que realiz.ada a tiempo y con la debida pi-udencia pii- 
diera evitar en el futuro la reiteración de casos e n  que, como 
el presente, pese al reconocimiento cle que una actividad e s  
ilicita, no es dado perseguirla ni cast iga~la por la carencia 
de un  precepto adecuado en el ordenamiento penal. 

Sírvase acusar recibo. 
Dios guarde a V. 1. muclios años. 
Madrid, 19 de enero de  1954. 

Ilmo. Sr. Fiscal de la  Audiencia Provincial de  ... 

CONSULTA NUII. 6 

Ilmo. Sr.: 

Me refiero como antecedente a su comunicarión de 14 del 
actual, en la que, no sin omitir su particular opinión, expre- 
sa lag dudas que en su  ánimo suscita el  caso de que al  w- 
jeto que fué condenado en causa por Iiurto a una multa d e  



1.000 pesetati (porque a la fecha de la comisión del delito te- 
nía diecisiete años de edad, o concnrria en 61 una eximente 
incompleta) haya de serle aplicada la Ley de 30 de marzo, 
por obra de la cual, atendida la cuantía de lo substrafdo y 
degradado el  delito a la condirión de falta, deba quedar en 
definitiva sancionado con la pena de  arresto menor, conforme 
al núm. l." del art. 687 del Código penal. 

E n  su sentir, en ese supuesto es  procedente la  audiencia 
del condenado, por ser muy probable que prefiera pagar las 
1.000 !pesetas a que se l e  condenó por razón del  delito que 
sufrir unos días de arresto menor que, aplicada la nueva Ley, 
correspondería a la fal ta  que l e  es imputable. Y aunque 
-como es natural- tropenaría con dificultades de orden le- 
gal para mantener esa tesis;, estima, sin em'bargo, que ello se- 
ria posible atendido el espíritu amplio y generoso a que obe- 
dece el principio de  ivtroactividad de la  Ley  penal, más favo- 
rable, que mejor pudiera enunciarse, empleando, como V. 1. 
dice, la terminología de Luchini, como principio de ultra- 
actividad de  la Ley vieja. 

E n  sentir de esta Fiscalia, discordante con ese parecer, 
la revisión o rectificación de las sentencias que no están 
ejecutadas, total o parcialmente, es obligatoria en todo caso 
en que, conforme a las  nuevas normas penales, corresponda 
al  reo la absolución o una  sanción m&s benigna, pero sólo 
por aplicación taxativa de preceptos que no consienten ni in- 
terpretación extensiva, n i  mucho menos el ejercicio del arbi- 
t r io judicial. Por  eso el trámite de  aucliencia al condenado 
sólo es posible cuando se trate de penas de distinta natnrale- 
za -art. 4." del Decreto de '20 de diciembre de 19&, es 
decir, en el  caso de que la infracción constituya delito y sólo 
varía la pena a imponer. 

Por  el contrario - é s t e  es el s u p u e s t o ,  cuando la infrac- 
ción merezca la calificación de falta, conforme a las nuevas 
disposiciones, debe hacerse la rectificación de l a  sentencia 
sin oír al condenado, quien no puede optar por el cumpli- 
miento de la pena anterior, por la sencilla consideración de 
que a su arbitrio no puede quedar la  calificación, como cleli- 



to o falta, del hecho que se sancionó por la sentencia que 
ahora se revisa o Degradado el delito y rediicido a 
la condición de falta, será Bsta sancionada con arresto me- 
nor en la cuantía que el Tribunal determina. Y ann cuando 
esta consideración no afecta a lo que -como eenrial  del cri- 
terio de esta Fiscalía se deje establecido- siempre ser& más 
beneficioso paya él este criterio, porque también es aplicable 
a las faltas l a  condena condicional (art. 93 del Código pe- 
nal), lo mismo que lo sería el arresto snstitorio por iiisol- 
vencia para el pago de la  I azón de delito le 
impuso. 

En ese sentido debe V. 1. resolver la  cuestión que suscita 
al tiempo de dictaminar sobre él. 

Entretanto, sírvase acusar rec. 
Dios guarde a V. 1. muchos añ 

28 de n 19%. Madrid 

TI...,. O 

- 

iayo de 

1 a.i ln 

multa qi 

Iluiv. r iuca i  Audiencia Proviuciai uc 

CONS ULTA 1 

,,,mo. Br.: 

Se ha recibido en esta Fiscalía su atenta comunicación 
de 7 del actual, en relación a un confiicto de jurisdicción 
promovido por el Ilmo. Sr. Delegado de Hacienda de esa ciu- 
dad contra el Tribunal Provincial de lo Contencioso. 

E s  evidente que esa Fiscalía nada tiene que hacer ni que 
dictaminar en el conflicto promovido, porque, como V. E. opi- 
na, razonable y razonadamente, el ejercicio de la  función 
fiscal en los Tril>unales Provinciales de lo Contencioso- 
Administrativo está atribuída expresamente a los Fiscales de 
esa jurisdicción (art. 27 de1 Decreto de 8 de febrero de 
19B), g en caso de conflicto entre esos Tribunales y los or- 
diizarios (que no es la hipótesis que aquí se dió), esa Fiscalía 
tendria que intervenir cerca de los segundos, y no de los 



primeros. La frase "Fiscal respectivo", que se emplea en la 
Ley de 17 de julio de 1948, ni puede tener ni tiene otra sig- 
nificación. 

Sea o no por los escrúpulos que V. E. apunta, lo único 
cierto es que V. E. carece de faciiltades para esa interven- 
ción, y así debe exponerlo a la Autoriclacl qiie h a ~ a  reque- 
rido su clictameii, con las razones de l a  abstención. PYi a esa 
Fiscalía, ni siquiera a ésta, toca supiir un vacío de la Ley, 
por el Iieclio de que esa misma institución (la Abogacía del 
Estado) esta encargada de asesorar a los Organismos estata- 
les J'  provinciale es, ;r ejeiza, además, fiinciones fiscales ex- 
cliisiras y excluyentes en los Tribunales Provinciales de lo 
Contencioso-Administrativo. 

Sírvaw acusar recibo. 
Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 25 de junio de 1934. 

Excmo. Sr. Fiscal de la Audiencia Territorial de ...... 



E S T A D I S T I C A  



Estado num . 1 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Causas pendrentes en las Audiencias y Juzgados de su circunscr@cion en l.' de enero de 1953. incoadas desde esta fecho hasta 31 de diciembre y en trami- 
tacion el l.' de enero de 1954. clasificadas por Audiencias . 

Incoadas 
P E N D I E N T E S  D E S D E  1 . O  D E  E N E R O  D E  1 9 5 4  

Pendientes desde 
EN LOS JUZGADOS DE I N S T R U C C I ~ N  EN LAS AuDIENclAs 1 T O T A L  

AUDIENCIAS 
en 1: de enero 

TOTAL 
. OENERAL 

1.' de enero a TIEMPO TRANSCURRIDO DESDE LA INCOACION 1 D E  
Pendientes 

31 de diciembre - 
de 1952 - .. En Otros CAUSAS 

de 1952 Menos De uno De tres De  seis del trámiles PENDIENTES 
de itn mes a tres meses a seis ineses meses a iin año 

1 

............................ Madrid 

........................ Barcelona 

........................... i Albacete 

............................ , Burgos 

1 CBteres ........................... 
1 ............................ , Coruña 

.......................... Granada 
L ....................... Las Palmas 

............................. Oviedo 

Palma de  Mallorca ......... 
1 Pamplona ......................... 
/ Sevilla ............................. 
, Valencia .......................... 
i Valladolid ........................ 
' Zaragoza ......................... 
1 Alicante ....................,....,.... 

........................... ! Almerla 

............................... Avila 

I Badajoz ........................... 
. 

Bilbao ............................. 

8.117 

8.181 

896 

595 

585 

2.393 

3.628 

625 

4.465 

332 

987 

7.603 

4.075 

303 

2.1 18 

3.237 

333 

326 

1.590 

1.886 

" 

1 
1 

1 
1 

3.557 

447 

1.638 

1.123 

286 

482 

242 

1.197 

534 

3.224 

787 

1.867 

273 

996 

3.566 

2.175 

810 

253 

2.1 10 

546 

1.688 

990 

1.517 

192 

237 

502 

384 

803 

222 

514 

85.725 

Cadiz ............................ .. 
Castellón ......................... 

.................... Ciudad Real 

Córdoba ........................... 
Cuenca ........................... 
Gerona ............................ 
Guadalajara .................... 
Huelva ............................ 

............................ Huesca 

Jaén ................................ 
............................... León 

Lérida ............................. 

11.259 

11.848 

934 

1.431 

1.202 

3.310 

3.591 

1.794 

2.960 

1.332 

1.208 

6.083 

3.872 

1.701 

2.992 

1.651 

1.316 

686 

3.041 

2.784 

3.253 

736 

2.056 

3.353 

65 3 

953 

486 

1.115 

657 

2.707 

1.641 

1.083 

71 1 

1.387 

3.566 

2.251 

1.336 

887 

2.471 

1 . 020 

1.476 

1.256 

1.355 

467 

442 

861 

60 1 

1.417 

366 

862 -~ - 

107.103 

.......................... Logroño 

Lugo ............................... 

19.376 

10.029 

1.830 

1 . 026 

1.797 

5.603 

7.219 

1.419 

Milaga ........................... 
........................... Murcia 

Orense ............................ 
Palenria ....................,..... 
Pontevedra ...................... 
Salamanca ....................... 

.................... San Sebastián , Santa Cruz de Tenerife ...... 
1 Santander ....................... 
! ............................ N Segovia 
l 
seria ............................... 

I 

Tarragona ........................ 

512 

1.013 

86 

89 

104 

259 

302 

206 

6.810 

1.183 

3.694 

4.476 

939 

1.435 

, 728 

1.312 

1.191 

5.93 1 

1.428 

2.050 

984 

2.353 

7.132 

4.426 

2.146 

1.140 

4.58 1 

1.566 

3.164 

2.246 

2.872 

659 

679 

........................... Teme1 ., 
............................. ; Toledo 

j Vitoria ............................ 
1 1  , l Zarnora ........................... 

......... Totales 

404 

54 

119 

209 

70 

131 

48 

104 

91 

280 

119 

73 

56 

136 

312 

403 

146 

84 

88 

140 

172 

257 

59 

34 

48 

212 

69 

190 

25 1 

39 

76 

35 

43 

46 

173 

132 

43 

52 

95 

349 

i) 

101 

80 

96 

55 

226 

212 

162 

24 

46 

5.425 

87 

1.763 

108 
7 nn 

... 

1.363 

985 

2.220 

588 

1.376 

193.828 

159 258 

42 

98 

730 

524 

... 
63 

48 

246 

199 

318 i 430 

77 1 72 

87 

30 

1.021 

189 

51 

98 

216 

277 

128 

288 

79 

87 

351 

484 

30 

208 

151 

42 

463 

24 

22 1 

1.664 13 

1.195 

535 

415 

992 

420 

438 .-- . 

81.496 

70 119 

43 124 

85 189 

28 78 

53 . 46 -- . - 

7.51 1 17.795 

7 

573 

181 

60 

65 

176 

335 

83 

13.686 

2.004 

5.1 10 

4.891 

1.649 

1.012 

4.631 

4.670 

142 

180 

483 

205 

166 -- 

45.622 

242 

48 

91 

175 

367 

23 

216 

129 

29 

25 

176 

145 

83 
l 36 

173 

69 

3 

218 

149 

40 

24 

152 

185 

1 

242 

59 

40 

23 

600 

97 

273 

S6 

528 

1.827 1.301 487 

123 

31 

72 

33 

67 

50 

331 

17 

! 36 

139 

410 

12 

116 

217 

21 

1.282 

315 

611 

224 

839 

817 

163 

1.162 

296 

358 

47 218 

233 

16 6 

44 24 

28 8 

43 

19 

639 

4.588 

713 

349 

417 

1 . 038 

1.858 

606 

512 

3.409 

800 

607 

255 

1.017 

3.777 

1.91 1 

897 

514 

1.487 

530 

1.983 

1.195 

1.271 

214 

191 

3.131 

/ 498 

2.044 

202 

100 1 97 
465 ' 222 

1.258 1 
493 199 

43 

195 

69 

144 

19 

95 

31 1 

336 

114 

30 

80 

48 

155 

187 

7.339 

2.168 

165 

172 

45 

926 

244 

505 

l70 1 18 ' 114 

659 563 988 

974 163 , 555 

1 39 

' 230 

2.578 

358 

99 

103 

390 

2.183 

625 

102 

164 

247 

30 

156 

65 

407 

131 

416 

678 201 

14 

32 

653 

90 

76 

5 1 

90 

1.156 

845 

303 

273 

1.107 

258 

720 

322 

32 70 

108 75 1.925 

1.126 

1.114 

120 

2 1 

S7 

73 

1.302 

634 

425 

392 

1.366 

65 

172 

13 

126 

275 

276 

117 

26 

62 

28 

248 

1 42 

1.562 

165 

528 

3.360 

2.129 

1.647 

1.529 

4.759 

1.794 

131 

1.143 

1.950 

8.465 1 
3.282 i 

I 
285 

193 

132 

1.058 999 , 

69 

147 

873 

1 . 033 

8 1 

35 16 5 150 36 8 

3 

22 

54 

76 

12 

175 

317 

31 

116 

21 

54 

1 

426 

75 

238 / 43 82 

9.104 

7.870 

998 

542 

549 

2.037 

3.160 

1.210 

1.155 

34 

112 

111 

1 . 062 

4 4  

3201 

2.820 

364 

1.021 

1.399 

1.182 

20 

81 

1.081 

2 1 

508 Ii 23 

152 1 52 

300 

1.594 1.027 

1 . 066 

6.734 

3.923 

278 

2.01 6 

. 2.743 793 

238 1 913 

33 N 

594 1 

869 

201 

241 109 

860 

272 

1.263 ; 
1 

873 1 

564 

257 



F I S C A L I A  D E L  T R I B U N A L  S U P R E M O  

Causas incoadas en los Jlzzgados de Instrucción correspondientes a cada una de las Audiencias provinciales, clasificadas por la naturaleza de los hechos, desde 1.' de enero a 31 de diciembre de 1953 

Estado núm. 2 



Estado núm. 3 

FISCALIA DEL T R I B U N A L  SUPREMO 

Causas pendientes en las Fiscalias de las Audiencias en l.' de enero de 1952, ingresadas desde esta fecha hasta el 31 de diciembre de 7952 y pendientes de. 

_ 

' 

I 
l 

A U D I E N C I A S  

ppp 

Madrid ............................................................ 
Barcelona . ......................................................... 

.......................................................... Albacete 

B u r g a  ............................................................ 
Cáceres ............................................................ 
Coruña ............................................................ 
Granada ........................................................... 

...................................................... / Las Pal,mas 

............................................................ I Oviedo 

.......................................... 1 Palma de Mallorca 

........................................................ ' Paniplona 

............................................................ Sevilla 

.......................................................... Valencia 

! Valladolid ....................................................... 
.......................................................... Zaragoza 

-4lirnnte ............................................................. 
Aliiieria .......................................................... 

............................................................... , Avila 

Badajoz ........................................................... i Bilbao .............................................................. 
............................................................... 1 Cbdiz 

......................................................... 
l 
N Castellón 

.................................................... Ciiidad Real 

.......................................................... Córdoba 

Cuenca ............................................................ 
........................................................... Gerona 

..................................................... Guadalajara 

Hitelva ............................................................ 
........................................................... Huesca 

................................................................ 

Pendien,cs 

en Fiscalia 

en I: de enero 

de 1953 

283 

P 

P 

S 

S 

650 

174 

12 

123 

* 

S . 

D 

71 

152 

26 

, 

S 

• 

II 

P 

N 

! , 
N 

32 

S 

32 

P 

S 

617 

B 

109 

a 

." 
, 
46 

% 

S 

2.327 

León .............................................................. 
............................................................ Lérida 

.......................................................... Logroño 

............................................................... Lugo 

Mlilaga ........................... ... ............................ 
Murcia .............................. ... ........................ 
Oreiise .............................. .. ......................... 
Palencia .......................................................... 

..................................................... Pontevedra 

Salamanca ....................................................... 
................................................. Sin Sebastián 

..................................... Santa Cruz de  Tenerife 

Sali tancler ........................................................ 
Segovia ......................................................... 

............................................................... Soria 

........................................................ Tarragoua 

.... ..................................................... Terirel L.. 

Toledo ............................................................. 
Vitoria ............................................................ 

........................................................... Zamora 

despacho en las mismas en 1.O de enero de 1953 

Totales ........................ 

In~resadns 
desde 

1.O de enero 
a 

31 de diciembre 
de 1953 

10.015 

17.055 

1.322 

1.476 

2.037 

3.731 

3.480 

1.779 

2.530 

1.959 

1 .O83 

7.202 

5.008 

2.251 

3.05 1 

1 .679 

2.324 

TOTAL 

- 

10.298 

17.055 

1.322 

1.476 

2.037 

3.731 

3.480 

1.799 

3.180 

2.133 

1 .O95 

7.325 

5.008 

2.251 

3.051 

p 

> 

S 

a 

S 

B 

S 

5 

5 

400 

242 

225 

38 1 

91 1 

610 

978 

216 

722 

258 

339 

671 

380 

104 

93 

263 

114 

445 

149 

247 

31.054 

1.761 

1.170 

761 

1.567 

4.468 

2.387 

2.358 

1 .O32 

3.137 

1.240 

1.417 

1.742 

1.122 

479 

459 

785 

728 

1.688 

475 

1.181 

124.464 

744 

1.366 

1.761 j 
1.202 

76 1 

1.567 

4.500 

2.387 

2.358 

1 .O32 

3.754 

1.240 

1.417 

1.742 

1.23 1 

479 

459 

785 

774 

1.688 

475 

1.181 

126.791 

I 

. 

1 

S 

1 124 8 360 l 10: 12 744 ' 
l 

P. 

Pendientes 

en 
' 

Plscalia 

en l.' de enero 

de lq54 

227 

' ;  

140 66 1 

DESPACHADAS POR FlSCALlA 

242 1.275 

758 1 32 ! 
1.644 

2.995 621 113 1 1.621 
1 .O04 1 .O30 222 1 17 ) 4% 

2.275 2.274 740 79 1.181 

3.353 3.358 1.142 1 126 1 1.673 
653 118 16 1 380 

1.27 1 700 

67 

79 

26 

6 

268 

1.751 I 

1.202 , 

8 ,  

. - 

Para 

juicio oral 

4.024 

2.663 

294 

376 

655 

1.023 

563 

35 2.669 ! 
l 

3.498 63.616 1 2.507 

29 

28 

26 

34 

761 1 , 
1.567 . ' 

, 

4.486 , 14 ; ,  

447 

604 

344 

35 1 

1.61 5 

1.106 

63 1 

705 

1 .O98 

666 

131 

172 

25 

186 

t 

, 
1 1  . 

1.679 11 467 
2.324 i. 527 

Para juicio 

por 
jurados 

a 

S 

a 

' 1  

. 

: . 

1 ;  

i: 

, 

252 2.825 il 27 1 
, 

119 3.131 j j  2 6  i :  
, 

Q9s 1, 1 86 : 32 
1 

36 

13 

4.125 

1 43 21 1 54 1 307 1.679 

' I .  
1.138 , 410 

• 

# 

S 

531 i 
1 

556 

44 ' i  

67 ; 

, 
l 

. !  . 
;! 

8 

78 

9 

23 

26 

36 

66 

37 

31 

8 

17 

18 

133 

5 

49 -- 

2.387 . 1  1.187 

62 1 815 99 

19.541 1 124.346 

358 802 

41 l 

27 1 99 

145 ! 465 

24 i 270 1 
136 177 

52 1 256 

44 247 

13 1 E0 

93 

DESDE 1.' DE ENERO A 31 DE DICIEMBRE DE 1952 
- -- -~ p~ 

Para Para Para Para T O T A L  
de 

incompetencia, causas 
libre provisional rebeldia elc. sumario despachadas 

: 
: 

! 
l 

' !  , 

1 

1 

. 

52 1 46 2.271 

426 1 33 

2.358 > ,  

1.032 : l  S !  

: l  
I 

2.884 870 ; 

1.240 

1.417 ' 1  S ¡ 
l 

1.742 * I i  
1.210 l 21 

479 

459 1 '  
! l  l .  

785 , :  > 
l 

14 

269 

28 

S 

7 

41 

20 

45 

59 

25 

29 

5 

37 

54 

8 

48 
. 

74 

8 1 

25 

159 

116 

61 

113 

13 

156 

43 

18 

209 

115 

12 

38 

145 1 70 

8 

25 70 

44 

, 
. S 330 

250 

1.417 1 1.417 

838 

2.087 

1 .  
, -  

667 

1.260 

633 

721 

690 

46 1 

303 

220 

304 

40 1 

730 

295 

179 

297 

13 

200 1 

912 

122 

60 

1.688 1 
475 

5.714 

9.98 i 

601 

792 

1.015 

2.129 

::E 1 14 

1.212 1 7 

945 1 
568 , 67 

4.521 94 1 .  
2.627 1 

S 

197 

57 

130 

746 

' 912 

3.052 

1 3.353 

653 

1.271 

415 ' 1  ! 

1.417 • . 
912 

:d 9 29 14 ! 25 

3.032 

12 

76 

44 

61 

129 

117 

37 1 175 

78 j 592 

102 i 143 

19 28 

368 451 

316 , 767 

35 

1.779 

2.649 

1.577 

1 .O51 

7.258 

5.008 

1.155 / $: / 67 305 

3.032 

246 1 1 7 0  59 

54 

24 

2.251 

l 
216 ~ 21 
364 3.890 

63 295 

83 1 5 

59 

62 b3 1 8 339 

131 

10.07 1 

17.055 

1322 

1.476 

2.037 

3.731 

72 1.214 

759 

154 

3.480 

373 

1.412 536 

36 

53 



Estado núm. 4 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
Juicios orales ante e1 7ribunal de derecho, terminados desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1953 

- - - ~  - - - - - -- 
~ - 

SENTENCIAS CONFORMES 1 
CON EL FISCAL 

I; 
-. 
-= l 

.- - - - . - - - . - . 

A U D I E N C I A S  SENTENCIAS REQUERIDAS 

l1  Retirar Extinci6n POR EL ACUSADOR Por conformidad 
de la NO POR EL FISCAL 

el acusador 
del acusado 

con Flscal acción penal 
- - - - - - - - - - - - - -. - Absoluforias Condenstorias la acusaci611 

l 

SENTENCIAS NO CONFOR,IIES 
CON EL FISCAL 

Condenatorias 

' 1  TOTAL DE SENTENCIAS 

161 922 
' 217 207 ~ 

48 

24 1 
233 

104 : 
139 

103 1 
244 

100 

107 l 

187 ; 
247 

56 I 

126 

54 1 
40 

............................................................ , 61 125 1.163 ' 2.189 8 ' 

/ 

......................................................... Barcelona 

......................................................... Córdoba 

Cuenca ........................................................... l 

' 
Albacete ......................................................... 

............................................................ Burgos, 

CAceres ............................................................ 
............................................................ Caruñn 

.......................................................... , Granada 
Las Palmas ................................................... 
Oviedo ........................................................... 
P:ilmn de Mallorca ......................................... 
Palnplona ........................................................ 

............................................................ Sevilla 

.......................................................... Valencia 

Valladolid ....................................................... 
Zaragoza ......................................................... 
Micante ........................................................... 

.......................................................... Aluieria 

.............................................................. .4vila 

........................................................... Badajo2 

............................................................. Bilbao 

Cádiz .............................................................. 
CasteUórt ......................................................... 

.................................................... Ciudad Real 

21 7 

12 

33 

173 

198 

121 

75 

127 

58 

45 

260 

127 

49 

61 

89 

72 

17 

Abcolutorias 

l 

, = 

1.290 j 

248 1 
! 

287 

470 1 
I 

844 ! 
463 i 
365 1 
560 1 
422 ' 

1 
317 l 

? 
1.225 j 

617 ! 
345 . r 
480 j 
339 i 

! 

3% / 
108 N 

206 ' 1  129 

169 1 56 

107 1 40 20 26 

80 

- 

Condenatorias 

i- 

. 
260 8 

320 1 

643 ' 1.042 

584 

440 

687 

480 

362 

1.485 

744 

394 

541 ' 
i 42s , ,  

378 

152 / 
1.253 1 

485 

I 
1.124 ! 

l 
429 

409 1 

442 

~ b s o l ~ ~ ~ n ~ ~  

Gerona .............. ............................................ 
(;liadalajara ..................................................... 

..................... ...................................... Huelva , 

Huesca ............................................................ 
Jaen ................................................................ 
'eón ............................................................... 
Lérida ............................................................. 
Lop060 .......................................................... 
Lugo ............................................................... 
Málaga ...... ; ..................................................... 

............................................................ hlurcia 

Orensc ........................................................... 
........................................................... Paleucia 

Pon tevedra ...................................................... 
Salamanca ....................................................... 

. , ................................................... San Sebastian 

.................................... Santa Cruz de Tenerife 

Santander ........................................................ 
........................................................... Segovia 

Soria ............................................................... 
Tarragona ....................................................... 
Twuel ............................................................ 

............................................................ Toledo 

Vitúria ............................................................ 
Zama~ra ........................................................... 

condenatorias 1 
i 

3 

2 

'3 

18 

3 

P 

3 

14 

, 
, 
4 

1 

S 

> 

* l .  

, 

L 

8 

2 

693 ; 
l 

156 1 
9 

l 5 270 ' 302 

398 

449 1; 2 

1 

596 

3 ! , 

.................................. Totales 25.346 83 
-- - 

1 330 ! !  a 

111 ( 

299 1 1  S 

503 , 1 I.6M 

> 

, 

, 

, 
S 

2 

> 

1 

I 

, 

2 

3 

3 

* 

125 

41 35 

207 

955 

S 

* 

1 2 

1 1 

S 

6 

, 

12 

a 

9 

29 

1 -- 

1 

325 1 
99 1 

I 264 : 1 
162 j 

737 

330 

187 1 

202 

m 257 

742 

443 3 
274 i 
177 i 

637 ' i 202 i 
1 

488 i 
74 ,' 
56 

240 : 
95 i 

285 ' 

130 

370 1 1  
223 2 

222 ' 1  
305 i . 
933 5 

526 1 317 P 

l !  6 206 

795 

1 

520 ' 

1 

a 

1 

3 

156 / 
92 

3 

> 

3 

5 

3 

6 

S 

90 

165 

96 

12 

55 

47 45 

1 

? 

1 

1 

2 

1 

2 

D 

' 339 

91 

8 1 

146 

275 

42 

195 

133 

73 

90 

510 

2 

4 

3 

1 

3 

2 

1 

S 

1 

1 

l j .  

35 1 124 

157 

92 ¡ 

110 71 1 

3 

3 

1 

4 

2 

1 

' 1 .  
1 

78 1 1 1 

124 

275 

l ' 9 

182 

5 1 
1 

62 

297 

152 

81 

69 

3 

2 

S 

2 

, 
3 

215 1 283 

40 ' 86 
l 

36 35 

19 ' , 22 

44 198 

33 1 

159 

56 1 

186 

81 i 
464 / 

197 1 
64 ' 100 

91 

218 

40 

38 

20 

48 

49 ¡ 76 -- 
3.777 1 5.297 

' ,  

380 1 

S 1 
, 

1 

1 
1 

173 

190 

34 

25 

1 

4.141 21.205 6.356 1 9.161 1 

143 

1 .  107 

203' 

69 

124 227 

46 182 

56 

138 86 
1 

33 i 
108 1 71 

43 ' 
l 

l 30 

62 34 

1 25 

90 

66 I 

106 i 

47 : 

363 
i 

227 1 

1 
183 i 

249 1 
125 

189 ; 

66 

15 

100 

54 

7 1 1  139 

2 1 19 

1 1:; 1 407 

104 219 

33 196 

41 

1 253 

44 133 

125 

55 

45 

144 

1 

1 2 

18 

22 

22 

29 

46 

154 

136 

24 ! 
l 7  1 
2 1 23 

555 

31 

191 

83 

43 

29 

159 

23 

34 

7 1 

68 

184 ' 197 
1 

79 1 118 

39 l 49 
l 

20 ! 71 

120 

189 

20 

28 

159 

21 

3 1 

275 

60 

25 

249 

22 

45 

I 67 

29 I6 1 , 34 

69 122 

64 ' 1 82 



Estado núm. 5 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Acusaciones retiradas por los Fiscales de las Audienci~~ ue3de 1 . O  de enero a JI ae diciembre de 1953 



Estado núm. 6 

FISCALIA D E L  TRIBUNAL SUPREMO 



Estado núm. 7 

FISCALIA DEL TRIBUNAL S U P R E M O  

Asuntos civiles tramitados en los Juzgados de 1 . O  Instancia en que ha intervenido el Ministerio Fiscal desde 1.' de enero a 31 de diciembre de 1953 

- - - 

AUDIENCIAS 

TERRITORIALES 
O I N I A S 

! 
l 

- - 8 -  

1 . Madrid ................................. 
I -4vila ................................... 
/ Madrid ................... Guadalajara .......................... 

/' S g o v i a  ........................... 
. Toledo ................................. 
, Barcelona ............................. 

................................ Gerona 
Barcelona ............... .................................. L t n d a  

Tarragona ........................... 
i .............................. i l Albacete 

Ciudad Real .......................... 
Alhacete ................. , 

Cuenca ............................... 
................................ Murcia 

I Rurgac ................................. 
Alava ................................... 
r . ~ g r ~ i i ~  ............................... 

Burgos ................... ........................... Santander 

I Soria ................................... 
1 

Vizcaya ................................ 
! 1 Cáceres ................................ I CA,, .................. 

Badajoz ................................ 
................................. Coruña 

Lugo ................................... 
; Coruña ................... 

Oreiise ................................ 
Pouteredra .......................... 

) Granada ............................... 
Almería ............................... 

Granada ................. 
Jaén ...................................... 

................................ Málaga 
I ............................ Las Paliiias 

Las Palanas ............ \ 
........ 1 Santa. Cruz de Teneriie 

Oviedo ................... 
Palma de Mallorca ... 

~ . -- - - 

jurisdicción contenciosa Jurisdiccidn voluntaria Puncionarios que los han despachada 1-. - 

Oviedo ................................. 
Baleares ............................... 

TOTAL 

de asuntos 

despachados 

en 1,s provincias 

coMpETENciAs 

l ............................... Navarra ............... Pamplona 
............................ i Ciiipúzcoa 

................................. i Sevilla 

I Cádiz ................................... ................... ' Sevilla ............................... I Córdoba 

................................. Huelva 

.............................. ' Valencia 

................ \ ............................... Valencia Alicante i Carte~iiin .............................. 
............................ Valladolid 

León .................................... 
.............................. .............. Valladolid Palencia 

............................ Salamaiica 

Zaiiiora ................................ 
.............................. Zaragoza 

................................. Zaragoza ................ Hiiesca 

Teriiel ................................. 

Totales .................. 
l 
,- . - -- - 

TOTAL 
de asuntos 

despachados 
en los territorios 

d, la, ~ ~ d i ~ ~ ~ i ~ ~  

i 
N 3.242 

192 1 
141 3.826 

78 
I 

1.752 1 
397 3.298 
519 

630 
l 

j 
435 l 
605 j 

2.046 , 
119 

887 
I 

260 

1 
352 . . 

1 

2.039 : 

~ 
i 

519 

2.513 1 
1.117 i 

l 
642 

348 

S50 ) 
577 I 

370 1 
2.488 

78 

4 

5 

2 

54 

14 

1 

13 

4 

69 

o r l a c n  

23 5 

c o n  relacirn I c o n  rela~iun o e l c i n  

189 

- -- - -- - - - 

Fiscales 1 Delegados Fiscal de la 
1 representantes 

5 

4 

9 

6 

.x , 
S 

22 

12 

10 

1 O 

34 

30 

5 

53 

21 

3 

1 O 

3 

22 

5 

672 

183 150 

130 

178 1 150 

316 173 
I 

102 

96 

58 1 36 

52 550 

134 

24 467 467 

50 

364 

303 

102 572 l 

165 1 2.810 1 
876 i 

80 268 

a las personas 

198 

123 

90 

102 

1 

151 

299 

176 

155 

216 

255 

201 

, 
87 

681 

98 

186 

I) 

27 1 

49 

233 

2 

3 54 

22 216 

8 

1 1 

4 76 

12 162 141 

2 l  1 51 122 

Y 1 I 255 , 5 1 

1 495 1 68 

13 467 i 77 

297 

1Y7 

117 ' 345 

109 

209 

527 

93 ~ 25 

82 1 4 

522 i 81 

31 4 

1.969 
2.979 

6b6 i 344 

1 
31.862 11.232 1 6.424 14.6b3 

l ~! 

a las cosas 

602 

* 

1 

2 

1 .  

13 

11 

163 

192 

3 

64 

a las personas 

25 

103 

188 

1.030 

339 

46 

1 

10 

190 

239 

445 

246 

302 

34 

675 

289 

67 

659 

8.924 

' 

a las cosas 

- 

municipales I del Ministerio 

l 

25 

151 

33 

194 

16 

220 

12 

5 

15U 

17 164 

7 I 104 

24 

320 

22 

23 

42 

340 !¡ 1.720 

03 1 340 

8 21 6 2.846 

sus 
auxiliares 

--- 

37 

298 

13 

9 

8 

11 

92 

159 

180 

67 

366 

1 01 

83 
- - 

l 
264 

181 1 445 

22-1 i 608 

93 1 a 
! 

150 ; 890 

56 Il 94 

99 

158 

136 

74 

i 95 

67 

152 

184 

97 

56 

1.814 550 

36 29 

40 

90 

182 189 

38 

320 

2 

429 

37 i 
324 

324 , 

1 

24 6 

1 1.181 

1.613 

... 
220 
p- -- 

1 1 9 1  14 

64 

106 

986 1 124 

273 1 18 
l 

234 1 

268 

87 1 19 

2 * l 
l 

52 I 24 

144 1 17 
346 ! 163 

Ibl 

49 1 

410 

51 

1.009 2.233 

1 
27 l 
86 

115 

161 

3 1 

37 

61 

1.348 

71 

41 

296 

1.380 

109 138 

208 

58 1 9 1 225 

2 

55 - - 

150 

92 

74 

, 
351 

19 

27 

13 

186 

465 332 

15 

284 

98 3 

13 -- - 

203 

127 

238' 

3.737 
9.797 I 

33 

28 

93 

146 

239 1 204 

S 42 

1 80 

103 

152 

99 

347 

138 

62 

5 

82 

t 

36 ' 

167 

103 

1 13 

107 79 96 

170 308 

105 

316 510 1 
186 j 890 lb5 

50 587 

293 

102 103 314 28 1 I 
116 779 7 1 

! S9 282 259 

86 

481 

77 

162 

20 

, 
384 

311 ~ 41 

216 185 

564 

6 1 

69 108 l -  

79 

78 

1 .O1 7 

17 -- 

203 

566 

S 

322 



Estado núm. 8 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles tramitados en las Audiencias 7erriforiales en que ha infervenido el Ministerio Fiscal desde 1 . O  de 
enero a 31 de diciembre de 1953. 

- 

FONllOllllRlOS [OE A LOS HRll DESPAlllROO 
AUDIENCIAS TCTA L 

dc acuntos dcs- 
Teniente Abogados 

-- -- 

Fiscales Aspirantes pachados 
personas cosas personas cosas 

-- 

Madrid ............... 14 1 O 3 5 38 38 
Barcelona ........... 10 2; 1 13 5 1 9 57 , 
Albacete ............ 9 L 1 8 2 I 18 N 

Bureos ............. 3 1 1 4 9 13 
Cáceres ............ 1 1 2 6 L B 6 ,  
Coruña ............ 24 1 39 . 1 2 B 42 

.......... Granada 7 , 7 1 2 S 

Las Palmas ..... B 2 1 S 3 > 3 
10 l 

Oviedo ............ 7 1 6 2 . 1  14 3 * 17 
Palnia de RQallorca r 1 2 P 2 1 Pampiona ........ 1 8 , 3 * S 3 
Sevilla ............. :5 5 6 23 19 , 42 
Valencia .......... 10 3 2 1 S 17 

i Valladolid ........ i 13 30 5 , 66 ' 
zaraxo; .......... 

1 

3 3 6 6 l 
I 1 -- i 

Totnles ........ ' 123 78 49 30 106 340 1 

! i 
. . .  . . . . . . . . . . . . .  .~ . .~ . 

i 



Estado núm. 9 

FlSCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos despachados por es fc  fiscalía en materia civil desde 1.' de enero a 31 de diciembre de 19: 
. . .  - - - - 

De YUMERO ~ s u ~ l - o s  
- - 

419 

19 

77 

2 

> 

S 

9 1 

a 

- 
608 

~ ~ - -- - - -- - -- -<----- - - - - - - - 

1 N A T U R A L E Z A  D E  L O S  A S U N T O S  
- -  - .- - - - - - - - - . - - - - - 

l 
Recursos de casacion preparados por el Fis- Desistidos ........................................... 

...................................................... ........................................ cal ! Interpuestos 

.... / Despachados con la nota de   visto si 

i I 

I Recursas de casación interpuestos por las 

Id. íd. de ~Vistoi  ...... 
.................. Combatidos en la admisión 

............ Con dictamen de improcedentes 
l ................ partes .................................................. ' Id. de procedentes 

l Id. ... de nulidad de actuación 

................ l Id. absteniéndose 

................. Civil.-Sala Primera. . Id. adhiriéndose 

........................... : Incompetencia Sala 

............................................................................. Recursos de audiencia en justicia 

................................................................................................... I Id. de queja 

1 Interpiieqtos por el Fiscal .......'............ ............ Id. de revisión en divorcios 
.................. Id. por las partes 

\ ........................................................................................ . Cuestiones de competencia 
1 

................................................... a Expedientes de ejecución de senteucias extranjeras 

.......................................................................... Demandas de responsabilidad civil 

............................................................................ Dictámenes de tasación de costas 

................................................................................................ Intervenciones varias 

TOTAL ................................................. 



Estado núm. 10 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
- - . - 

RESUMEN de los asunfos crirntnales despachados por esta Fiscalía desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1953 

N A T U R A L E Z A  D E  L O S  A S U N T O S  

Procedimientos atribuidos al Tribuual Supreino en pleno, constituido en Sala de JUS- 

........................................ R~~~~~ de casación por infracción de ley 
................... preparados por los Fiscales Desistidos ........................................... 

R~~~~~~ de casaci,j,, por qilebrantamiento ( Soste"dos ........................................... 
ae  forma, interpuestos por 10s Fiscales ... 1 Desistirlos ........................................... 

................... ................................. Interpuestos por las partes 
Recursos de revisibn .................... Id. por el Fiscal 

................... .................................. \ Interpuectos por las partes 
Recursos de súplica i Id. por el Fiscal .................... 

NOMERO 
DE ASUNTOS 

Recursos de casaci6n admitidos de derecho en beneficio de los reos ........................... 
........................... 

I 1 Id. íd. interpuestos íd. íd. id. 

segunda de lo Cri- 

..... I 1 I 
R~~~~~~ de desestimUdos por tres Interpuestos en beneficio de los reos. 12 

j Letrados .............................................. Despachados con la nota rVisto~ ......... 375 

( Con dictamen de procedentes ................. 
Reciirsoc de queja .................................... 

Id. de improcedentes ............... 
I 

22 

.......................................................................................................... Competencias 

Causas cuyo conocimiento está atribuído a la Sala de lo Criminal del Tribunal Su- 

................................... respecto de ellos Formular o apoyar adliesión ............... 2 
mina1 

.................. Combatirlos en la admisióti 1 202 

............ \ Apoyarlos total o parcialiuente 

......... RecilrsOs de casación interpuestos por las Impugnarlos totalmente o en parte 
partes: acordado en Junta de Fiscalia, , 

................. 

............................................................................................................... premo 17 

.............................................................................. Dicthenes  de tasación de costas 1 225 1 

3 1 

309 

1 IA. & varios ............................................................................................... 
................................................. TOTAL 

- 



Estado núm. 11 

FISCALlA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalia en materia contencioso-administrativa desde 1.' de enero 
a 31 de diciembre de 1953 y social en el mismo periodo de tiempo 

- .- .~ -- 

l 
N A T U R A L E Z A  D E  L O 5  A S U N T O S  

1 Recursos de apelación 

l 
DE ASUNTOS 

NoMERO , 
i 

65 
,l 

1 
4 l 1  l 

3Q3 

383 1 
i 

> 

864 

* 

140 

4 

507 . 

74 1 

lo ~ 
*3 1 

76: 
' 

............................................................................................ 
Id. extraordinarios de apelación ....................................................................... 

..................................................................................................... 

~. 

. 

. 

~. 

1 ;  

! ............................................................................................. 
Id. de queja 

Contencioso. - Salas ter= Id. de reposición 
............ cera y cuarta Contestaciones .................................... 

1 ........................ Demandas de todas clases Incidentes .......................................... 
........................................ Excepciones 

Demalidas interpuestas en nombre de la Administración zeneral del Estado ............... 
TOTAL ..................................................... 

~ 
Social.-Sala quinta ...... 

1 

Desistidos ........................................... ............. / Recursos preparados por el  Fiscal 
! interpuestos ........................................ 
/ aVistos~ .............................................. 

~ V i s t o ~  .............................................. 
Combatidos en la admisión .................. 

............ 
Recursos interpuestos por las partes ......... , Con dictamen de improcedentes 

................ Id. de procedentes 

Id. absteniéndose ................ 
Nulidad de actuaciones ......................... 

.......... ' Reprodiicción de acl-i~acioiiec 

Recursos de revisión interpuestos por las partes ..................................................... 
.......................................................................................................... i Competencias 

TOTAL ................................................. 



Estado núm. 12 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos gubernativos en que ha intervenido la Fisc@lia desde 1 . O  de enero 
a 31 de diciembre de 1953 

- - - - - pp -. - -- 

11 Puneionarloa que loa han despachado11 
!I 

N A T U R A L E Z A  D E  L O S  A S U N T O S  ' 1  ei 

II 

informes emitidos en expedientes de la Sala de gobierno, Pr~sidencia del 
I 

este Tribunal Supremo y Consejo Jndicial .............................................. 90 1 25 I 38 ' 154 

Consultas a los efectos del art. 6-14 de la ley de Enjuiciamiento criminal ...... 1 10 
I * 1 o 

..... Causas en que se lian dado instruccioiies a los Fiscales de las Audiencias 18 1 r 1 
1 

l 
Causas reclamadas a los efectos del art. 838, núm. 15, de la ley Orglnica' I 

i l 
del Poder judicial ............................................................................ l 6 ,  * ;  s i  ~ 1 '  6 

1 Entrada ............................ 4.072 .......................... Comunicaciones registradas 
............................... 1 Salida 

Denuncias ................................................................................................. , 1 '  
8 1  

30 

Consultas de los Fjscals I .... .......................................................... 1 4  1 1 B 1  1 11 1 

Juntas celebradas-con los seí ientes y Abogados fiscales del Tribunal. ' 00 1 20 11 j 
91 

I 



Estado núm. i& 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Estado de los juicios tranzitados anfe el Tribunal de Urcencia de las Audiencias desde 1.' enero a 31 de diciembre de 1953- 



Estado num. 14 

F I S C A L I A  DEL T R I B U N A L  SUPREMO 

Procedimientos incoados en virtud de la Ley de Vagos y Maleantes desde 1.' de enero a 31 de diciembre de 1353 



Estado núm . 15 

FISCALIA . DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Causas. por orden de cuantía. despachadas en las Audiencias Provinciales desde 1.O de enero 
a 31 de diciembre de 1953 

Murcia ...................................... 
Ciudad Real .................................. 
Valladolid ................................... 

. 

I 
1 A U D I E N C I A S  
I 

Barcelona .................................... 
Madrid ...................................... 
Sevilla ....................................... 
Valeiicia ..................................... 
Granada ..................................... 
Miilaga ....................................... 
Cádiz ....................................... 

...................................... i Oviedo 

Bilbao ....................................... 
1 Badajoz ..................................... 

Zaragoza .................................... 
Corulia ...................................... 

..................................... Córdoba 

Jaéii ......................................... 
Pontevedra ................................... 

León ........................................ 
Alicante ..................................... 
Cáceres ..................................... 
Burgos ...................................... 
Las Palmas ................................... 
Toledo ....................................... 

~ a m o r o  ...................................... 1 87q 

................................... Logroño 820 

...................................... 1 812 . 

Nunicro 
d e  c a u s a s  

12.956 

12.108 

Santa Cniz de Tenerifc ........................ 1 1.539 1 )  Soria ........................................ 1 521 - 

.-__-p._ 

A U D I E N C I A S  

8- 

l 
1 Lugo ........................................ 

Orense ...................................... 

Avila ...................................... 
Cuenca ..................................... 

................................. Guadalajara 

....................................... Teriiel 

Segovia ...................................... 
Vitoria ....................................... 

Nfimero 
d e  c a n s a s  

1.511 

1.453 
l .... ............................ ... 6.771 l 1  Huelva , ., 

................................... 4.450 1 Saiitander 

............................ 3.935 / Palma de Mallorca 
. . ................................ 3.691 , San Cebastia11 

1 Pamplona .................................... 
3544 1 '  ...................................... 3.31 1 Almería 

3 25s 1 Lérida .................................... 
3.100 1 Salamanca .................................. 
3.000 Albace t e  ......................... ............ 
2.996 ' , Palencia ..................................... ~ ................................... 2.950 Tarragoiia 

2.776 Castellóii ................................. 
2.554 1 Gerona .................................... 

792 

720 

631 

622 

587 

534 

1.421 

1.399 

1.387 

1.370 

1.365 

1.302 

1.275 

1.210 

1.190 

1. 096 

1.032 

998 

900 


